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Los delitos contra la Administración Pública, regulados en el capítulo II, sección I, del 
Código Penal Peruano, son delitos que comprenden la transgresión de una norma especial, 
considerando dentro de sus elementos estructurales de imputación a los autores y partícipes, los 
mismos que son sujetos materiales del hecho delictuoso.  
Es en este punto, donde el ordenamiento peruano ha regulado el nivel de responsabilidad 
y ha determinado en principio, que para la aplicación de la pena se tendrá en cuenta si el rol que 
desempeñó el sujeto, fue como autor o partícipe del hecho criminal; posteriormente a ello, 
siguiendo esa misma línea, en la regulación de prescripción, se ha establecido que los plazos de 
prescripción de la acción penal, se duplicarán solo en casos de delitos que sean cometidos por 
Servidores o Funcionarios Públicos, que atentan contra el patrimonio del Estado, así como que la 
prescripción se va a interrumpir o suspender por separado, para cada uno de los partícipes. No 
obstante, en el año 2017, se realizó la modificatoria el artículo 41º de La Constitución Política, 
dando un giro a la regulación del plazo prescriptorio aplicable a los sujetos procesales de los 
delitos especiales, es decir al autor (intraneus) y partícipe (extraneus). 
  En atención a ello, el objeto de presente investigación consiste en analizar si la referida 
modificatoria que duplica el plazo prescriptorio tanto para Servidores o Funcionarios Públicos 
como para los particulares, transgreda algún principio constitucional, si toma en cuenta la 
situación jurídica del autor y partícipe, o si ha considerado el nivel de responsabilidad de cada 
sujeto procesal.  
La tesis, empieza desarrollando la figura jurídica de la prescripción, se analiza los delitos 
contra la administración pública así como a los sujetos procesales, realizando una interpretación 
respecto al nivel de responsabilidad de éstos como autores o partícipes del hecho; asimismo, se 
analiza la exposición de motivos de la Ley Nº 30650, ley que modifica el artículo 41º de la 
Constitución Política del Perú, luego se determina la afectación al principio de igualdad 
constitucional que ocasiona el plazo prescriptorio en los particulares.  
La metodología empleada tuvo un enfoque doctrinario, dogmático y casuístico (análisis 
de caso). Los principales resultados obtenidos del desarrollo de la investigación, está referida a la 
clara vulneración del Principio de Igualdad Constitucional, la consecuencia de la inadecuada 
regulación jurídica, cuya exposición de motivos no toma en cuenta el asimétrico nivel de 
responsabilidad que tienen los autores y partícipes en los delitos contra la Administración Pública. 
 
Palabras claves: Funcionario Público, Servidor Público, Particular o extraneus, 
















Crimes against public administration, regulations in chapter II, section I, the Peruvian 
Penal Code, offenses that comply with the transgression of a special norm, rights within the 
elements of imputation to authors and participants those who are the material subjects of the 
criminal act.   
At this point, where the Peruvian legal system has regulated the level of responsibility 
and has determined in principle , that for the application of the penalty will be taken into account 
if the role played by the subject, was as author or participant of the criminal act ; subsequently, 
following the same line, in the statute of limitations, it has been established that the statute of 
limitations for criminal proceedings will be doubled only in cases of crimes committed by 
Servants or Public Officials, which infringe the assets of the State, as well as that the prescription 
is going to be interrupted or suspended separately, for each one of the participants. However, in 
2017, the article 41 of the Political Constitution was modified, giving a twist to the regulation of 
the term applicable to the procedural subjects of special crimes, the author (intraneus) and 
participant (extraneus).  
In light of this, the object of this investigation is to analyze whether the aforementioned 
amendment that doubles the statute of limitations for Public Servants or Officials as well as for 
individuals, transgresses a constitutional principle, if it takes into account the legal situation of 
the author and participant, or if you have considered the level of responsibility of each procedural 
subject.  
The thesis begins by developing the legal concept of the prescription, analyzing crimes 
against the public administration as well as the procedural subjects, making an interpretation 
regarding the level of responsibility of these as authors or participants of the act; also the 
exposition of motives of the Law Nº 30650 is analyzed, law that modifies the article 41º of the 
Political Constitution of Peru, then, the effect on the principle of constitutional equality caused 
by the statute of limitations in individuals is determined. 
The methodology used had a doctrinal, dogmatic and casuistic approach (case analysis). 
The main results obtained from the development of the investigation, is referred to the clear 
violation of the Principle of Constitutional Equality, the consequence of inadequate legal 
regulation, whose explanatory statement does not take into account the asymmetric level of 
responsibility that authors and participants have in crimes against the Public Administration. 
 
 
Keywords: Public Official, Public Servant, Private or extraneus, Prescription, Crimes 
against Public Administration 
 INTRODUCCIÓN 
 
El fenómeno de la corrupción en la Administración Pública, se ha venido desarrollando 
de forma estructural y sistemática, hasta el año 2000, fecha en que salieron a la luz graves actos 
de corrupción cometidos por altos funcionarios del Gobierno Fujimorista, ocasionando así que el 
Gobierno en aras de la protección de los intereses del Estado, elaboren un Sistema Penal 
Especializado en Delitos de Corrupción, a fin de poder erradicar tal situación que resulta 
perjudicial para todos los peruanos. 
Sin embargo, en la actualidad los Funcionarios o Servidores Públicos continúan 
incurriendo en la actuación de hechos delictivos, que atentan contra la función especial que 
desempeñan,  la misma que tiene por objeto cumplir con el correcto funcionamiento de la 
Administración Pública, lo que ha ocasionado que se opte por medidas más radicales pero poco 
acertadas, que coadyuven a la adecuada Administración de Justicia; entre las referidas medidas 
encontramos el plazo prescriptorio, que se materializa en la Ley Nº 30650. 
La referida Ley antes señalada, equiparó al funcionario o servidor público con el 
particular, atribuyendo para ambos la duplicidad plazo prescriptorio sin considerar que los 
mismos no tienen el mismo nivel de responsabilidad de acuerdo a lo establecido en la teoría de la 
infracción del deber. 
Asimismo, esta medida que a todos resulta errado, respecto al fin que se busca, ha 
atentado también contra el principio constitucional de igualdad enfocado desde la perspectiva de 
otorgar un trato desigual a los desiguales, el trato desigual a los funcionarios o servidores públicos 
respecto de los particulares, así como los principios de Proporcionalidad y Razonabilidad. 
 
  En ese mismo sentido, la reforma del artículo 41, no tomó en cuenta que el funcionario o 
servidor público, es un sujeto premunido de obligaciones especiales para con el estado, en razón 
al deber de protección que tienen sobre el patrimonio del estado, debiendo desarrollar sus 
funciones de acuerdo a lo establecido en cada institución pública, así como en lo dispuesto por la 
ley de bases de la carrera administrativa. 
 
Los métodos a utilizar en la presente investigación, se basaron en un enfoque cualitativo 
que permitió calificar cuáles eran las afectaciones que trajo consigo la modificatoria del artículo 
41, Asimismo se desarrolló una serie de métodos, de los cuales se extrajo el más importante, es 
decir el cual permitió analizar la doctrina, legislación nacional e internacional obtenida sobre el 
plazo de prescripción para el particular. 
 
La presente investigación surgió como consecuencia de la ley 30650, publicado en El 
Diario Oficial El Peruano, el 20 de agosto de 2017, que modificó el artículo 41 de la Constitución 
Política del Perú, que se basó en la equiparación del plazo prescriptorio (duplicado) para 













ASPECTOS DE LA PROBLEMÁTICA 
 
1.1 Descripción de la realidad problemática. 
 
La Constitución de 1993, en su artículo 41º, regulaba el plazo de prescripción en caso de 
delitos cometidos contra el patrimonio del Estado, y establecía la duplicidad del mismo para 
los Funcionarios o Servidores Públicos, teniendo en consideración que desempeñan 
actividades o funciones al servicio del Estado y perciben una remuneración económica, éstos 
en contraprestación  deben de cumplir los fines públicos que el Estado social y democrático 
de Derecho les otorga, debiendo observar y actuar  conforme a lo determinado en los 
Reglamentos Internos de cada Institución Pública tales como Municipalidades Provinciales, 
Gobiernos Regionales, Universidades entre otras, así como la Ley de Bases de la Carrera 
administrativa y de remuneraciones del sector público, que determina en su artículo 3º inciso 
d) el deber de los servidores públicos de desempeñar sus funciones con honestidad, eficiencia, 
laboriosidad y vocación de servicio.  
 
Siendo estas normas legales, las que permiten delimitar la actuación del servidor o 
funcionario en la esfera pública; mientras que, los Particulares o también llamados Extraneus, 
no infringen ningún deber que tenga carácter institucional, ya que no se encuentran vinculados 
a un deber especial; sin embargo, a partir del 20 de agosto de 2017, mediante Ley Nº 30650, 
se modifica el cuerpo normativo del referido artículo, señalando que el plazo de prescripción 
de la acción penal en caso de delitos cometidos por Funcionarios o Servidores Públicos contra 
la Administración Pública, se duplica; no solo para estos últimos, sino también para los 
particulares, conocidos  también como extraneus. 
 
Regulación Constitucional, que generó un nivel de desigualdad respecto a la 
responsabilidad y nivel de participación que tiene cada sujeto procesal; y a la vez un estado 
de incertidumbre jurídica en razón a que, se le otorgó un trato igual, a sujetos que a todas 
luces resultan desiguales; esto es, a Los Funcionarios o Servidores Públicos en relación con 
los particulares o extraneus. 
 
Asimismo, se verifica que no tomó en consideración posturas adoptadas y determinadas 
por la doctrina jurisprudencial de nuestra Corte Suprema, la misma que señalan en sus 
acuerdos plenarios N°01-2010/CJ-116, N°2-2011/CJ-116 y Nº3-2016/CJ-116, posiciones 
referidas a la responsabilidad y aplicación de la prescripción en el partícipe o extraneus; y 
advierte que a los mismos se les debe otorgar un tratamiento diferenciado respecto al partícipe 
extraneus. Lo referido no es nada nuevo si nos remitimos a la legislación comparada de 
diferentes países que señalan que, al establecer la pena del partícipe en delitos fundamentados 
en elementos personales especiales, esta debe atenuarse especialmente. 
 
En consecuencia, la problemática generada con la reforma constitucional del artículo 41º 
mediante la Ley 30650 está referida a que esta vulnera principios constitucionales previstos 
en la carta magna pues no consideró que el Funcionario o Servidor Público ostentan un estatus 
y nivel de responsabilidad distintos a los particulares o extraneus, ya que estos últimos no 
tienen un deber jurídico especial, no atentan contra la correcta Administración Pública ni 
están vinculados al patrimonio del Estado ocasionando así que se le de un trato igual a sujetos 







1.2 Justificación e importancia de la investigación. 
 
La presente investigación se justificó en razón a que las obligaciones que se originan en 
aquellas personas, que se desempeñan como Servidores y/o Funcionarios Públicos a 
consecuencia de la función especial que desempeñan y de la remuneración que perciben por 
parte del Estado, no fueron consideradas relevantes y diferenciadoras cuando conjuntamente 
con los particulares cometen delitos contra la Administración Pública, afectando el bien 
jurídico protegidos para estos delitos, es decir el erario patrimonial del estado, como el 
correcto funcionamiento de la administración pública. 
 
De lo señalado anteriormente, se manifiesta que la promulgación de la Ley Nº 30650, 
modificó el artículo 41º de la Constitución Política y estableció igual plazo prescriptorio 
(duplicidad), tanto para el funcionario o servidor público como para el particular, ocasionando 
así una situación asimétrica que atenta contra el principio constitucional de igualdad, así como 
una notoria afectación a la teoría de la infracción del deber, la misma que se encuentra 
recogida en la doctrina nacional y acuerdos plenarios. 
 
En ese sentido, el presente trabajo de investigación buscó analizar la dicotomía derivada 
de la modificación del referido artículo 41º de la Constitución, toda vez que resultó contrario 
a los lineamientos establecidos mediante diversos aportes y acuerdos plenarios realizados. 
Por ello se desarrolló las diferentes posturas a fin determinar cuál de ellas es la más idónea al 
momento de regular el plazo prescriptorio para los particulares, teniendo en consideración 
que los mismos no desempeñan una función especial, no perciben una remuneración del 







 Determinar, si es o no correcto, que se duplique el plazo prescriptorio para el extraneus, 
si éste, no tiene el mismo nivel de responsabilidad que el servidor o funcionario público, 




 Analizar si los servidores o funcionarios públicos y los particulares, mantienen una 
vinculación exclusiva con el patrimonio del estado, de acuerdo a la Teoría del Deber. 
 
 Analizar, si la duplicidad del plazo de prescripción en los particulares o extraneus 
vulnera principios tales como: Principio de Igualdad Constitucional, Principio de 
Proporcionalidad y Razonabilidad. 
 
 Comparar si tiene igual estatus jurídico y mismo nivel de responsabilidad los Servidores 
o Funcionarios Públicos en relación con los particulares. 
 
1.4 Delimitación de la investigación  
 
El presente trabajo de investigación se basó en el análisis del artículo 41º de la 
Constitución Política del Perú, desde la modificatoria por la ley Nº 30650, publicada el 20 de 







 MARCO TEÓRICO 
 
2.1 Antecedentes de la investigación.  
 Morales (2018), en su tesis “El paso del tiempo en el Derecho Penal: ¿Por qué prescriben 
los delitos?, tuvo como objetivo analizar si existe suficiente justificación que permitan 
regular la aplicación de la acción penal; asimismo se muestra la doctrina y jurisprudencia 
que sustentan la figura de la prescripción. Su metodología, se desarrolla a través de tres 
capítulos, el primero comprende una narración de sus antecedentes; el segundo explica 
los fundamentos que sustentan la prescripción; por último, analiza la figura de la 
prescripción en sí, y si la misma supera la ponderación de intereses. La investigación 
surge a raíz de la imposibilidad para sancionar actuaciones contrarias al derecho penal, 
pese a existir elementos de prueba, ello en razón a la aplicación de la prescripción. El 
resultado, fue la obtención de una visión más amplia respecto a la aplicación de la 
prescripción en el ordenamiento positivo. 
 
 Ccallo, Elisban; Ticona, Mauro (2017), en su tesis “Interpretación y desarrollo de la 
Teoría de infracción de deber para delimitar la intervención de los intraneus y extraneus 
en los delitos de colusión y peculado”, tuvo como objetivo analizar la forma de 
interpretación y desarrollo respecto a la teoría de infracción del deber, a fin de delimitar 
la autoría y participación en delitos contra la administración pública. La metodología 
empleada fue dos, la cualitativa y la cuantitativa, basado en un modelo dogmático y 
análisis de caso. Esta investigación surge a raíz de las acusaciones realizadas por los 
fiscales especializados en delitos contra la Administración Pública de la ciudad de Puno, 
donde existe dificultad para establecer las pautas sobre autoría y participación. Los 
resultados fueron dos, el primero, respecto a la teoría de la infracción del deber que 
considera los deberes vulnerados y la delimitación funcional; y el segunda, referido a la 
mala interpretación por parte de los fiscales de la ciudad de Puno, al momento de aplicar 
la Teoría de la Infracción del Deber a los autores y partícipes. 
 
 Luyo (2017), en su investigación “La participación del extraneus en los delitos especiales 
a la luz del proyecto de Ley de Nuevo Código Penal”, tuvo como objetivo la elaboración 
del análisis minucioso respecto a la determinación del particular en los delitos contra la 
Administración Pública. La metodología empleada, se basa en la práctica jurídica, junto 
a una adecuada interpretación complementada con la doctrina de derecho penal. La 
investigación, se originó en razón a las constantes contradicciones entre los aplicadores 
del derecho y la jurisprudencia nacional. El resultado ha permitido la adopción de una 












2.2 Bases teóricas. 
I. PRESCRIPCIÓN PENAL 
 
1.1.  NATURALEZA JURÍDICA DE LA PRESCRIPCIÓN 
 
a. Tesis de la naturaleza material 
 
Según esta teoría la prescripción forma parte del Derecho sustantivo o material, y ello 
supone la extinción de la punibilidad, aunque sea una institución que, a la vez, proyecte sus 
efectos en el proceso penal. VICENTE (2011) 
 
VILLAVICENCIO;AMORETI;CASTILLO;PARIONA,(2014),afirman que esta tesis es 
predominante en España, pero ya abandonada en Alemania, la misma afirma que la 
prescripción afecta la tipicidad y la antijuricidad (el injusto), pues, como señala MIR PUIG, 
el paso del tiempo, como los granos de un reloj de arena, va degradando poco a poco el 
injusto hasta conseguir que desvanezca el reproche de la sociedad por la conducta (desvalor) 
y se vuelva imposible querer que la pena cumpla alguna finalidad preventivo-general 
(negativo o positivo), pues la colectividad ya no recuerda el hecho que se estaría 
sancionando, para sentir por ello temor a cometerlo o reforzar su confianza en el derecho.  
 
Entonces, por vincularse a la tipicidad, esta teoría considera que la prescripción tendría 
naturaleza de una ley material, como las tienen las normas del código penal o ley penales 
especiales, por lo que no sería legal que el legislador cambie las reglas del cómputo de la 
prescripción y se ordene aplicarlas inmediatamente a los procesos judiciales que se 
encuentren en trámite. 
 
Esta tesis tiene a su favor que nuestro código penal utilice como elemento para determinar 
el plazo concreto de prescripción de la persecución penal para cada delito, la pena máxima 
prevista para el delito, en el código penal; sin embargo, esta tesis ha sido refutada porque: 
 
 El injusto penal no puede desaparecer como acto de magia, repentinamente de un día 
para otro. Un día antes se puede condenar a cadena perpetua, y al siguiente no. La 
“Necesidad de penar” un acto contrario a derecho, no puede dar saltos tan bruscos. 
 
 La tesis del injusto no puede explicar porque existe la “Prescripción de la ejecución 
de la condena”, pues según esta teoría ya no se podría olvidar el desvalor de la 
conducta pues media una sentencia y una condena impuesta. 
 
b. Tesis mixta o de la doble naturaleza procesal y material 
 
Ahora bien, continuando con el desarrollo de las teorías VILLAVICENCIO; 
AMORETTI; CASTILO; PARIONA, (2014) Sostienen que la prescripción tendría dos 
partes: una parte material que haría desaparecer la “necesidad de castigar”; y una parte 
procesal que se basaría en la dificultad de probanza del crimen con el paso del tiempo.  
 
A favor de esta explicación se encuentra que la “interrupción” y la “suspensión” del 
cómputo de la prescripción; son figuras meramente procesales y que al declararse la 
prescripción de la persecución, se emite un “archivamiento de la causa”, lo que no implica 
que se esté declarando que se ha demostrado que el procesado sea inocente de los cargos (en 
el caso de una prescripción luego de una condena en primera instancia), lo que ocurre es que 
se trataría de un delincuente que constitucionalmente debe recibir el mismo trato que se da a 







Sin embargo, esta tesis mixta debe ser negada por las mismas razones que niegan la tesis 
material: 
 
 El carácter de injusto se da por el simple hecho de estar la conducta prevista como 
delito de un tipo penal, no se puede decir que un hecho no constituye un delito más 
grave porque se le investigue más o que sea menos grave porque se le dejo de 
investigar.  
 
 Asimismo, señala ROXIN (1997). La prescripción puede tener unas partes 
procesales y otros materiales, pero no es determinante para decir que una institución 
procesal sea una institución material o regular la falta de sanción, pensemos en el 
principio de oportunidad (Art. 2º u art. 350º. 1.e del Código Procesal Penal) y que 
también puede ser fundamento de la falta de la pena, la prevención general, falta de 
necesidad de penar y problemas de probanza. 
 
 Respecto a los “elementos materiales” de la prescripción 
VILLAVICENCIO;AMORRETTI;CASTILLO;PARIONA (2004) afirman que no 
determinan que se clasifique como norma de derecho material, pues el proceso penal 
garantiza la paz social, al servir para imponer el derecho material; por lo que también 
cumple una finalidad preventivo – general. 
 
c. Tesis de la naturaleza procesal 
 
Sobre esta teoría VILLAVICENCIO; AMORRETTI; CASTILLO; PARIONA (2014) 
nos enseñan que la prescripción es simple y llanamente un mero “impedimento procesal” 
para seguir el juicio, y que se haya por lo mismo, totalmente desvinculado de los hechos de 
fondo, es decir, del injusto. Los argumentos a favor de esta explicación son los siguientes: 
 
 Esta tesis explica por qué la persecución puede terminar abruptamente al vencer el 
plazo de prescripción, es decir, que pueda sancionarse un día antes y al siguiente no. 
 
 No es relevante dónde colocó el legislador una norma, es decir, carece de intereses 
si la prescripción se encuentra regulada en el Código Penal; o el Código Procesal 
Penal, ya que empíricamente puede comprobarse que el legislador usa normas 
procesales para fines materiales y normas materiales para fines procesales. 
 
 Al darse una prescripción, el derecho no está afirmando que el hecho dejó de ser 
típico y antijurídico. No cambia su valor ilícito y debe de seguir investigándose, por 
ejemplo, en caso de una prescripción reducida a la mitad, debido a la edad del autor 
al cometer el hecho, pero no aplicable para condenar a sus cómplices o instigadores, 
así como a otros sujetos delitos vinculados a quien le ayudó a evadir la justicia o 
receptó los bienes provenientes del delito. 
 
 También afirma ROXIN (1997) que, la garantía de la irretroactividad hace referencia 
a la ley que únicamente puede entenderse como ley material (injusto) y no a la ley 
procesal, a cuyo grupo pertenece la prescripción que, como se señaló se haya 
desvinculado del injusto. 
 
 Asimismo, VILLAVICENCIO; AMORETTI; CASTILLO; PARIONA (2014) 
manifiestan que existe una regla de proporcionalidad directa entre plazos de 






responsable del mismo delito deben esperar idéntico tiempo para acogerse ambos a 
la prescripción de la persecución penal. 
 
 No se impone menos pena porque el juez advierta que faltaron pocos días para que 
el hecho hubiera quedado impune sobre la base de la prescripción de la persecución. 
 
 
1.2.  EVOLUCIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
PERUANO 
 
a. Prescripción en el Código Penal Peruano de 1863 
 
El artículo 95º del Código Penal del Perú 1863, regulaba la figura de la prescripción de la 
siguiente forma: 
“El derecho de acusar prescribe: por delitos que merezcan pena de muerte, a los ocho 
años. Por delitos que merezcan penitenciaria o cárcel, a los cinco años. Por los demás 
delitos en que el ministerio fiscal tiene obligación de acusar, a los tres años. Por los delitos 
en que no debe intervenir el ministerio fiscal, a los cien días entre presentes, y al año entre 
ausentes. Por las faltas, a los treinta días.”1 
 
La prescripción estuvo presente desde el Código Penal peruano de 1863. Siendo 
aprobado por el Congreso en el año 1862, entrando en vigencia en 1863. Según VITERBO 
(1894), el artículo 95° del referido código determinaba que, después de cumplido los plazos 
establecidos por la norma, prescribía el derecho de acusar. De acuerdo con lo prescrito en 
el Código de Enjuiciamientos en Materia Penal del año 1863, la acusación era una de las 
formas en que se podía interponer la acción criminal, la otra opción era con la interposición 
de una denuncia. 
 
Señala MORALES (2018) que la diferencia entre ambas, de ejercer la acción radicaba 
en las consecuencias que ocasionaba frente a quien la interponía. Mientras que la acusación 
colocaba al que la iniciaba en actor en el proceso y permitiéndole participar en el juicio, la 
denuncia no otorgaba esas facultades. Las acusaciones, se clasificaban de acuerdo a quién 
la ejercía: (i) las querellas eran interpuestas por el mismo agraviado o su representante 
legal; (ii) las acusaciones oficiales eran interpuestas por el Ministerio Fiscal; y, (ii) las 
acusaciones oficiosas eran interpuestas por cualquier ciudadano. 
 
A pesar de ello, SAN MARTIN (2004), afirma que la actuación del Fiscal no era 
esencial o fundamental. El referido autor señala que entre los rasgos más característicos del 
Código de Enjuiciamiento en Materia Penal de 1863 se encuentra la función accesoria del 
Ministerio Fiscal, que era un denunciante en limitados casos, mero colaborador de la 
investigación judicial y acusador en los delitos públicos. 
 
Como se ha señalado, el artículo 95° del Código Penal de 1863 establecía que lo que 
prescribía era únicamente el derecho de acusar. Sin embargo, esta disposición se interpretó 
de manera amplia, por lo cual abarcó, además, la obligación de acusar. En la práctica 
VITERBO (1894), señala el paso del tiempo no sólo extinguía el derecho que tenía el 
agraviado o cualquier afectado por el delito de ejercer la acción penal correspondiente, sino 
                                                             








también la obligación de la autoridad de ejercer la acción de oficio. Esta interpretación 
guarda relación con el fundamento que en dicha época se le atribuyó a la prescripción de 
la acción penal. 
 
La incorporación de la prescripción en el Código Penal de 1863 tal como señala 
MORALES (2018) en su tesis, no se justificó solo en la falta de interés que evidenciaba 
una persona que no ejercía una acción de la cual era titular, con el fin de solicitar la tutela 
de un derecho. Si bien se tomó en cuenta el mencionado desinterés, éste se interpretó sobre 
el Derecho penal material, como son la necesidad de pena y el mantenimiento del orden 
social. El silencio de quien fue víctima de un hecho delictivo generaba la presunción de 
que no era necesario que se sancione al responsable. De esta manera, se dotó a la 
prescripción de contenido estrictamente penal. 
 
Tomando en cuenta que la base de la prescripción era la falta de necesidad de pena, es 
entendible que luego de cumplido el plazo de prescripción, se extinguía el derecho de 
acusar, así como la obligación de hacerlo. Ello en razón, a que sobreentendía que si el 
tiempo transcurrido, restablecía el orden social, no tenía sentido que se ejerciera la acción 
penal independientemente de si lo hacía el propio agraviado o el Ministerio Fiscal, para 
que las autoridades intervengan a fin de imponer una pena. 
 
b. Prescripción en el Código Penal Peruano de 1924 
 
El segundo Código Penal peruano, tal como señala MORALES (2018), se promulgó 
mediante Ley N° 48681, del 28 de julio de 1924. Teniendo en cuenta que, para ese 
entonces, ya estaba vigente el Código de Procedimientos en Materia Criminal de 1920, 
aprobado mediante Ley N° 4019, del 2 de enero de 1919. Como señala SAN MARTIN 
(2004), para el código de 1920 regía la obligatoriedad en el ejercicio de la acción penal. 
Esta última era pública y se ejercía de oficio por el Fiscal, excepto en delitos privados y 
cuando procediese la acción popular. 
 
En este sentido, MORALES (2018), señala que, a diferencia del Código Penal de 
1863, estableció que la restricción que generaba el tiempo transcurrido no recaía en el 
ejercicio la acción, sino a la facultad que del juez para pronunciarse respecto a la 
responsabilidad penal de la persona que se encuentra siendo investigada. En razón a ello, 
se regularon dos plazos de prescripción: el ordinario y el extraordinario. 
 
El plazo ordinario, que es el periodo de tiempo desde que se comete del hecho y el 
ejercicio de la acción, representa un límite para el inicio del proceso penal. El plazo 
extraordinario, que es el que se aplica cuando la acción ya se ejerció, funciona como un 
límite temporal máximo dentro del cual debe emitirse el pronunciamiento judicial 
respectivo. 
 
El aumento de los plazos de prescripción, la duplicidad del plazo para delitos que 
afectaran al Estado, así como la regulación de la interrupción y suspensión, se pueden 
explicar en base al cambio de paradigma que guio el Código Penal de 1924.  
 
c. Prescripción en el Código Penal de 1991 (Decreto Legislativo Nº 635) 
A partir del artículo 78, el código penal señala cuáles son las causas de extinción de la 







En principio, en el referido artículo se señalan como causas de la extinción de la acción 
penal la muerte del procesado, la prescripción, la amnistía y el derecho de gracia. 
 
El artículo 80 del código penal establece que:  
“La acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada por 
la ley para el delito, si es privativa de libertad. 
En caso de concurso real de delitos, las acciones prescriben separadamente en 
el plazo señalado para cada uno de ellos.  
En el caso de concurso ideal de delitos, las acciones prescriben cuando haya 
transcurrido un plazo igual al máximo correspondiente al delito más grave. 
La prescripción no será mayor a veinte años. Tratándose de delitos sancionados 
con pena de cadena perpetua, se extingue la acción penal a los treinta años. 
En los delitos que merezcan otras penas, la acción prescribe a los dos años. 
En caso de delitos cometidos por funcionarios y servidores públicos contra el 
patrimonio del Estado o de organizaciones sostenidas por éste, el plazo de prescripción 
se duplica.”2 
 
c.1. Prescripción ordinaria 
El primer párrafo del artículo 80 del código penal define la llamada prescripción 
ordinaria. Hablamos de prescripción ordinaria cuando transcurre un período de tiempo 
igual al máximo señalado por ley para la conducta ilícita, sin que este hubiese sido 
interrumpido. Es decir, en caso de que el plazo de tiempo fijado como máximo para 
sancionar el delito transcurriese sin que se hubiese visto afectado en su recorrido, se 
entenderá prescrita la acción penal. 
 
Luego de fijar el plazo de prescripción ordinaria de la acción penal, el artículo en 
análisis presenta un segundo y un tercer párrafo, en los que se refiere a aquellas 
situaciones en las cuales existe más de un delito instruido. 
 
En primer lugar, se menciona que “en el caso de concurso real de delitos, las acciones 
prescriben separadamente en el plazo señalado para cada uno”; para posteriormente hacer 
referencia al concurso ideal de delitos, donde la ley señala que “las acciones prescriben 
cuando haya transcurrido un plazo igual al máximo correspondiente al delito más grave” 
 
Un tema importante en el desarrollo del estudio de la prescripción es el que se expone 
en el cuarto párrafo del artículo 80, donde se fija como plazo máximo de prescripción de 
la acción penal 20 años en el caso de delitos sancionables con pena privativa de libertad, 
salvo aquellos ilícitos cuya pena sea la cadena perpetua, en cuyo caso la prescripción se 
eleva a 30 años. 
 
Sin embargo, existe una excepción, que fue incluida por la Ley 26360 como último 
párrafo del artículo en mención, la cual está referida a los funcionarios y servidores 
públicos, quienes en el caso de que se encuentren investigados por la presunta comisión 
de algún delito en agravio del patrimonio del Estado o de organismos sostenidos por este, 
el plazo de prescripción será duplicado. 
 
                                                             








c.2. Reducción de los plazos de prescripción 
El legislador consideró que aquellas personas que tuviesen más de 18 y menos de 21 
años, o más de 65 años al momento de la comisión del hecho punible gozarían de la 
llamada responsabilidad restringida, pudiendo inclusive reducírsele prudencialmente la 
pena señalada por ley para el ilícito. 
 
c.3. Cómputo de los plazos de prescripción 
Se ha establecido los momentos en que prescribe la acción penal; es decir, en que 
momento caducó la oportunidad del Estado de emitir una sentencia de carácter penal. 
 
Resulta necesario analizar en qué momento se inicia el conteo del plazo de 
prescripción, esto es, cuál es ese primer día que nos servirá de base para empezar a contar 
el plazo de prescripción: 
 
 En el caso de la tentativa, figura que se presenta cuando el sujeto empieza la 
ejecución de un delito que decidió cometer, sin consumarlo, se comienza a contar 
el plazo desde el día en que finalizó la actividad de carácter delictuoso. 
 
 Se debe tener presente que no será punible la tentativa en aquel caso en que la 
consumación del delito sea imposible, razón por la cual de presentarse tal situación 
no generará ningún plazo para su cómputo. 
 
 Cuando se trate de delitos de carácter instantáneo, es decir, aquellos que se 
producen en un solo momento, la acción penal prescribirá a partir del día en que se 
consumó el ilícito. 
 
 Respecto al delito continuado, caso en el que se presenta la sistemática violación 
de una misma norma penal, el plazo se iniciará desde el día en que ceso la actividad 
ajena a ley. 
 
 En el caso de delito permanente, donde la violación de la norma se sigue 
consumando más allá del momento inicial, el comienzo del plazo estará en función 
al día en que la permanencia finalizó. 
 
c.4. Interrupción del plazo de prescripción 
El artículo 83 del Código Penal señala cuales son las causas que motivan la 
interrupción del plazo de la acción penal fijando como tales las actuaciones que pudieran 
desarrollar el Ministerio Público o las autoridades judiciales en la investigación de los 
hechos denunciados. 
 
c.5. Prescripción Extraordinaria 
El mencionado plazo se calcula en base a la suma del máximo fiado por ley para el 
delito más la mitad de éste; en otras palabras, al plazo de la prescripción ordinaria más la 
mitad de esta. Teniendo en cuenta aquellas referencias realizadas a la reducción de plazos 








1.3.  PRINCIPALES NORMAS APLICABLES VIGENTES 
Entre las normas vigentes en el sistema legal peruano, que influyen directamente en 
la aplicación de la prescripción de la acción penal, MISSIEGO DEL SOLAR (2006) 
determina que se encuentran la Constitución Política del Perú, El Código Penal, el cual 
fija las pautas para el cálculo de los plazos y criterios de su aplicación, y el código de 
Procedimientos Penales. 
 
a. Constitución Política 
 
En el artículo 139, inciso 13 de la Constitución Política del Perú se detallan los 
principios y derechos de la función jurisdiccional: “La prohibición de revivir procesos 
fenecidos con resolución ejecutoriada. La amnistía, el indulto, el sobreseimiento 
definitivo y la prescripción producen los efectos de cosa juzgada. 
 
Al señalar que la prescripción produce los efectos de cosa juzgada, debemos indicar 
que la presunción de inocencia se conserva en el caso que la acción penal es declarada 
prescrita por el órgano jurisdiccional. Es decir, aquella persona que se vio favorecida por 
la aplicación de la prescripción en su proceso, no pierde la presunción de inocencia; esto 
en razón de que esta solo se pierde en caso de que exista una sentencia condenatoria firme 
y consentida, situación que no se produce al declararse prescrita la acción penal y 
archivarse el proceso, evitándose el pronunciamiento sobre el fondo del tema materia de 
la causa. 
 
b. Nuevo Código Procesal Penal (Decreto Legislativo Nº 957) 
 
En principio MISSIEGO DEL SOLAR (2006), nos manifiesta que existe la intención 
de que, a través del Nuevo Código Procesal Penal, nuestro sistema funcione de mejor 
forma. Sin embargo, es necesario advertir que para que ello suceda no basta una nueva 
ley; se necesita, y con urgencia, la voluntad y actitud de todos. 
 
Es así que el Nuevo Código Procesal Penal contempla la posibilidad de que las 
excepciones, sean usadas como medio de defensa por parte, de los procesados, 
mencionándose entre ellas la prescripción; señala el artículo 6: “Las excepciones que 
pueden deducirse son las siguientes (...) e) Prescripción, cuando por el vencimiento de los 
plazos señalados en el Código Penal se haya extinguido la acción penal o el derecho de 
ejecución de la pena”.3 
 
La mencionada norma presentará a su vez una nueva estructura para el proceso penal, 
disponiendo que este comprenda tres etapas: investigación preparatoria, etapa intermedia 
y etapa de juzgamiento 
 
La variación de los parámetros que hoy conocemos está dada por el momento en el 
cual se interrumpe la prescripción y por ende nace la prescripción extraordinaria. En el 
nuevo sistema la investigación preparatoria se inicia cuando el fiscal tiene conocimiento 
de oficio de la sospecha de la comisión de un delito, por denuncia de la parte agraviada, 
por denuncia de terceros en casos de delitos de acción pública o mediante acción popular; 
                                                             







situación bastante similar a la que actualmente conocemos y que, como lo hemos visto 
anteriormente, produce la interrupción del plazo de prescripción.  
 
II. EL PARTÍCIPE O EXTRANEUS 
 
2.1.  TEORÍAS SOBRE EL TÍTULO DE IMPUTACIÓN DE LA   
INTERVENCIÓN DEL PARTICULAR 
 
a. Teoría individualizadora o de la ruptura del título de la imputación 
 
Los delitos penales sobre delitos especiales según manifiesta ABANTO (2003), 
están referidos a los intranei; por lo tanto, los extranei solamente serían punibles sobre 
la base de los tipos penales que concurran. 
 
Según MONTOYA (2015) en esta teoría, el extraneus que interviene en un delito 
especial debe responder como partícipe de un delito común distinto al cometido por el 
autor intraneus, dado que los delitos especiales solo están dirigidos a estos últimos y no 
a los primeros. En estos casos, el extraneus, si la legislación penal lo permite, responderá 
por el delito subyacente al delito especial (por ejemplo, si el intraneus comete el delito 
de peculado, el extraneus responderá por el delito de hurto o de apropiación ilícita). 
 
Esta teoría se fundamenta, principalmente, en lo establecido por artículo 26° CP. 
Según sus partidarios, este dispositivo legal establecería, expresamente, que el extraneus 
nunca puede responder penalmente por un delito que se fundamenta en una cualidad 
especial del autor, como sucede con los delitos especiales. 
 
A esta teoría, acertadamente, se le han realizado cuatro críticas contundentes:  
 
 Los delitos especiales no son un tipo simplemente agravado de los delitos 
comunes, sino que son autónomos con un fundamento punitivo propio, como lo 
es la especial vulnerabilidad del bien jurídico respecto del intraneus. 
 
 Esta teoría transgrede el principio de “accesoriedad limitada” de la participación 
delictiva. La teoría de la ruptura o individualizadora es inviable, ya que propone 
sancionar al partícipe por un delito que no ha sido cometido por el autor. Es decir, 
con esta teoría se quiere sancionar a una persona por su participación en un delito 
que nadie ha cometido. Debe quedar claro que sin autor del delito no hay partícipe 
del delito. En el ejemplo que poníamos anteriormente del peculado, no puede 
sancionarse al extraneus como partícipe del delito de hurto o apropiación ilícita, 
pues no hay autor de los mismos. El intraneus es autor del delito de peculado y 
no de aquellos otros. 
 
 El artículo 26° del Código Penal regula la incomunicabilidad de circunstancias a 
efectos de fijar el marco penal para quienes intervienen en la comisión de un 
delito que contenga elementos personales. En este sentido, este artículo no 
permite determinar bajo qué tipo penal responderá el partícipe extraneus en un 
delito especial. El artículo 26° no puede ser utilizado para determinar el tipo penal 
que se le aplicará al partícipe extraneus. Por ejemplo, ABANTO (2003), expresa, 
que cuando un funcionario público, con dominio de hecho, se apropia de caudales 






“Peculado” (art. 387)4, mientras que el segundo solamente autor o cómplice, 
según su dominio de hecho, de un “Hurto” (art. 185)5. 
 
 Esta teoría genera un efecto político-criminal negativo, ya que en aquellos delitos 
especiales tradicionalmente denominados “propios”, la participación del 
extraneus sería siempre impune pues no habría un tipo penal común subyacente 
por el cual pudiera sancionársele. 
 
b. Teoría Unitaria o de la Unidad del Título de Imputación 
 
Actualmente, tal como señala MONTOYA (2015) esta es la teoría dominante en la 
doctrina penal peruana y comparada. Según esta, el partícipe extraneus que interviene 
en un delito especial deberá ser sancionado como partícipe de ese delito especial. Esto 
es, tanto intraneus como extraneus responden por el mismo delito especial. 
 
Asimismo, sobre la teoría de la unidad del título de imputación 
CASTILLO;GARCÍA;PARIONA;TALAVERA;VILLAVICENCIO (2018) señalan 
que, todos quienes concurren a la comisión del delito especial, con diferente naturaleza 
en sus aportes, sea en calidad de autores, coautores o partícipes, responden por el 
mismo delito a título de autores o partícipes, sin necesidad de que se tenga que 
fracturar la imputación en dos delitos distintos, uno especial para los autores 
vinculados, otro común para los partícipes extraneus. Ello supera el problema de la 
doble calificación por un mismo hecho, impide búsquedas erráticas y elimina la 
sombra de la impunidad. 
 
Dentro de esta corriente de pensamiento MONTOYA (2015) identifica, 
básicamente, dos teorías: 
 
 La Teoría de la Infracción del Deber: en todos los delitos especiales el intraneus 
sería autor del delito, pues habría infringido dolosamente su deber especial, 
mientras que los extraneus que colaboren con dicho incumplimiento serán 
partícipes del mismo. Aquí no interesa que el delito especial sea propio o 
impropio; el partícipe extraneus siempre responderá por el mismo delito que el 
autor. El máximo exponente de esta teoría es Roxin, quien sostiene que cuando 
el intraneus solo coopera o induce al extraneus en la comisión de un delito 
especial (caso del “instrumento doloso no cualificado”), no habría mayor 
problema en sancionar como autor mediato al intraneus y al extraneus como 
simple partícipe del mismo Aquí, aunque el extraneus sea la persona que tiene 
el “dominio del hecho”, el intraneus es el autor del delito especial, pues este es 
el que infringe su deber especial. 
 
 La Teoría de la Vulnerabilidad del Bien Jurídico: esta sostiene que el extraneus 
será sancionado como partícipe de un delito especial, en tanto que él llega a 
tomar parte en un hecho más grave que un delito común, con el conocimiento, 
además, de que al funcionario extraneus le resultará más accesible el bien 
jurídico que se pretende vulnerar en esa estructura institucional. 
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2.2. LA COMPLICIDAD ÚNICA EN LA TEORÍA DE LA INFRACCIÓN DEL 
DEBER 
 
Para la teoría de infracción del deber, todo aquel que sin tener el deber especial 
penal participa en la comisión de un delito contra la administración pública que comete 
un sujeto público con deber especial penal, será simplemente cómplice. Según la teoría 
de infracción del deber la complicidad es única.  
  
La diferencia entre complicidad primaria o secundaria es hija de la teoría del 
dominio del hecho donde es importante determinar el aporte que ha brindado al autor 
el partícipe en la comisión del delito. De modo que en los delitos especiales no es de 
aplicación lo dispuesto en el artículo 25° del Código penal que establece que a al 
cómplice primario se le impone la misma pena que el autor y al cómplice secundario 
se le disminuirá prudencialmente la pena. No debe obviarse que tal artículo tiene como 
fundamento la teoría del dominio del hecho.  
 
La siguiente pregunta se impone: ¿cuál es la pena que se impone en consecuencia 
al cómplice en los delitos de infracción del deber? Tal como señala RUEDA 
MARTÍN, el hecho que las reglas generales de la autoría y participación actualmente 
existentes en nuestro sistema penal, no resultan suficientes para fundamentar de 
manera general el castigo de un partícipe en un delito especial de infracción de un 
deber, de modo alguno podemos aceptar y consentir pacíficamente que se siga 
aplicando las reglas de la teoría del dominio del hecho para aplicar la sanción 
correspondiente al cómplice. Más bien debe propiciarse que el Juez al momento de 
aplicar la pena al cómplice de un delito contra la administración pública, jamás debe 
imponer una pena igual o mayor a la impuesta al autor del delito. La pena para el 
cómplice será siempre menor a la del autor. El fundamento es que la conducta del 
autor al haber cometido el delito infringiendo un deber especial penal, es más 
reprochable que la conducta desarrollada por aquel que no infringió deber especial 
alguno. La conducta del autor merece mayor pena que la conducta del cómplice. 
 
En el Proyecto de Código Penal de 2009, cuya parte general está aprobada y  
publicada por el Congreso de la República, y donde ya se toma en cuenta la teoría de 
infracción del deber para establecer la autoría y participación en los delitos especiales, 
encontramos el artículo 26° donde se establece que: “si en el partícipe no concurren 
los especiales elementos personales que fundamenten, agraven, disminuyen o 
excluyan la punibilidad, se atenuará la pena para él conforme al artículo 45 del Código 
Penal”.   
 
Esto significa que, si en el cómplice no concurre el deber especial penal que, si 
concurre en el autor, el Juez atenuará la pena para el cómplice conforme a los 
parámetros del artículo 45 del Código Penal. En conclusión, en los delitos especiales 
que lesionan o ponen en peligro el normal desenvolvimiento de la administración 
pública, al cómplice siempre se le impondrá menos pena que al autor.   
 
La Sala Penal Transitoria de la Suprema Corte aún no tiene claro este aspecto, pues 
para resolver los casos concretos de delitos de infracción del deber todavía viene 
aplicando la teoría del dominio del hecho para identificar quién es autor y quién es 
cómplice. En efecto en la Ejecutoria Suprema del 06 de mayo de 20136, argumentó 
                                                             






que “su aporte o contribución como extraneus fue esencial, pues Raffo Arce fue el 
escogido por el jefe del Estado para recibir el dinero con una finalidad concreta, para 
lo cual tenía funciones asignadas en la trama criminal de reelección presidencial, de 
ahí que corresponde calificar su intervención de insustituible y, por tanto, de 
complicidad primaria o cooperación necesaria”. Considero que si el Juez se decide por 
aplicar la teoría de infracción del deber debe hacerlo en toda su magnitud. No se puede 
seguir mezclando las teorías penales. 
 
III. ANTECEDENTES DEL ARTÍCULO 41º DE LA CONSTITUCIÓN   
POLÍTICA DEL PERÚ 
 
Tal como señala GUZMÁN (2005) el comportamiento de los funcionarios 
públicos, comprende dos conceptos importantes. Uno es la responsabilidad, por la 
cual los funcionarios y servidores públicos están en el deber de asumir las 
consecuencias de sus actos al interior del Estado. Asimismo, la doctrina y las normas 
legales hacen hincapié al termino "responsabilidad" y que hace referencia a la 
obligación del funcionario o servidor de informar de sus actos.  
 
Los funcionarios y servidores deben rendir cuenta ante las autoridades 
competentes y ante el público por el erario patrimonial del Estado a su. En razón a 
que el Titular de la entidad de la que se trate, los funcionarios y los servidores 
públicos tienen el deber de desempeñar sus funciones con eficacia, economía, 
eficiencia, transparencia y licitud, a lo cual debe agregarse que desempeñan el cargo 
en representación de la población. Los servidores y funcionarios públicos tienen el 
deber permanente, personal e intransferible de dar cuenta del ejercicio de sus 
funciones, del cumplimiento de sus objetivos y de los bienes y recursos recibidos 
para su custodia y administración.  
 
Modificatoria del Artículo 41 De La Constitución Política Del Perú 
 
Texto anterior Texto actual 
Artículo 41º.- 
Los funcionarios y servidores públicos 
que señale la ley o que administran o 
manejan fondos del Estado o de 
organismos sostenidos por éste deben 
hacer declaración jurada de bienes y 
rentas al tomar posesión de sus cargos, 
durante su ejercicio y al cesar en los 
mismos. 
La respectiva publicación se realiza en 
el diario oficial en la forma y 
condiciones que señala la ley. 
Cuando se presume en enriquecimiento 
ilícito, el Fiscal de la Nación, por 
denuncia de terceros o de oficio, 
formula cargos ante el Poder Judicial. 
La ley establece la responsabilidad de 
los funcionarios y servidores públicos, 
Artículo 41º.- 
Los funcionarios y servidores públicos 
que señale la ley o que administran o 
manejan fondos del Estado o de 
organismos sostenidos por éste deben 
hacer declaración jurada de bienes y 
rentas al tomar posesión de sus cargos, 
durante su ejercicio y al cesar en los 
mismos. 
La respectiva publicación se realiza en 
el diario oficial en la forma y 
condiciones que señala la ley. 
Cuando se presume en enriquecimiento 
ilícito, el Fiscal de la Nación, por 
denuncia de terceros o de oficio, 
formula cargos ante el Poder Judicial. 
La ley establece la responsabilidad de 






así como el plazo de su inhabilitación 
para la función pública. 
El plazo de prescripción se duplica en 
caso de delitos, cometidos contra el 
patrimonio del Estado.7 
así como el plazo de su inhabilitación 
para la función pública. 
El plazo de prescripción de la acción 
penal se duplica en caso de los delitos 
cometidos contra la Administración 
Pública o el patrimonio del Estado, 
tanto para los funcionarios o 





Sobre lo dispuesto en el artículo 41º (Texto anterior) RIOS; ÁLVAREZ ;SAR, 
manifiestan que, conforme se dejó establecido en la sentencia 7451-2005-PHC/TC, 
el fundamento constitucional de la prescripción se encuentra tanto en el último 
párrafo del artículo 41º, como en el artículo 139º, inciso 13, de la Constitución. El 
primero prevé que “el plazo de prescripción se duplica en caso de delitos cometidos 
contra el patrimonio del Estado”, mientras que el segundo prescribe que “la amnistía, 
el indulto, el sobreseimiento definitivo y la prescripción producen los efectos de cosa 
juzgada”. 
 
Bajo el canon interpretativo de estas dos disposiciones constitucionales alusivas 
a la prescripción, se puede señalar que en general la prescripción es una causa de 
extinción de la responsabilidad penal fundada en la acción del tiempo sobre los 
acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius punendi, en razón de que 
el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción, existiendo apenas memoria 
social de esta. Es decir, mediante la prescripción se limita la potestad punitiva del 
Estado, dado que se extingue la posibilidad de investigar un hecho criminal y con él 
la responsabilidad del supuesto autor o autores del delito investigado". (Exp. 05890-
2006-HCFJ 3). 
 
Desde la perspectiva de GUZMÁN (2005), la Constitución establece la 
duplicación del plazo de prescripción a fin de establecer mayores dificultades para 
que el delito en cuestión pueda quedar impune. La prescripción, como bien se sabe, 
es el mecanismo a través del cual se extingue la acción penal como resultado del 
transcurso del tiempo. Es el Código Penal el que establece los plazos de prescripción 
a partir de la pena privativa de libertad prevista para cada delito. Ahora bien, no 
todos los delitos contra la Administración Pública tienen contenido patrimonial, 
siendo estos a los cuales se aplica esta disposición. En consecuencia, el plazo de 
prescripción ampliado no es susceptible de ser aplicado a aquellos delitos que no 




                                                             
7 MURO, Manuel, La constitución en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, Gaceta Jurídica, Perú, 
2006, p. 351 
8 HEYDEGGER, Francisco, Código Penal y Nuevo Código Procesal Penal – Constitución Política, Instituto 






2.3 Glosario de términos básicos.  
 
Según SILVA (2018) señala: 
 Acción Penal. - Se denomina así a la que se ejercita por el Ministerio Público o por los 
particulares, según la naturaleza del delito, para establecer la responsabilidad penal en un 
evento delictivo o falta. 
 Acusación. – Señalamiento ante la autoridad respectiva de que una persona ha realizado 
una conducta que se considera delictuosa, a fin de que se siga en su contra el proceso 
judicial respectivo y, en su caso se le aplique la sanción correspondiente. 
 Administración Pública. – Conjunto de actividades que se desarrollan para la consecución 
de las tareas y de los fines de interés común en una colectividad o en un ordenamiento 
estatal. 
 Antijuricidad. - Es el acto voluntario típico que contraviene el presupuesto de la norma 
penal, lesionando o poniendo en peligro bienes e intereses tutelados por el Derecho 
MACHICADO (2018). La antijuridicidad es un juicio impersonal objetivo sobre la 
contradicción existente entre el hecho y el ordenamiento jurídico. 
 Amnistía. - Forma de extinción de la acción penal, que implica la cesación de la 
condena para todos sus efectos, debiendo emanar de la Ley. 
 Bien Jurídico. – Es todo lo esencial y valioso para el ser humano creado por el derecho 
que elige cuáles van a ser los objetos que en opinión del legislador merecen de protección. 
 Caudal. - bienes en general que tengan las características de corpóreos, aprehensibles, 
trasladables e idóneos para satisfacer intereses públicos. No será necesario, por ende, que 
estos caudales estén dotados de valor económico, por lo que se incluyen dentro de esta 
categoría a los objetos sin valor en el tráfico económico que tengan relevancia en la 
Administración para cumplir con sus finalidades públicas. 
 Código Penal. - Un Código penal es una recopilación de normas de carácter jurídico, 
recogidas de manera ordenada y sistemática, que permiten conocer a los ciudadanos qué 
actos están tipificados como delitos, y a los jueces establecer las sanciones 
correspondientes a la comisión de cualquiera de los actos en él especificados. 
BLIZNETSOV. 
 Concurso Ideal de Delito. - Sistema por el que debe aplicarse al autor la pena más grave, 
de la que correspondan a todos los delitos. Acción delictiva en la cual confluyen varias 
faltas, pero que son absorbidas por una sola.   
 Constitución Política del Perú. - Es la norma jurídica y política que consagra los derechos 
de las personas y establece la organización del Estado peruano, constituyéndose en un 
pilar fundamental del Estado Democrático y Constitucional de Derecho, donde el 
concepto del imperio de la ley cede paso a la supremacía de los principios, valores y 
normas constitucionales sobre el ordenamiento jurídico. ZAVALA (2016). 
 Cómplice. - Aquel que determina a otro a cometer el hecho punible. La acusación de la 
conducta delictiva debe ser imputable objetivamente al instigador, y esa conducta debe 
estar dirigida tanto a un hecho determinado como a un autor determinado. HEYDEGGER 
(2018). 
 Cosa Juzgada. - Nadie puede ser juzgado dos veces por la misma causa, cuando existe 
una resolución firme nacional o extranjera, Doctrinariamente cosa juzgada se refiere a la 
eficacia inamovible que adquiere la sentencia o resolución que pone término al proceso. 
 Crimen. - es aquella infracción penal que daña los derechos naturales, como el de la 
libertad, el honor y la vida. todo delito de graves repercusiones en el campo de la moral 
y las buenas costumbres. 
 Delito. - Acto típico antijurídico, imputable, culpable, sancionado con una pena y 






 Derecho Sustantivo. - se refiere al conjunto de normas, reglas de conducta humana 
bilaterales, heterónomas, externas y coercibles que regulan situaciones jurídicas de 
fondo que establece los derechos y obligaciones de los sujetos que están vinculados por 
el orden jurídico establecido por el estado. ARELLANO. 
 Derecho Público. – Es aquel derecho de interés colectivo en el cual interviene el Estado. 
El conjunto de normas jurídicas que rigen las relaciones supra ordenadas de coordinación 
entre entidades soberanas, las relaciones de supra a subordinación entre entidades 
soberanas y entidades no soberanas y las relaciones de sub a supraordenación entre 
entidades no soberanas y entidades soberanas. ARELLANO. 
 Derecho Privado. - Es aquel derecho de interés individual en el cual no interviene el 
Estado. El conjunto de normas jurídicas que rigen las relaciones subordinadas de 
coordinación entre entidades no soberanas. ARELLANO. 
 Efectos. - todos aquellos documentos de crédito negociables emanados de la 
Administración u objetos con representación económica (valores en papel, títulos, sellos, 
estampillas, bonos, cheques, etc.). De esta manera, el concepto de efectos es más 
restringido que el de caudales, puesto que aquel sólo incluye a objetos que representan un 
valor económico o patrimonial y que tienen carácter de negociables. 
 Etapa Intermedia. – Esta segunda etapa se centra en la decisión adoptada por el Fiscal 
luego de haber culminado la Investigación Preparatoria de pedir el sobreseimiento de la 
causa (se abstiene de la acción penal, evitando el proceso penal y la imposición de la pena 
al existir un acuerdo entre imputado y víctima que busca la reparación del daño causado) 
o la acusación. MINISTERIO PÚBLICO. 
 Etapa de Juzgamiento. - Es la etapa principal del nuevo proceso penal y se realiza sobre 
la base de la acusación. Es regida por los principios de oralidad, publicidad, inmediación 
y contradicción, además de la continuidad del juzgamiento, concentración de los actos, 
identidad física del juzgador y presencia obligatoria del imputado y su defensor. El Juicio 
Oral comprende los alegatos preliminares, la actuación probatoria, los alegatos finales y 
la deliberación y sentencia. MINISTERIO PÚBLICO. 
 Estado. - Comunidad organizada en un territorio definido mediante un orden jurídico 
servido por un cuerpo de funcionarios y definido y garantizado por un poder jurídico, 
autónomo y centralizado que tiende a realizar el bien común, en el ámbito de esa 
comunidad. 
 Funcionario Público. - Empleado público que específicamente disfruta de una delegatio. 
Debe tener en tal condición nombramiento y no contrato, pues éste es mero y transitorio 
vínculo estrictamente para los cometidos de su eventual empleo. 
 Indulto. - En una de las vías por las cuales se elimina o se reduce la responsabilidad penal, 
que se concede a un individuo que ya ha sido condenado en firme, tal medida, siendo la 
facultad propia del presidente de la República. 
 Investigación Preliminar. - Etapa del proceso penal que dispone o realiza nuevas 
diligencias de investigación que considere pertinentes y útiles; no pudiendo repetir las 
efectuadas durante las diligencias preliminares. Estas solo pueden ampliarse siempre que 
ello sea indispensable, se advierta un grave defecto en su actuación previa o 
ineludiblemente deba completarse por la incorporación de nuevos elementos de 
convicción. MINISTERIO PUBLICO. 
 Irretroactividad. - es la imposibilidad de aplicar una ley para hechos producidos antes de 
su promulgación, convirtiéndose en una garantía de la seguridad jurídica en todo sistema 
basado en el dominio de la ley. 
 Ley. - norma jurídica de rango inferior inmediato a la constitución que emite el congreso 
de la república y promulga el presidente de la república. toda norma jurídica que manda 
o prohíbe algo y así regula las relaciones entre los hombres. la constitución también 






reglamentos del congreso, normas regionales con carácter general y ordenanzas 
municipales. 
 Norma. -  ordenamiento imperativo de acción que persigue un fin determinado con la 
característica de ser rígido en su aplicación. 
 Particular. - No ostenta una obligación especial, no infringen el deber, pero forman parte 
del hecho referido a la acción del infractor del deber. 
 Pena. - sanción establecida por la ley e impuesta por la autoridad competente al que ha 
cometido un delito o falta. 
 Prescripción. - es una causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada en la 
acción del tiempo sobre los acontecimientos humanos o la renuncia del estado al ius 
punendi en razón a que el tiempo transcurrido borra los efectos de la infracción y apenas 
si existe memoria social de la misma. 
 Presunción de Inocencia. -  Principio del derecho Penal normado en el parágrafo "e" del 
inciso 24 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú de 1993, de esta forma: Toda 
persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 
responsabilidad. 
 Principio. - Es una Proposición clara y evidente no susceptible de demostración sobre la 
cual se funda una determinada valoración de justicia de una sociedad y se construyen las 
instituciones del Derecho y que en un momento histórico determinado informa del 
contenido de las normas jurídicas de un Estado. MACHICADO (2018). 
 Principio de oportunidad. - Facultad y limitación discrecional de los poderes públicos, 
facultades de actuación del órgano de la acusación pública en el ámbito del proceso. 
COLPAERT. 
 Proceso Penal. - es el camino a recorrer que se inicia desde el momento de la violación 
de la norma y que puede terminar con una sentencia absolutoria o condenatoria o con un 
sobreseimiento definitivo, o por haberse declarado fundada alguna excepción perentoria, 
o por dictarse una medida de seguridad contra el imputado. 
 Punibilidad. - situación especial en que se coloca el autor de un evento o delito, por 
haberlo cometido, haciéndose acreedor a la sanción que establece la ley. 
 Servidor Público. - No representa al estado, trabaja para él, pero no expresa su voluntad, 
se relaciona con el estado mediante la contratación, no tiene mando, facilita la labor de 
los funcionarios públicos. 
 Sobreseimiento. -  Consiste en la cesación definitiva o provisional del proceso seguido en 
averiguación de un delito y sus autores. 
 Tentativa. - Principio de ejecución del delito. esfuerzo hecho para cometer una infracción 
y que la ley castiga, al igual que la infracción consumada. 
 Tipicidad. - es la denominación técnica del delito, y su descripción legal, que constituye 
uno de los elementos esenciales para su punición. 
  Tutela de derecho. -Mecanismo por el cual se le brinda la protección, resguardo y 
consiguiente efectividad de los derechos del imputado reconocidos por la Constitución y 












2.4 Marco referencial  
2.4.1. PRESCRIPCIÓN PENAL 
2.4.1.1. Prescripción Penal: Definición y Fundamento 
 
El tiempo es un dato de la realidad que tiene efectos normativos. De ese modo, 
VILLAVICENCIO, AMORETTI, CASTILLO, PARIONA (2014) señalan que el tiempo es un 
criterio que permite a la autoridad afirmar y con ello desvalorar la peligrosidad del sujeto y 
legitima una pena más severa. De otro lado, el tiempo también es un elemento a tener en cuenta 
al momento de determinar la legitimidad o no de un proceso. Así, un proceso llevado a cabo en 
un plazo irrazonable resulta ajeno a un Estado Social y Democrático de Derecho. 
Ahora bien, el paso del tiempo también cumple un papel configurador de la necesidad de 
intervención del Estado a través de un proceso y de una pena. Sin embargo, el Estado no tiene, de 
modo permanente, la potestad de perseguir y sancionar a una persona por un supuesto delito 
cometido. Existe un plazo que se presenta como una barrera para el ius puniendi. 
En esa línea se considera que la prescripción se fundamenta en el decaimiento la 
necesidad de pena por el paso de tiempo. La prevención general y la prevención especial se ven 
mermadas hasta extinguirse por motivos temporales. En resumen, la posibilidad que tiene el 
Estado de ejercer la acción penal contra una persona importa para él o ella un permanente riesgo 
de castigo. La prescripción anula dicha posibilidad de persecución por el mero transcurso de 
tiempo. Conforme señala la doctrina mayoritaria, la prescripción se funda en la función que 
cumple el Derecho penal: la de ejercer o no el ius puniendi por razones de necesidad 
En ese sentido VILLAVICENCIO, AMORETTI, CASTILLO, PARIONA (2015) 
comentan que la prescripción constituye un mecanismo que condiciona el ejercicio del ius 
puniendi del Estado sometiéndolo a determinados límites materiales. El poder sancionador no 
puede ser ejercido de manera absoluta, incondicional e ilimitada, pues toda forma de poder, 
incluido el penal, en un Estado de derecho, está sujeta a límites, presupuestos y 
condicionamientos. Uno de estos límites derivados de la esencia misma del Estado Constitucional 
de Derecho lo representa el instituto de la prescripción; por el cual el Estado prescinde de la 
aplicación de la pena, o de la persecución penal, cuando una vez transcurrido un lapso de tiempo 
no se llega a una condena mediante sentencia firme. 
Entonces podemos definir la prescripción en el campo del derecho penal como una 
autolimitación al ius puniendi del Estado sobre la base de razones político criminales, que consiste 
en la extinción de la posibilidad de evaluar la responsabilidad penal o de ejecutar una sanción 
penal debido al transcurso de un cierto lapso de tiempo prefijado por la ley, de ese modo implica 
la pérdida de la pretensión punitiva o ejecutoría del Estado por el transcurso del tiempo con 
ejercicio o sin este. 
De acuerdo con la definición esbozada se entiende que lo que hace la prescripción es 
extinguir la posibilidad de evaluar si efectivamente esa conducta es penalmente relevante, 
igualmente no extingue la pena impuesta sino la posibilidad de ejecutarla, lo que significa que 
cuando sea el caso no extingue el delito sino la persecución. Tal como señala MEINI (2009), la 
prescripción de la acción penal no desaparece ni el delito, ni la responsabilidad penal; únicamente 
la obligación estatal de perseguir y pronunciarse sobre un hecho penalmente relevante. Además, 
cuando la responsabilidad penal ya ha sido demostrada en un proceso penal con todas las 
garantías, y por ende el autor o partícipe del mismo ha sido sancionado con una pena concreta, 
pero esta no ha sido ejecutada por algún motivo ajeno al proceso, entonces lo único que extinguirá 
la prescripción será la ejecución de la pena, a pesar de que en ese momento exista la posibilidad 






Cuando PEÑA CABRERA (2009) señala, que la prescripción produce indefectiblemente 
la extinción de la posibilidad de evaluar la responsabilidad criminal, pero subsistiendo el delito 
en todos sus requisitos, debe entenderse, sobre este último, que la prescripción se produce sin 
pronunciarse sobre el fondo, es decir, sin entrar al análisis sobre el ilícito penal y la 
responsabilidad penal del imputado. Asimismo, la prescripción del delito o de la falta consiste 
únicamente en la extinción de realizar una valoración jurídico penal de los hechos, lo que genera 
la imposibilidad de investigar y por ende atribuir responsabilidad criminal. 
Entendida la prescripción de esa forma, VILLAVICENCIO, AMORETTI, CASTILLO, 
PARIONA (2015) manifiestan que es posible predicar que este instituto genera la desaparición 
de los efectos antijurídicos del hecho o que opere como una causa de justificación sobreviniente. 
Un acto ilícito por el simple transcurso del tiempo. 
Se trata solo de cuestiones político criminales que aconsejan no proseguir con la acción 
penal o en todo caso con no ejecutar la sanción penal impuesta. Si se entiende que el ejercicio del 
ius puniendi se ejerce en todos los Estados de manera selectiva, entonces atendiendo a razones de 
justicia o de convivencia político criminal, en donde no todos los delitos se persiguen o los que 
se persiguen no siempre terminan exitosamente con condena. 
De esta forma según FARALDO CABANA (2000) el Estado renuncia, a la persecución 
del delito cuando el paso del tiempo ha cubierto el crimen con el manto del olvido y es prioritario 
maximizar esfuerzos en la persecución de otros delitos, dando prioridad a los más recientes y 
dejando de lado aquellos ocurridos muy lejos en el pasado, pues la sanción de los hechos ocurridos 
hace tiempo no logrará más los efectos preventivos deseados. 
Debe quedar claro, que esta autolimitación o renuncia a proseguir con la persecución 
criminal no es completamente libre o de un acto puramente discrecional, sino que se trata de un 
instituto regulado por el ordenamiento jurídico que prevé la imposibilidad de dictar una sentencia 
si es que se va más allá de los plazos previstos por las normas jurídicas. 
El CP reconoce la prescripción como uno de los supuestos de extinción de la acción penal. 
La presencia de la prescripción en el ordenamiento jurídico solamente puede explicarse de manera 
satisfactoria si se tiene en cuenta la función del Derecho penal, es decir aquellas razones que 
explican la creación y el mantenimiento a lo largo del tiempo del sistema de normas y sanciones 
penales del Estado. RAMON RAGUES Y VALLES. 
Asimismo, mediante la prescripción de la acción penal se limita la potestad punitiva del 
Estado, dado que se extingue la posibilidad de investigar un hecho criminal y, con él, la 
responsabilidad del supuesto autor o autores. Su justificación no se encuentra en la imposibilidad 
de generar determinados efectos futuros castigando hechos pretéritos, como pretenden los 
planteamientos basados en la función de la pena, sino por la falta de lesividad de tales hechos: los 
acontecimientos que ya forman parte del pasado no ponen en peligro el modelo social vigente y, 
por tanto, carecen de contenido lesivo que justifique su sanción. RAMON RAGUES Y VALLES. 
2.4.1.2. Clases de Prescripción 
Como una forma de autolimitación del ius puniendi el propio ordenamiento jurídico ha 
regulado algunos supuestos o causas de extinción de la acción penal, tales como la muerte del 
imputado, la amnistía, la cosa juzgada y la prescripción (Art. 78). 9 
De otro lado, también se han regulado algunos supuestos que se verifican después del 
dictado de una sentencia firme y afectan la potestad estatal de ejecutar la pena impuesta. Son las 
denominadas causas de extinción de la ejecución de la pena. Entre ellas tenemos a la muerte del 
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condenado, la amnistía, el indulto, el incumplimiento de la pena, la exención de la pena, así como 
la prescripción. (Art. 85)10 
En ese sentido, según VILLAVICENCIO, AMORETTI, CASTILLO, PARIONA (2015), 
la extinción del poder estatal de sancionar puede presentarse antes de dictarse sentencia de 
condena o después de que ella se haya ejecutoriado o consentido. En el primer caso se habla de 
la extinción de la punibilidad en abstracto o extinción de la acción penal; y, en el segundo, de 
extinción de la punibilidad en concreto o extinción de la pena. Así la prescripción tiene por objeto 
prohibir el inicio o continuación de la persecución (prescripción de la acción penal) y también 
excluir la ejecución de la sanción penal (prescripción de la ejecución de la pena). 
a. Prescripción de la acción penal. - 
La prescripción de la acción penal, también conocida como prescripción de la persecución 
penal, está referida a la prohibición de iniciar o continuar con la tramitación de un proceso penal. 
En tal sentido, pone término a la facultad represiva del Estado antes de que medie sentencia 
condenatoria. 
La prescripción no solo constituye un impedimento para que se emita una sentencia 
condenatoria, sino también constituye un obstáculo a la investigación que lleva a cabo el 
Ministerio Público y que paraliza inmediatamente el proceso penal cuando ya se ha iniciado dicho 
proceso en sede judicial. De modo que, si la prescripción concurre antes o durante la investigación 
preliminar fiscal, debe declarársele inmediatamente el cese de las investigaciones por el 
advenimiento de tal suceso. El fiscal no puede dar inicio o continuar con las investigaciones si ha 
ocurrido la prescripción, pues tal como establece el artículo 336 del CPP de 2004, para formalizar 
o continuar con la investigación preparatoria el fiscal debe verificar que la acción penal no ha 
prescrito. Si la prescripción tiene lugar una vez que se ha formalizado la investigación 
preparatoria, entonces el fiscal deberá requerir el sobreseimiento del proceso. 
Al respecto el Tribunal Constitucional ha señalado que resultaría inconstitucional que el 
representante del Ministerio Público, titular de la acción penal, sostenga una imputación o formule 
una denuncia penal cuando la potestad persecutoria del Estado, por el transcurso del tiempo, se 
encuentra extinguida, o que el órgano jurisdiccional inicie instrucciones en tales supuestos y que 
además imponga la medida de detención provisoria.11 
b. Prescripción de la Pena. – 
El paso del tiempo destruye en algunas ocasiones la pretensión persecutoria y 
sancionadora del Estado, no en su contenido material, sino en la necesidad material del castigo. 
Así por la prescripción de la pena, el condenado es sustraído del ámbito ejecutivo de la sanción 
punitiva, a pesar de haber sido ya reconocido judicialmente como un infractor culpable de la ley 
penal. La prescripción de la pena presupone que se haya terminado el proceso, esto es, que haya 
una sentencia condenatoria firme y consentida, y que la pena impuesta por la misma no se haya 
cumplido totalmente. 
Por lo tanto, la prescripción de la pena puede ser definida según ANGULO ARANA 
(2009), como instituto que extingue o cancela la posibilidad jurídica de que el Estado pueda hacer 
ejecutar la sanción penal ya decidida y formalmente impuesta a una persona concreta mediante 
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una sentencia firme, en virtud del transcurso de un plazo de tiempo, luego de emitida la decisión, 
sin que se empiece a ejecutar o desde que se interrumpió el cumplimiento que se había iniciado. 
2.4.1.3. Plazos de la Prescripción 
El cómputo de los plazos de prescripción, según señalan VILLAVICENCIO,  
AMORETTI, CASTILLO, PARIONA (2015) se encuentra establecido según la naturaleza del 
ilícito penal. En ese sentido, la prescripción varía, en cuanto a su duración, según la naturaleza 
del delito de que se trate y cuando más ingente sea la pena regulada en la ley, mayor será el plazo 
de la prescripción para el delito incriminado. 
Dichos plazos por lo general, y tal como ocurre en el caso peruano, están fijados 
expresamente en la ley penal, conforme a la naturaleza del delito y de la pena máxima incriminada 
abstractamente para este, así como a las figuras concursales delictivas que se puedan presentar, 
dependiendo de la gravedad de la pena y en función del estatus funcional del autor en especial 
consideración al bien jurídico objeto de tutela. 
a. Prescripción Ordinaria. – 
Los plazos de prescripción son ordinarios cuando se cumplen en la cantidad exacta de 
tiempo que señala, según el caso, el artículo 80 del CP. Términos que serán contados, sino hubo 
interrupciones, comenzando por el día que se indica en el artículo 82 del CP, para la tentativa y 
los delitos instantáneos, continuado y permanente. 
 
b. Prescripción Extraordinaria. – 
Respecto al plazo extraordinario de prescripción, la acción penal prescribe cuando el 
tiempo transcurrido sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de prescripción. (Art. 83)12 
Con relación a este último punto, las salas Penales de la Corte Suprema han establecido como 
doctrina legal que: 
“(…) cuando se trate de delitos cuya pena conminada privativa de libertad tiene un máximo legal 
superior a 20 años, el plazo ordinario de prescripción será de 20 años, y el plazo extraordinario 
de prescripción será de 30 años. Y cuando la pena que reprime el delito sea la de cadena perpetua, 
el plazo ordinario de prescripción de la acción penal será de 30 años mientras que el plazo 
extraordinario será de 45 años”13. 
Con respecto a la prescripción de la pena, el legislador ha establecido en el artículo 86º 
del CP que dicho plazo es el mismo que fija la ley para la prescripción de la acción penal. Siendo 
así resulta necesario remitirse al artículo 80º del citado código, en tanto es ahí donde se hace 
referencia a la prescripción de la acción penal. Entonces, tomando como base el artículo 80 del 
CP se debe afirmar que la prescripción de la pena ocurrirá en un tiempo igual al máximo de la 
pena fijada por ley (pena abstracta) para el delito, si se trata de pena privativa de libertad. 
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2.4.1.4. Duplicidad del plazo prescriptorio 
 
a. Duplicidad del plazo Prescriptorio de la acción Penal cometidos por Funcionarios o Servidores 
Públicos 
Es claro que el artículo 80 del Código Penal, en su último párrafo establece plazos 
especiales de prescripción, uno de ellos es la duplicidad en caso de delitos cometidos por 
funcionarios o servidores públicos contra el patrimonio del Estado. 
En ese sentido resulta necesario analizar si lo establecido en el último párrafo del artículo 
80º del CP responde a una relación funcional entre el sujeto activo cualificado y el patrimonio del 
Estado. 
Es así que, según VILLAVICENCIO, AMORETTI, CASTILLO, PARIONA (2014) 
señalan que la finalidad de la duplicidad del plazo de prescripción indicado en el artículo 80º del 
CP, endurece el tratamiento penal del ciudadano que ostenta una función pública y que se 
encuentre vinculado al patrimonio del Estado, situación que lo obliga a cumplir deberes de 
aseguramiento del objeto material que representa al bien jurídico mediatamente protegido. Por 
ello la mayor gravedad de la conducta del sujeto activo que fundamenta la mayor necesidad de 
sanción prevista en el último párrafo del artículo 80 del CP esta dirigida a que el agente no solo 
infringe una norma de prohibición general propia del cargo público, sino también una norma de 
mandato, dada su vinculación estrecha y de derecho  con el bien jurídico mediato y directamente 
protegido, es decir el patrimonio del Estado.  
Por tanto, se considera que la duplicidad del plazo de prescripción para funcionarios o 
servidores públicos exige un vínculo funcional (de derecho) entre el sujeto activo y el patrimonio 
del Estado. En otras palabras, solo al sujeto doblemente cualificado (Funcionario o Servidor 
Público que ostenta un vínculo funcional de derecho con el Patrimonio del Estado) se le puede 
duplicar el plazo de prescripción, pues la necesidad de pena se ve incrementada cuando se 
presenta dicha circunstancia. 
 
2.4.1.5. Interrupción y suspensión de la prescripción 
a. Interrupción 
El código Penal en su artículo 83º establece que, la prescripción de la acción penal se 
interrumpe por las actuaciones del Ministerio Público o de las autoridades judiciales, quedando 
sin efecto el tiempo transcurrido. Después de la interrupción comienza a correr un nuevo plazo 
de la prescripción, a partir del día siguiente de la última diligencia. Se interrumpe igualmente la 
prescripción de la acción por la comisión de un nuevo delito doloso. Sin embargo, la acción penal 
prescribe, en todo caso, cuando el tiempo transcurrido sobrepasa en una mitad al plazo ordinario 
de prescripción. VILLAVICENCIO, AMORETTI, CASTILLO, PARIONA (2015) 
De lo señalado anteriormente ROY FREYRE (1998), establece que la interrupción de la 
prescripción  consiste en el fraccionamiento que sufre el plazo de prescripción ordinario, teniendo 
como consecuencia principal la de prolongar el tiempo para la producción de su efecto extintivo 
al disponer la ley, que comience a correr un nuevo plazo, siendo su consecuencia colateral la 
cancelación o caducidad del tiempo que ya hubiese discurrido hasta el momento de iniciarse la 
interrupción, salvo cuando ese lapso sea referido para hacer el cómputo de la prescripción 
extraordinaria.  
En ese sentido, sobre este último , tal como señala VILLA STEIN (1998), sus efectos 






inicio de un nuevo plazo de prescripción que se denomina “prescripción extraordinaria” o 
“prescripción larga”, el cual es igual al plazo prescriptorio ordinario más su mitad de tal manera 
que el plazo extraordinario de prescripción de la acción penal incluye o comprende el periodo de 
tiempo transcurrido del plazo ordinario hasta que se produzca la interrupción. Es decir, se sostiene 
que la interrupción del plazo prescriptorio de la acción penal permite pasar de la prescripción 
ordinaria a la prescripción extraordinaria, sin solución de continuidad, por lo que la pérdida de 
efecto del tiempo transcurrido hasta producida la circunstancia interruptiva de la prescripción, 
solo opera a efectos de la prescripción ordinaria, pues esta fenece con la interrupción, pero 
conserva efectos de cómputo para la prescripción extraordinaria. 
En otras palabras, los efectos de la interrupción implican el borrar o cancelar el tiempo 
ya transcurrido, de modo que, después de la aparición de la causa interruptora deben ser 
establecidas en la ley, la voluntad de las partes es inoperable para crearlas. 
Asimismo, queda claro que las causales por la que se interrumpe la prescripción de la 
acción penal son las siguientes: 
- Actuación del Ministerio Público 
- Actuación de las autoridades judiciales 
- Comisión de un nuevo delito doloso 
 
b. Suspensión 
El artículo 84 del CP establece que: “si el comienzo o la continuación del proceso penal 
depende de cualquier cuestión que deba resolverse en otro procedimiento, se considera en 
suspenso la prescripción hasta que aquel quede concluido”. 
Se entiende, entonces por suspensión de la acción penal, aquel detenimiento que 
experimenta la iniciación o la continuación del transcurso del plazo legal para perseguir el delito, 
debido a cualquier cuestión que deba resolverse en otro procedimiento. El tiempo transcurrido 
con anterioridad a la presentación del impedimento no pierde su eficacia cancelatoria parcial, ya 
que solamente queda en reserva para sumarse al tiempo prescriptivo que transcurra luego de la 
desaparición del obstáculo puesto por la misma ley. 
Si bien el CP no se pronuncia sobre este último aspecto, es decir sobre el valor que para 
el cómputo de la prescripción de la acción penal tiene el tiempo que pasó antes de la suspensión, 
ello cobra validez a través de la aplicación supletoria del artículo 1995 del Código Civil, en el 
sentido que “desaparecida la causa de la suspensión, la prescripción reanuda su curso 
adicionándose el tiempo transcurrido anteriormente. 
Diferencias cualitativas y cuantitativas que existen entre la interrupción y suspensión de la 
prescripción. – 
 Diferencia cualitativa: esta relacionada con la condición interna o externa de paralización 
del plazo de prescripción de la acción penal; mientras que en la interrupción de la acción 
penal aquello se produce con las actuaciones de las autoridades fiscales y judiciales 
competentes en el mismo proceso penal; en la suspensión, son autoridades distintas al 
fiscal o juez competentes en el caso, quienes en un procedimiento administrativo o 
judicial distinto deberán pronunciarse sobre la satisfacción o no del requisito legal 
habilitante para la iniciación o prosecución del proceso penal. 
 
 Diferencia cuantitativa: está relacionada con el cómputo y la finalización del plazo de 
prescripción; en la interrupción producida, la actuación fiscal o judicial en el proceso 
penal, queda sin efecto el tiempo transcurrido y comienza un nuevo plazo a partir de la 






en una mitad al plazo ordinario de prescripción; por el contrario la suspensión, 
desaparecida la causa que la motivó, la prescripción reanudará su curso adicionándose el 
tiempo transcurrido anteriormente, esto significa que la paralización durará lo que sea 
necesario para obtener el pronunciamiento extrapenal que permita la reanudación del 
proceso penal, lo cual hipotéticamente podría incluso tener una duración mayor al plazo 
extraordinario de la prescripción.14 . 
 
2.4.2. ASPECTOS GENERALES EN LOS DELITOS CONTRA LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
2.4.2.1. Bien jurídico protegido en los delitos contra la Administración Pública 
El derecho penal es un instrumento de control social al servicio del Estado, con la 
finalidad de proteger “expectativas normativas”, las mismas que contienen los derechos 
fundamentales de los ciudadanos, los cuales pueden ser individuales y colectivos todo ello, a 
efecto de garantizar la convivencia social y el bien común. ARISMENDIZ AMAYA (2018) 
Dentro de las posturas desarrolladas por los operadores del derecho respecto al bien 
jurídico protegido MONTOYA VIVANCO (2015) señala las siguientes: 
 La probidad, dignidad, integridad, rectitud y lealtad del funcionario público. Como puede 
entenderse, se trata de una concepción subjetiva respecto del bien jurídico, ya que se 
centra en características que el funcionario público debe tener para trabajar en la 
administración pública. 
 
 Las expectativas, basadas en las normas, que se tienen respecto de la actuación de los 
funcionarios estatales y aquellas sobre el rol que estos deben cumplir en nuestro sistema 
social. En otras palabras, las expectativas normativas se defraudan cuando los 
funcionarios públicos incumplen su deber institucional de “sujeción a la ley”; es decir, no 
actúan según las normas estatales prescritas. 
 
 El correcto y regular funcionamiento de la administración pública (el correcto ejercicio 
de la función pública). Esta postura predomina, actualmente, en la doctrina y en la 
jurisprudencia. 
En este caso se adoptó la postura de acuerdo con la cual el bien jurídico de relevancia 
penal en los delitos del Título XVIII Código Penal (en adelante, CP) es el “correcto y regular 
funcionamiento de la administración pública” 
Así, debemos entender a la administración pública como aquella actividad que los 
funcionarios y servidores públicos desempeñan para que un Estado constitucional y de Derecho 
pueda cumplir con su rol prestacional. Según esta perspectiva de bien jurídico, no se protege a la 
Administración en sí misma, como un conjunto de órganos o instituciones, sino que se protege a 
la administración pública en sentido funcional, es decir, respecto de los objetivos constitucionales 
que a través de ella se persiguen. Con esta definición, debería descartarse al patrimonio o a la 
“gestión eficaz”, como bienes jurídicos protegidos, pues, por un lado, el patrimonio del Estado se 
protege como el de cualquier otro ciudadano, y, por otro lado, el Derecho Penal atiende a la 
eficiencia en la administración de los recursos del Estado, antes que a su simple eficacia.  
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En este sentido, la administración y la función pública de un Estado pensada y concebida 
para todos, no pueden beneficiar a ningún sector o persona particular. Por el contrario, la función 
pública debe guiarse por criterios objetivos, legales y prestacionales propios de una gestión 
democrática. De este modo, una correcta gestión pública se desprende de los principios y valores 
propios de la Constitución de una sociedad, la misma que debe apuntar a un sistema social 
equitativo, justo y democrático. En esta línea, el bien jurídico “correcto y regular funcionamiento 
de la administración pública” debe ser entendido como la objetiva, legal y prestacional 
administración o gestión del conjunto de bienes y servicios que el Estado utiliza para el 
cumplimiento de sus fines constitucionales. 
El bien jurídico en palabras de MEINI (2008), es el desempeño correcto de los deberes y 
funciones que los servidores, funcionarios y empleados públicos asumen o se les delega con la 
finalidad de administrar al Estado.  
El bien jurídico “correcto funcionamiento de la administración pública” es 
supraindividual, es decir: 
 Su titularidad es compartida por la sociedad en su conjunto.  
 
 Es indisponible por un sujeto privado. Por esta razón, será ineficaz el consentimiento 
respecto de la lesión o puesta en peligro del bien jurídico en cuestión.  
2.4.2.2. La Función Pública 
El sistema de Administración Pública se encuentra ligado al concepto de Función Pública. 
En ese sentido ARISMENDIZ AMAYA (2018), considera que los conceptos de “Administración 
Pública” y “Función Pública”, se encuentran ligados bajo una relación de causa y efecto, por 
cuanto, el primero de los mencionados, conforme se indicó líneas arriba, resultaría ser una 
estructura de un sistema social políticamente organizado, la misma que aparece determinada en 
criterios de “competencia” y “organización” vinculados a patrones sociales estandarizados en 
“roles”, los cuales pueden ser “especiales” y “generales”, siendo estos comunicados a 
determinadas personas a efecto organicen su capacidad de determinación.  
En el caso de la “Administración Pública”, dichos roles son especiales, dirigidos a 
personas cualificadas que ostentan el estatus de funcionarios o servidores públicos en ese sentido, 
la función pública aparecería como el desarrollo u operatividad de las diversas funciones de las 
entidades públicas avocadas a prestar un servicio a la sociedad. Por lo expuesto, “Función 
Pública”, resultaría ser el conjunto de actividades desplegadas por los funcionarios y servidores 
públicos designados en diversas entidades estatales, cuyo accionar se encuentra determinado por 
herramientas de gestión de trabajo, las cuales tienen un carácter normativo, impartiendo en los 
agentes públicos (funcionario y servidor público) una posición de “servicio” a los intereses 
generales de una nación. 
Por otro lado, las herramientas de gestión de trabajo citadas, contienen los deberes 
institucionales que permiten la funcionalidad de la administración pública y subsecuentemente de 
la operatividad del sistema social. Estas herramientas normativas pueden ser internas y externas. 
Las herramientas de gestión de trabajo internas, son aquellas que definen la funcionalidad del 
plan de trabajo de cada entidad pública, estas herramientas son aprobadas internamente por cada 
entidad, conteniendo esquemas propios del servicio público brindado, por lo tanto, delimitan el 
accionar de los funcionarios y servidores públicos vinculados a la misma, entre ellas, tenemos el 
Manual de Organización de Funciones (MOF), Reglamento de Organización de Funciones 
(ROF), directivas internas, manuales, instructivos, acuerdos, adendas, etc. 
Respecto a las herramientas de gestión externas, se tratarían, también de dispositivos 






embargo, su aprobación proviene de agentes externos a cada entidad, empero, su cumplimiento 
es de aplicación obligatoria para todo el sector público, así tenemos la Ley de Procedimiento 
Administrativo, Ley de Contratación Pública y su Reglamento, Normas de Control, etc. 
2.4.2.3. Concepto de funcionario y servidor público 
La calidad de funcionario público no es accidental, sino que su conducta es un elemento 
fundamental de la sanción penal de los delitos de corrupción. En esta medida, todo análisis de una 
acción de corrupción debe partir por identificar al funcionario público. Pero, ¿quién es funcionario 
público? MONTOYA VIVANCO (2015) 
a. Autonomía del concepto de Funcionario Público 
 
En primer lugar, ABANTO VASQUEZ (2001) precisa que, al momento de definir al 
funcionario público en el marco de los delitos de corrupción debe tomarse en consideración la 
autonomía del término en el ámbito penal. El contenido del concepto de funcionario público ha 
tenido un trato diferente según el área del Derecho que lo regula. Por ejemplo, en Derecho 
Administrativo se utiliza un concepto formal y restringido de este término, según lo dispuesto por 
el artículo 40° de la Constitución y del artículo 2° de la Ley de Bases de la Carrera Administrativa. 
Estas normas establecen una definición negativa de funcionario público (es decir, por exclusión). 
Esta definición ha sido elaborada para cumplir los objetivos de la regulación administrativa.71 
Así: 
 
 El artículo 40° de la Constitución excluye a quienes desempeñan cargos políticos o de 
confianza y a los trabajadores de las empresas del Estado o de sociedades de economía 
mixta.  
 
 El artículo 2° de la Ley de Bases de la Carrera Administrativa (Decreto Legislativo Nº 
276) excluye a los servidores públicos contratados, a los funcionarios que desempeñan 
cargos políticos o de confianza, a los miembros de las Fuerzas Armadas y Fuerzas 
Policiales, y a los trabajadores de empresas del Estado o de economía mixta. 
 
Por el contrario, en el ámbito del Derecho Penal, MONTOYA VIVANCO (2015) 
establece que la definición de funcionario público ha buscado ser más amplia, abarcando sujetos 
que estarían excluidos bajo el Derecho Administrativo. Para el Derecho Penal no interesa tanto la 
“calificación jurídica” o la condición en la que desempeña su labor el funcionario, sino la 
protección del correcto y adecuado ejercicio de la función pública de cara al cumplimiento de las 
prestaciones sociales que debe desempeñar el Estado.  En otras palabras, para definir el concepto 
de funcionario público en el Derecho Penal es importante determinar quiénes pueden lesionar, 
por su proximidad y función, el correcto funcionamiento de la administración pública.  
 
El concepto de funcionario público utilizado por el Derecho Penal es autónomo al 
utilizado por otras ramas del Derecho, respondiendo este a criterios de valoración estrictamente 
penal. 
 
b. Concepto de Funcionario Público. –  
 
Sobre la base de lo señalado, resulta necesario utilizar un concepto que sea funcional a la 
protección del correcto y normal funcionamiento de los servicios de la administración pública en 
favor de los ciudadanos. Desde esta perspectiva de ABANTO VASQUEZ (2001), manifiesta que 
la doctrina ha reconocido como los elementos del concepto de funcionario público los siguientes: 
 La persona deberá estar incorporada a la actividad pública (título habilitante). 
 











- La incorporación heterónoma a la función pública: 
 
La incorporación heterónoma a la función pública según MEINI (2008) significa 
que el funcionario público adquiere su estado a través de una acción de selección, 
nombramiento o elección por el pueblo, la norma, o una persona que -distinta al propio 
funcionario- ostente el poder suficiente para vincular al nuevo servidor con la 
administración pública.  
 
En palabras de MONTOYA VIVANCO (2015), el título habilitante de 
incorporación consistirá en la selección, la designación o la elección del sujeto para 
desempeñar actividades o funciones al servicio del Estado. 
Estos títulos habilitantes abarcan todas las posibilidades de acceder a la administración 
pública. Así tenemos:  
 
 Selección: elegir a una persona entre otras por parte de una autoridad 
competente. Ejemplo: El juez que es elegido por concurso público dirigido 
por la CNM.  
 
 Designación: destinar a un sujeto para la función pública por parte de una 
autoridad competente. Ejemplo: El Presidente de la República designa a un 
asesor para que sea el encargado del SIN.  
 
 Elección: nombramiento que regularmente se hace a través de un proceso de 
votación. Ejemplo: El congresista que es elegido por elección popular. 
 
c. Servidor Público 
 
Según ARISMENDIZ AMAYA (2018), se trata de una temática variopinta, por cuanto 
presenta una diversidad conceptual, tanto para el derecho administrativo y derecho penal, 
existiendo un tracto legislativo en dichas áreas, tales como: 
 
- Reglamento de la Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de Remuneraciones del 
Sector Público – artículo 3º, precisa: 
 
“Para los efectos de la ley, entiéndase por servidor público al ciudadano en ejercicio que 
presta servicio en entidades de la Administración Pública con nombramiento o contrato 
de autoridad competente, con las formalidades de la ley, en jornada legal y sujeto a 
retribución remunerativa permanente en periodos regulares”15 
 
- Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de la Contraloría General de la 
República – Novena Disposición Final, precisa: 
                                                             
15 La Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de Remuneraciones del Sector Público, aprobado 
mediante D.L Nº 276, de fecha 6 de marzo de 1984, fue reglamentada mediante D.S Nº 005-90-PCM, 







“Todo aquel que independientemente del régimen laboral en que se encuentra, mantiene 
vínculo laboral, contractual o relación de cualquier naturaleza con algunas de las 
entidades, y que en virtud de ello ejerce funciones en tales entidades”.16 
 
d. Código de Ética de la Función Pública – literal 4.1 de la ley Nº 27815, precisa: 
 
“Se considera como empleado público a todo funcionario o servidor público de las entidades de 
la administración pública, en cualquiera de los niveles jerárquicos sea este nombrado, contratado, 
designado, de confianza o electo que desempeñe actividades o funciones en nombre del servicio 
del Estado”17 
 
2.4.2.4. Los delitos contra la Administración Pública como delitos especiales 
a. Concepto de delitos especiales 
Delito especial en sentido simple, según GOMEZ MARTIN (2006), son delitos especiales 
aquellos que no podrían ser cometidos a título de autor por cualquier sujeto, sino solo por aquellos 
que tengan las cualidades y condiciones exigidas por el tipo penal. 
b. Clasificación de los delitos especiales en propios e impropios. – 
Tradicionalmente, los delitos especiales como aquellos contra la administración pública 
se clasifican en propios e impropios. Así:  
 Los delitos especiales propios: caracterizados porque la cualidad especial del autor 
(funcionario público para los delitos que son materia de este Manual) fundamenta la 
responsabilidad penal. Es decir, si el autor del delito no es funcionario público entonces 
no existe tipo penal común similar (o subyacente) por el que pueda responder.  
ABANTO (2003) Ejemplo de ello son los siguientes delitos: el abuso de autoridad, la 
malversación de fondos, el cohecho pasivo, el enriquecimiento ilícito o el prevaricato. 
 
 Los delitos especiales impropios: MONTOYA VIVANCO (2015) manifiesta que se 
caracterizan por la cualidad especial del autor solamente equivale a un elemento 
adicional que, generalmente, agrava, (aunque a veces) atenúa la responsabilidad penal 
ya existente en un delito común. Así, si el sujeto no tiene tal cualidad, responderá 
inmediatamente por el delito común. Ejemplo de ello son los siguientes delitos: la 
concusión (en relación con las coacciones o la estafa) y el peculado (en relación al hurto 
o a la apropiación ilícita). 
Ahora bien, ¿resulta correcto afirmar que algunos delitos de corrupción son delitos 
especiales impropios? Citando a Gómez Martín señala que, de acuerdo con lo estudiado hasta 
ahora, la cualidad de funcionario público no es un elemento meramente modificador de la pena 
(circunstancias agravantes o atenuantes), sino un elemento “fundamentador” de la 
responsabilidad penal. Respecto del dominio sobre la vulnerabilidad del bien jurídico, el presente 
Manual defiende esta postura, porque la función especial del funcionario público es el núcleo de 
la responsabilidad penal de estos delitos. Por ello, en nuestra concepción, no es posible hablar de 
delitos especiales impropios en materia de corrupción. 
                                                             
16 Ley Nº 27785, de fecha 13 de julio del 2002 






Como consecuencia de ello, es posible afirmar que los mal llamados delitos especiales 
impropios no son simples tipos cualificados de los correspondientes delitos comunes, sino que 
son delitos con autonomía. Asimismo, se debe tomar en cuenta que en estos delitos el sujeto 
cualificado (funcionario público) también tiene un especial acceso sobre la vulnerabilidad del 
bien jurídico (el poder para lesionarlo desde la administración pública). 
Lo dicho cobra mayor fuerza cuando el autor cita a Gómez Martin y señala que si se tiene 
en cuenta que el método para determinar la autonomía de los delitos debe ser de naturaleza 
teleológica, esto es, preguntar por el objeto de la prohibición penal. Dado que el bien jurídico que 
se protege en los delitos de corrupción es el correcto y normal funcionamiento de la 
administración pública, todos los delitos especiales contra la administración pública son propios 
y autónomos. Además, que exista algún delito común con el que el delito especial guarde cierta 
semejanza no es un argumento en contra para reconocer la autonomía de los delitos funcionariales 
y la relación interna tan particular que existe entre el funcionario público y el bien jurídico 
protegido. 
2.4.2.5. El problema de los delitos de encuentro 
El problema de los delitos de encuentro, tal como señala MONTOYA VIVANCO (2015) 
es dogmático respecto de la punibilidad o impunidad de un sujeto que colabora o contribuye con 
la conducta del autor (funcionario público). La solución a la problemática de los delitos de 
encuentro debe responder a las siguientes preguntas: ¿Debe ser penalmente responsable el sujeto 
que se limita a hacer lo que el tipo penal presupone? ¿Pueden responder como cómplices o 
instigadores los intervinientes necesarios, aplicando las reglas generales de la participación 
criminal? Sobre estas cuestiones se profundizará a continuación.  
A efectos de hacer más comprensible la problemática, primero es conveniente efectuar 
un acercamiento general a los delitos de intervención necesaria para, posteriormente, confluir en 
la problemática específica de los delitos de encuentro 
a. Delitos de Intervención Necesaria 
 
Según ABANTO (2003), son también llamados delitos de intervención necesaria, de 
participación necesaria o plurisubjetivos a aquellos cuya configuración de su tipo penal requieren, 
imprescindiblemente, la intervención de más de un sujeto. Es decir, el tipo penal no solo describe 
la conducta del autor, sino también la conducta de otra persona 
 
b. Delitos de Convergencia y los delitos de encuentro 
 
Los delitos de intervención necesaria se clasifican en la doctrina penal en dos clases de 
delitos: 
  
 Los delitos de convergencia: son aquellos donde las actividades de los intervinientes 
descritos en el tipo penal se dirigen conjuntamente al mismo objetivo.150 Es decir, el tipo 
penal exige la concurrencia de varias personas para el menoscabo del bien jurídico, pero 
estas contribuciones tienen que darse de la misma manera y en la misma dirección. 
ABANTO (2003). 
 
 Los delitos de encuentro: son aquellos donde las actividades de las personas intervinientes 
se dirigen a un mismo objetivo, pero lo hacen desde lados o posiciones distintas, de tal 
manera que las conductas acaban por encontrarse. Es decir, si bien las acciones de los 
intervinientes se dirigen a una misma finalidad común, lo hacen desde direcciones 
diferentes y de manera complementaria.153 Es muy importante diferenciar los delitos de 






concurre con el autor en el hecho prohibido (por ejemplo, en el delito de violación sexual 
de menor), de aquellos delitos de encuentro en que el tipo penal no está configurado para 
proteger a la tercera persona concurrente (por ejemplo, el delito de colusión). En el primer 
caso, es muy claro que el tercero es una víctima del delito y no responde por delito alguno, 
mientras que, en el segundo caso, como se menciona más adelante, no hay ningún 
problema para que responda como cómplice o que se investigue según las reglas de la 
parte general. 
 
c. Supuestos de delitos de encuentro. – 
Siguiendo, en parte, la clasificación realizada por el profesor ABANTO (2003) pueden 
identificarse los siguientes supuestos de delitos de encuentro: 
 
 Supuestos en los que el interviniente necesario es el titular del bien jurídico protegido por 
el delito: aquí, el tipo penal persigue, precisamente, la protección del interviniente 
necesario, es decir, presupone para su configuración alguna conducta de la víctima. En 
estos casos, la doctrina penal es unánime al sostener que el interviniente necesario nunca 
responderá penalmente como partícipe del delito. 
 
 Supuestos en los cuales el delito de encuentro favorece al interviniente necesario: la 
persona que es interviniente necesario en el delito se beneficia de la conducta del autor. 
En estos supuestos, para saber si el interviniente responde penalmente o es impune hay 
que diferenciar dos tipos de casos:  
 
Cuando la ley penal sanciona la conducta del interviniente necesario a través de 
un tipo penal específico, debe aplicarse el tipo penal específico que sanciona al 
interviniente como autor; es decir, se deja impune al interviniente como partícipe de 
un delito, pero se le sanciona como autor de otro especialmente pensado para 
sancionar su conducta. 
 
Los casos en los que la conducta del interviniente necesario no se encuentra 
sancionada por la ley penal. Estos han planteado algunos problemas de interpretación 
entre los jueces y la doctrina, pues no queda claro si el legislador pretendió dejar 
impune su conducta o, simplemente, quiso que se les aplicaran, como a cualquier otro 
delito, las disposiciones generales de la autoría y participación reguladas en la Parte 
General del Código Penal (artículo 23° CP y ss.). 
2.4.2.6. Autoría Y participación 
 
a. Autoría en los delitos especiales 
 
El autor BACIGALUPO (1999), respecto a los delitos especiales, afirma que hay 
ciertos delitos que solamente pueden ser cometidos por un número limitado de personas 
que tienen las características especiales requeridas por la ley para ser autor; se trata de 
delitos que importan la violación de una norma especial. 
Así el autor colombiano REYES ECHEANDIA (1987), al comentar los tipos de sujeto 
activo cualificado sostiene que son aquellos que requieren en el sujeto activo una cualidad 
o categoría especial sin la cual la conducta no es típica o se adecua a otro tipo penal; dicha 
cualificación puede ser natural, jurídica o profesional. 
De esta forma, según NOLASCO VALENZUELA (2013), en el marco del 
artículo 387º corresponde a un tipo penal cualificado por el agente; no cualquier persona 
puede ser autor de peculado doloso por apropiación, se exige que respecto a los fondos 
públicos objeto de la apropiación, el agente tenga una función de administración o 







La doctrina nacional desarrolla con toda claridad del significado del elemento típico 
nexo funcional, fijando el contenido de la relación que existe entre el funcionario público autor 
y los caudales o efectos. 
 
En ese sentido ABANTO (2003), comenta que el tipo penal de peculado doloso por 
apropiación exige que el sujeto activo tenga una “competencia funcional específica” sobre los 
fondos públicos. Ejemplo, el autor de peculado tiene una relación funcionaria específica pues 
se comete mediante la violación de deberes especiales del cargo que tiene respecto de fondos 
públicos cuya administración o custodia corresponde a su competencia propia. 
 
b. La Coautoría 
 
El dominio del hecho en su conjunto, según NOLASCO VALENZUELA (2013) “solo 
es poseído por el colectivo” involucrado, pues se trata de una comunidad colectiva conectada 
objetivamente y subjetivamente de cara a los propósitos y logros trasgresores. Los ejecutores 
materiales de los hechos probados son sujetos que plenamente responsables, exhiben 
condiciones y aportan lo suyo en el marco de una división organizada de trabajo global, del que 
son coautores. 
 
El artículo 23º del Código Penal define que son coautores quienes realizan 
conjuntamente el hecho delictivo. Para ello es preciso un elemento subjetivo consistente en un 
acuerdo respecto de la identidad de aquello que se va a ejecutar, el cual puede ser previo y más 
o menos elaborado, o puede surgir incluso de forma simultánea a la ejecución, precisándose sus 
términos durante ésta, siempre que las acciones de cada interviniente no supongan un exceso 
respecto a lo aceptado, pueden desprenderse de la configuración del hecho aceptada por los 
intervinientes por pena de incurrir en arbitrariedad. 
 
 La coautoría en el delito de infracción del deber 
 
CLAUS ROXIN (1998) desarrolla el criterio de la infracción del deber para 
identificar al autor en ciertos delitos en los que no es aplicable el principio del dominio 
del hecho, pues la autoría se fundamenta en la infracción de un deber. 
 
Se trata de los delitos de infracción del deber en los que la autoría se determina 
por el criterio de la infracción de un deber extrapenal, aquí se encuentran los delitos 
especiales y los delitos de omisión impropia. El circulo de autores es limitado porque 
solamente el número reducido de personas que tienen el deber especial de realizar u omitir 
ciertas conductas para no lesionar al bien jurídico, pueden ser autores de esta clase de 
delitos. 
 
Comenta JOSE (2013) que, en el caso de los delitos de funcionarios, el 
fundamento de la autoría es un deber de función específico, no el quebrantamiento de un 
deber de función general. 
En ese sentido, en la doctrina no se puede hablar de coautoría en este tipo de 
delitos, ni siquiera con caracteristicas distintas al caso de los delitos de dominio. 
 
En la posición que no acepta al coautor en los delitos de infracción del deber se 
recurre; o a la autoría accesoria al considerarse que no existen deberes especiales 
comunes, éstos son personalísimos y cada sujeto responde por su violación como autor 






que varios obligados se repartan roles y cometan el delito conjuntamente, la coautoría no 
se determina por la violación de un deber especial común, sino porque cometen un delito 
de dominio como coautores. 
 
La coautoría en el delito de infracción del deber; es más estrecha que un delito de 
dominio, ya que solamente se produce cuando “varias personas se encuentran sujetas a 
un mismo y único deber”. 
 
La distinción entre coautor y partícipe se mantiene en el delito de infracción del 
deber; “partícipe es aquel que coopera en la realización del tipo sin vulnerar el deber 
especial extrapenal fundamentador de la autoría”. El partícipe no se encuentra en la 
relación de deber especial requerida en el tipo.” 
 
La coautoría en el delito de infracción del deber tiene el problema de poder 
imputarse la condición de coautor a un sujeto que, si bien ha violado el deber especial 
extrapenal, no ha realizado ninguna aportación en la fase de ejecución del delito, lo cual 
trasgrediría el límite formal de la función punitiva del Estado: Principio de Legalidad. 
 
Nolasco cita a Luzón Peña y sostiene que con el fin de garantizar que la 
utilización de los delitos de infracción del deber no afecta el principio de legalidad, 
solamente se podrán emplear cuando existan tipos penales en los que la conducta delictiva 
se describa de tal forma que resulte indiferente si se realiza a través de comisión u 
omisión, a fin de resaltar que la autoría se basa en la violación del deber de función 
especial extrapenal. 
 
c. La participación 
 
El partícipe está supeditado a la actuación del autor, pues su intervención solamente se 
produce siempre que el autor, por lo menos, arriba al grado de tentativa, sin el cual no hay 
complicidad ni instigación. Consecuentemente, el partícipe no tiene dominio del hecho. Así, es 
autor quien tiene el poder para manipular el resultado del hecho, cuya contribución, aún siendo 
distinta, es considerada como un todo, y el resultado total le es atribuible independientemente 
de la entidad material de su intervención; y es partícipe aquel cuya intervención está 
condicionada al resultado obtenido por el autor o aquel cuyo accionar no contribuye 
decididamente a la ejecución del delito, sino que su intervención se limita a coadyuvar en su 
ejecución.18  
 
 Complicidad Primaria y Secundaria 
 
Dado a que en el Código Penal se consideran dos grados de complicidad, la 
primaria y la secundaria, JOSE NOLASCO (2013) señala que, corresponde 
interpretar el artículo 25 a fin de fijar el criterio que permita tipificar al acusado como 
cómplice primario o secundario. 
 
El criterio legal para diferenciar la complicidad primaria de la secundaria lo 
determina la frase “sin el cual no se hubiera podido perpetrar”, por lo que en este 
texto legal se debe ubicar la regla. 
                                                             







Son varios los criterios dogmáticos jurídicos que existen para determinar la 
importancia o la necesidad del aporte del cómplice a fin de calificarlo de partícipe 
necesario o secundario. Es así que PEREGRIN (1997) establece que: 
 
 Criterio del Colaborador insustituible – sustituible 
 
El acto de colaboración será necesario o imprescindible si ninguno de los que 
intervienen hubiera podido realizarlo en sustitución del colaborador. Si el cooperador 
es insustituible habrá complicidad primaria, si es sustituible por algún otro partícipe, 
complicidad secundaria. 
 
 Criterio de la aportación Imprescindible – Prescindible 
 
Corresponde determinar en el caso concreto si el autor en las circunstancias en las 
que se encontraba, sin la colaboración del cómplice, podría haber realizado el delito. 
Si el autor hubiera tenido que renunciar a la ejecución del delito, o aplazar hasta 
encontrar un colaborador, o esperar que un cambio de circunstancias hiciese 
innecesaria la cooperación ajena, se trataría de complicidad primaria. 
 
Si el autor hubiese podido realizar el hecho, aunque fuese con una forma de ejecución 
distinta a la utilizada por la colaboración del otro, en la misma ocasión en la que lo 
llevó a cabo y sin el concurso del colaborador u otro equivalente, se trataría de 
complicidad secundaria. 
 
 Criterio del Dominio Funcional del hecho 
 
El dominio funcional de hecho normalmente concebido para identificar a los 
coautores se emplea en este caso para diferenciar al cómplice primario del 
secundario. 
 
La complicidad primaria se verifica cuando el partícipe tiene el dominio funcional 
del hecho porque de omitir el acto de colaboración, el delito no se podría haber 
llevado a cabo. 
 
La complicidad secundaria se verifica cuando el partícipe no tiene el dominio 
funcional del hecho porque a pesar de la no realización del acto de colaboración, el 
delito se habría perpetrado. 
 
2.4.3. LA PARTICIPACIÓN EN LOS DELITOS ESPECIALES 
2.4.3.1. Delitos contra la Administración Pública en los que interviene 
necesariamente el partícipe extraneus 
a. Delito de Colusión – artículo 384º 
Colusión Simple. – “El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o 
indirectamente, por razón de su cargo, en cualquier etapa de las modalidades de adquisición o 
contratación pública de bienes, obras o servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del 
Estado concierta con los interesados para defraudar al estado o entidad u organismo del Estado, 






Colusión agravada. – “El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o 
indirectamente, por razón de su cargo, en las contrataciones y adquisiciones de bienes, obras o 
servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del Estado mediante concertación con los 
interesados, defraudare patrimonialmente al Estado o entidad u organismo del Estado, según 
ley, (…)”19 
Tipicidad Objetiva 
 Sujeto Activo 
GARCIA CAVERO (2008) señala que en la medida que los delitos de funcionarios se 
estructuran sobre la lógica de la infracción de un deber positivo, es necesario que el funcionario 
público que actúa como autor tenga atribuido el deber específico que sustenta el delito especial. 
La jurisprudencia de la Corte Suprema ha dicho que “(…) al respecto, es preciso indicar que el 
bien jurídico protegido en dicho delito, concretamente es el patrimonio administrado por la 
administración pública, y en tal sentido constituye un delito de infracción de deber (…)”.20 
Por tratarse de un delito especial propio, la exigencia objetiva invocada requiere de una 
cabal e ineludible observancia, pues a falta de dicha vinculación especial en un caso concreto, el 
funcionario que concierte con terceros para defraudar al Estado no responderá penalmente por la 
comisión del tipo penal en comento, sino que por el contrario la ausencia de esta especial 
vinculación funcional tornará atípica la conducta incurrida desde la óptica del artículo 384º del 
Código Penal. REATEGUI SANCHEZ (2017) 
 Los Requisitos de la Concertación 
El concepto de concertación 
El delito de colusión, en su configuración típica objetiva, tiene como uno de los elementos 
centrales a la concertación, la cual debe producirse entre el sujeto investido de función pública 
con una persona extraña a la administración pública, conocida como extraneus. La concertación, 
de acuerdo a las exigencias típicas, consiste en la puesta de acuerdo entre el funcionario o el 
servidor con los interesados en contratar con el Estado. La concertación, de acuerdo a FLORES 
POLO significa: “Pacto, convenio, arreglo entre dos o más personas en relación a una cosa o 
asunto” 
La concertación tiene que ser clandestino, ABANTO (2003), deja vislumbrar la necesidad 
de la concurrencia conductual y volitiva de los intervinientes en el delito cuando considera que 
“concertación es ponerse de acuerdo subrepticiamente con los interesados en lo que la ley no 
permite. La jurisprudencia penal de la Corte Suprema ha dicho respecto a la concertación, que 
tiene que ser en forma clandestina. Así los elementos del delito de colusión desleal, según el 
artículo trescientos ochenta y cuatro del código sustantivo viene a ser el acuerdo clandestino entre 
dos o más agentes para lograr un fin ilícito, perjudicando a un tercero, el Estado. 
 
La concertación tiene que ser defraudatoria y no permitido por ley, el delito de colusión 
ilegal contempla como núcleo rector el defraudar al Estado, según ley, concertándose con los 
interesados en los convenios, ajustes, liquidaciones o suministros21. La defraudación de los 
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20 Ejecutoria Suprema de fecha 12 de diciembre del 2007 (Recurso de Nulidad Nº 1296-2007) expedido 
por la Segunda Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia. 






intereses estatales a través de actos de concertación según REATEGUI SANCHEZ (2017) implica 
una violación de los deberes inherentes a sus cargos, ya que estos debían actuar a nombre y en 
representación del Estado protegiendo o promoviendo sus intereses, logrando con ello resultados 
favorables y beneficiosos en los convenios o contratos suscritos con la parte contractual que se 
encuentra representado por particulares o interesados. 
La vinculación funcional del funcionario o servidor público 
REATEGUI SANCHEZ (2017) advierte que, el delito de colusión desleal o defraudatoria 
es uno de aquellos ilícitos penales en los cuales la vinculación funcional del sujeto activo con el 
objeto normativo materia del delito y con el bien jurídico se halla fuertemente enfatizada por la 
norma penal, de forma que la autoría se presenta restringida a determinados sujetos públicos 
vinculados, quienes se relacionan con el objeto material del delito por razones exclusivamente 
derivadas del cargo o comisión especial. 
Los funcionarios públicos que actúan en razón al cargo, y dentro de una función 
específica, o a partir de una comisión especial ostenta un deber jurídico intensificado de proteger 
los intereses y el patrimonio del Estado al negociar con particulares, con personas jurídicas, sean 
de derecho público o privado, nacionales o extranjeras. 
La colusión como tipo penal de encuentro – Participe o extraneus 
Se advierte que el delito de colusión es un delito de participación necesaria. Como se ve, 
el verbo rector que describe la conducta ilícita del sujeto activo es “concertándose con los 
interesados”. Se vislumbra entonces que el tipo penal unifica necesariamente las conductas del 
funcionario público y el interesado para lograr la configuración típica de la conducta a través de 
la concertación desleal. Ahora bien, existe participación necesaria cuando un tipo se halla 
configurado de manera que para su realización se necesita la intervención de más de una persona, 
tales casos de participación se clasifican en delitos de convergencia y delitos de encuentro. Es 
claro entonces que la colusión desleal es un delito de encuentro porque se requiere la concurrencia 
volitiva y conductual de dos partes para la configuración del verbo rector “concertándose”. 
Así tenemos que conforme al referido artículo: “El funcionario o servidor público que, en 
los contratos, suministros, licitaciones, concurso de precios, subastas o cualquier otra operación 
en la que intervengan por razón de su cargo o comisión especial defrauda al Estado o entidad u 
organismo del estado, según ley, concertándose con los interesados en los convenios, ajustes, 
liquidaciones o suministros (…)”. En suma, la doctrina y la jurisprudencia al estudiar el delito de 
colusión desleal han precisado implícitamente que se trata de un delito de encuentro, porque para 
la configuración de la estructura típica del delito se requiere la concurrencia de las conductas y 
voluntades del funcionario público y los interesados para lograr el pacto ilegal defraudatorio a los 
intereses del Estado. 
La jurisprudencia penal ha señalado que es necesario que el cómplice extraneus de delito 
de colusión intervenga de manera directa en el acuerdo colusorio. Así, “los funcionarios de la 
municipalidad – alcalde y asesor financiero – no realizaron las tratativas para la adquisición del 
vehículo directamente con los propietarios de la camioneta – acusados como cómplices 
necesarios, sino con un tercero – no incluido en el proceso – al que estos últimos le entregaron 
el bien en consignación para su venta. Dichas tratativas para concretar la compraventa fueron 
completamente ajenas a los propietarios, de modo que no se puede afirmar su participación como 
terceros interesados en concertación fraudulenta alguna. La conducta de los acusados extranei 
es atípica. No basta su condición de propietarios del vehículo a la Municipalidad para ser 
considerados cómplices del delito de colusión, sino que es necesario verificar su efectiva 
intervención en el acuerdo colusorio, mediante tratos, componendas o arreglos con los 






comprendida en los márgenes de la adecuación social o dentro del riesgo permitido, por lo que 
una imputación por intervención delictiva queda excluida del plano”22 
Los delitos de encuentro son las manifestaciones de voluntad de los intervinientes que se 
dirigen a una misma meta criminal, pero desde algunos distintos, de forma que en cierta manera 
las acciones tienden a encontrarse. Los delitos de encuentro presuponen la pluralidad de personas 
que sean intervinientes, cuyas acciones, sea con una dirección de voluntad coincidente o no, se 
acercan mutuamente, es decir el encuentro de las diversas actuaciones de voluntad tiene efecto 
constitutivo para el tipo. Ello ocurre efectivamente en el tipo de colusión desleal ya que la 
consumación típica no es posible sino con la intervención del interesado – extraneus – que 
concierta con los funcionarios o servidores públicos – intraneus -, lo que implica la exteriorización 
de un acto de conformidad o asentimiento de su parte y con ello, un acuerdo de voluntades entre 
funcionario – servidor y el interesado. 
Esta convergencia entre las conductas del funcionario público y los interesados se pone 
de manifiesto en forma reiterada en la jurisprudencia nacional: “El delito de colusión ilegal exige 
para su configuración que el funcionario o servidor público concierte con los interesados para 
defraudar al Estado en las distintas contrataciones que celebre por razón de su cargo o comisión 
especial (…)”.23 
Tal como refiere, ABANTO (2003), la acción típica en el delito de colusión desleal es la 
concertación que se produce entre el funcionario público y el tercero interesado en vincularse 
contractualmente con el Estado, de donde se puede deducir que estamos frente a un delito de 
encuentro, en el que concluyen dos acciones de sujetos distintos con una misma finalidad típica. 
Al respecto ROJAS VARGAS (2016) señala, “Por la naturaleza misma del delito de colusión 
desleal el interesado constituye un elemento fundamental de su redacción típica, ya que con base 
a la técnica de construcción legislativa empleada no se entiende el delito si es que no existe 
concertación ilegal (…) entre el sujeto público que contrata a nombre del interesado y el 
interesado o contratista. En tal perspectiva, podrá producirse quiebre funcional y defraudación a 
los intereses de la administración pública; pero si no se produjo la aludida concertación con los 
interesados, el delito no podrá consumarse, es decir existirá atipicidad por colusión (…) los 
interesados (…) pueden adquirir la calidad de cómplices primarios del delito de colusión, con 
mayor razón si el tipo penal está redactado de modo que requiere de estos concurrentes necesarios 
para perfeccionar la conducta típica; esto es, sería impracticable el delito de colusión 
defraudatoria sino existiese interesados o contratistas.  
La figura delictual de la participación, conforme ARISMENDIZ AMAYA (2018) se 
viene sosteniendo en otros apartados, tanto desde la óptica de los delitos de dominio y delitos de 
infracción del deber, admite la participación delictual en todos sus extremos, es decir admite las 
formas de complicidad (primaria y secundaria), esto es, será partícipe el sujeto que, con 
anterioridad a la gestación del pacto colusorio, coopera con el plan del autor cualificado, respecto 
al verbo “concertar”. La punición del cómplice en un delito especial o delito de infracción de 
deber, dicha afirmación encuentra amparo en la redacción de la parte final del artículo 25 del 
código penal, cuando señala que el cómplice siempre responde en referencia del hecho punible 
cometido por el autor, aunque los elementos especiales que fundamentan la penalidad del tipo 
penal no concurran en él, es decir, el legislador se decantó por la tesis de la unidad del título de 
imputación. 
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En ese sentido, es necesario precisar algunos supuestos de intervención delictual: 
 No existe colusión simple o agravada entre cómplices, por cuanto es un delito de 
participación necesaria, esto es delito de encuentro, necesitándose por mandato legal, la 
presencia de un intraneus (funcionario o servidor público) quien actúa a título de autor y, 
por otro lado, se requiere la presencia de un extraneus (interesados) quien responde a 
título de cómplice. 
 
 No es posible el delito de colusión simple o agravada entre funcionarios públicos que 
actúan en razón del cargo, por cuanto por mandato legal se requiere un intraneus y 
extraneus, situación propia de los delitos de encuentro. 
 
 En el delito de colusión simple, las formas de autoría y las formas de participación, 
tendrán contenido penal en la medida que operen antes de concretarse el pacto colusorio, 
caso contrario, se trataría de actos post consumativos sin relevancia penal, por cuanto en 
ese extremo el delito resulta ser de comisión instantánea o mera actividad. 
 
 En el delito de colusión agravada, las formas de autoría y las formas de participación, 
tendrán relevancia penal en la medida que dicha intervención delictual aparezca 
evidenciada antes que se concrete el pacto colusorio y el perjuicio patrimonial, siendo 
una de las diversas modalidades delictuales. 
 
 En el delito de colusión agravada, las formas de autoría y las formas de participación, 
tendrán relevancia en la medida que habiéndose concretado el pacto colusorio entre el 
intraneus y extraneus, la intervención delictual aparezca manifiesta antes de concretarse 
el perjuicio patrimonial estatal, por cuanto, al tratarse de un delito de resultado, el tipo 
penal alcanza perfeccionamiento, en consecuencia, no se trata de actos posconsumatorios. 
 
b. Delito de Cohecho 
 
b.1. Cohecho Pasivo 
Configuración típica del Cohecho y la Ley 28355 
En cuanto al delito de cohecho, la Ley 28355 respeta la clasificación tradicional, es decir, 
cohecho pasivo, constituido por la acción del funcionario o servidor público que recibe, acepta o 
solicita una ventaja o beneficio por la ejecución u omisión de un acto funcional. Por otro lado, se 
conserva el cohecho activo integrado por la acción de un particular o hasta de un funcionario 
público que es el que ofrece, da, promete o corrompe a través de un medio corruptor que prevé la 
ley al funcionario o servidor público para obtener de él algún tipo de beneficio. 
 
b.1.1. Cohecho Pasivo Propio 
“El funcionario o servidor público que acepte o reciba donativo, promesa o cualquier otra 
ventaja o beneficio, para realizar u omitir un acto en violación de sus obligaciones o el que las 
acepta a consecuencia de haber faltado a ellas (…)” 
“El funcionario o servidor público que solicita directa o indirectamente, donativo, promesa o 
cualquier otra ventaja o beneficio, para realizar u omitir un acto en violación de sus obligaciones 






“El funcionario o servidor público que condiciona su conducta funcional derivada del cargo o 
empleo a la entrega o promesa de donativo o ventaja (…)”24 
En el primer párrafo del artículo antes citado, se desprende respecto a los elementos 
objetivos en una conducta antecedente y una subsiguiente. En la primera, los elementos son: 1. 
Solicitar donativo, promesa o cualquier otra ventaja y 2. Aceptar donativo, promesa o cualquier 
otra ventaja. Lo “pasivo” del nomen juris está precisamente en la descripción de los verbos 
rectores, el funcionario público “acepta” o “recibe” que implica indudablemente una actitud 
receptora, nunca puede “exigir” ni “coaccionar” porque sino se estaría entrando al terreno típico 
de la concusión. 
En el cohecho pasivo el funcionario público se limita a recepcionar lo que el sujeto activo 
de cohecho le da, o lo acepta simplemente. En estas circunstancias el funcionario público es 
literalmente “comprado” por el otro, autor de cohecho activo. Por definición, el cohecho pasivo 
supone un convenio explícito o implícito, propuesto por un tercero y aceptado por el funcionario 
o servidor público. 
Los medios corruptores para el delito de cohecho pasivo pueden darse de muchas formas: 
“donaciones”, “promesas” o cualquier otra “ventaja” o “beneficio”. Las donaciones son la 
liberalidad de una persona que transmite gratuitamente una cosa que le pertenece a favor de otra 
que la acepta; la promesa es la expresión de la voluntad de dar a uno o hacer por él una cosa; una 
ventaja podía ser, al sueldo del funcionario “sobreañadirle” al común que gozan otros. 
En cuanto a la modalidad subsiguiente del cohecho pasivo, una vez que el funcionario o 
servidor público haya aceptado o recibido cualquiera de los medios corruptores que prevé el tipo 
penal, está tendrá una finalidad específica: 1. Para hacer u omitir una actividad que es propia de 
su función “infringiendo su deber funcional” que es lo que lo va a diferenciar del cohecho pasivo 
impropio o 2. Acepta a consecuencia de haber faltado a sus deberes funcionales. En la primera 
finalidad, el acto ha de ser futuro, no interesando para efectos consumativos que se cumpla tal 
finalidad. Al respecto REATEGUI SANCHEZ (2017), cita a SOLER, quien señala que debe 
existir un “ (…) trato anterior al acto y entre aquel y el mismo debe mediar una relación de carácter 
interno: el pago o la promesa han de ser recibidos “para”, es decir, en consideración a una 
conducta futura del funcionario. En la segunda finalidad, en cambio, el agente público ha debido 
ejecutar el acto infringiendo sus obligaciones funcionales, en otros términos se trata de los actos 
de pago posterior al cumplimiento del acto. 
Respecto al segundo párrafo del artículo 393º, producido a través de la reforma, es que el 
funcionario o servidor público solicita la oferta corruptora en forma directa o indirecta. En 
principio, la acción de “solicitar” estaba anteriormente en la fórmula originaria, pero adicionado 
con el verbo aceptar. El texto modificado admite que las conductas peticionarias sobornantes que 
realiza el funcionario público resultan ser más reprochables ético-socialmente que simplemente 
recibir o aceptar algún medio corruptor. 
En cuanto a la segunda interpretación habrá que decir, en principio, que cuando el 
funcionario público formula la propuesta nos apartamos del cohecho. Sin embargo, puede existir 
la posibilidad de ciertas actividades facilitadoras del funcionario, previa a la formulación concreta 
de la propuesta corruptora por parte del sujeto activo, denominada según la doctrina como “puente 
de plata”, es decir, quedarán también atrapados los casos en lo que, previo a la propuesta del 
corruptor, el funcionario público tiende un “puente” de unión con este, dejando de lado 
formalidades propias de su labor, facilitando la conducta posterior de su interlocutor. 
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Finalmente, el tercer párrafo del artículo 393º, incorpora la figura del “cohecho pasivo 
propio condicionante o condicionado”. Esto es, que el funcionario o servidor público condiciona 
su conducta funcional, que puede ser acciones u omisiones derivada precisamente del cargo o 
empleo que desempeña a la entrega o promesa de algún medio corruptor. 
b.1.2. Cohecho Pasivo Impropio 
“El funcionario o servidor público que acepte o reciba donativo, promesa o cualquier otra 
ventaja o beneficio indebido para realizar un acto propio de su cargo o empleo, sin faltar a su 
obligación, o como consecuencia del ya realizado (…)” 
“El funcionario o servidor público que solicita directa o indirectamente, donativo, promesa o 
cualquier otra ventaja indebida para realizar un acto propio de su cargo o empleo, sin faltar a 
su obligación, o como consecuencia del ya realizado (…)”25 
Lo que reprime el tipo penal de cohecho pasivo impropio es la conducta del funcionario 
o servidor público que, si bien está acorde con el ejercicio de su función, es decir no esta prohibido 
su actuación, el origen de tal comportamiento está en una actitud forzada anteladamente por un 
factor corruptor que le propinó un particular o hasta otro funcionario. La impropiedad del cohecho 
radica en que el sujeto activo no quebranta sus obligaciones funcionales, es decir, la realización 
de la acción u omisión se produce dentro del marco legal y reglamentario. Más aún, no interesa 
finalmente que el funcionario o servidor público haga o deje de hacer de acuerdo a su 
competencia. Este delito requiere definitivamente de un trato previo, bastará con la aceptación de 
una promesa o con la recepción por ejemplo del dinero u otra dádiva encaminada a los objetivos 
establecidos en la ley. En otras palabras, se trata que los objetos corruptores, tales como donativo, 
promesa o cualquier otra ventaja envilezcan y desprestigien la función pública. 
b.1.3. Cohecho Pasivo Específico 
“El Magistrado, Árbitro, Fiscal, Perito, Miembro del Tribunal Administrativo o cualquier otro 
análogo a los anteriores que bajo cualquier modalidad acepta o reciba donativo, promesa o 
cualquier otra ventaja o beneficio, a sabiendas que es hecho con el fin de influir o decidir en 
asunto sometido a su conocimiento o competencia (…)” 
“El Magistrado, Árbitro, Fiscal, Perito, Miembro del Tribunal Administrativo o cualquier otro 
análogo a los anteriores que bajo cualquier modalidad solicite, directa o indirectamente, 
donativo, promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, con el fin de influir en la decisión de un 
asunto que este sometido a su conocimiento (…)” 
El autor REATEGUI SANCHEZ (2017), establece una delimitación del ámbito de la 
autoría que es casi exclusiva: magistrados, fiscales, peritos, miembros del Tribunal 
Administrativo, así mismo comprende otros sujetos activos dentro del marco de la interpretación 
analógica. En ese sentido se aprecia que la calidad especial del sujeto activo está enfocado a 
aquellos que tienen conocimiento (funcional y territorial) y facultad para resolver determinadas 
situaciones confrontacionales, y se soslaya, por ejemplo, a otros tipos de funcionarios públicos 
que ocupan cargos de alta dirección en las entidades u organismos de la administración pública. 
El delito de cohecho como forma de encuentro en los tipos pluripersonales – Partícipe o extraneus 
Existe una “codelincuencia” necesaria entre el funcionario y el otro que ha practicado el 
cohecho activo. Especialmente complicada es la participación, ya que no se ha previsto una figura 
                                                             
25 HEYDEGGER, Francisco, Código Penal y Nuevo Código Procesal Penal – Constitución Política, Instituto 







específica para los demás intervinientes o intermediarios, en este caso el tercero ajeno “que 
colabore con el funcionario”, puede ser considerado partícipe de cohecho pasivo, dada la 
interpretación basada en la perspectiva del bien jurídico y de la lesividad de las conductas típicas, 
si el cohecho pasivo se reprocha al funcionario la “venta” de la función pública, todos los que 
colaboren con esta “venta” deben ser autores o cómplices. 
El autor BUOMPADRE (2001) apunta que “a diferencia de las exacciones ilegales, 
debemos puntualizar que el cohecho pasivo es un delito de acción bilateral, de modo tal que la 
receptación por parte del sujeto activo forma parte de un convenio o pacto venal entre el 
cohechante y el funcionario. 
La doctrina ha clasificado en cuanto a los sujetos activos se refieren: tipos unipersonales 
y tipos pluripersonales. A los tipos pluripersonales también se le puede llamar “participación 
necesaria” o simplemente “codelincuencia”. La expresión participación necesaria no es del todo 
exacta, porque puede tratarse en el caso concreto de una coautoría y porque la cooperación en 
cualquiera de sus formas con otra persona no precisa haber alcanzado el grado de participación 
criminal. 
Para criterio de REATEGUI SANCHEZ (2017), la mejor expresión es la de tipos 
pluripersonales y a su vez estas pueden ser de dos maneras: delitos de “convergencia” y delitos 
de “encuentro”. En los primeros, las conductas se dirigen unilateralmente a un mismo fin, por 
ejemplo las asociaciones ilícitas. En los delitos de convergencia en virtud de la ley penal todos 
los intervinientes en la ejecución del hecho punible serán considerados como autores directos, 
coautores, según el grado de su intervención. Donde si se tiene especial interés según es en los 
delitos de encuentro, que existen cuando hay varias acciones que son coincidentes con la dirección 
volitiva, ya que esas coincidencias se impelen recíprocamente entre sí, de tal manera que el 
“encuentro” produce el efecto consumativo del respectivo tipo penal. En los delitos de encuentro 
las conductas se cruzan, dando lugar de este modo a la tipicidad, en forma tal que es necesario 
determinar en muchos casos cuál es el papel que juegan los distintos protagonistas. Estos delitos 
se caracterizan por la necesidad de que el sujeto pasivo colabore con el sujeto activo para llevar 
adelante las exigencias tìpicas. 
Asimismo, respecto a las formas de particpación, ARISMENDIZ AMAYA (2018) 
manifiesta que el delito de cohecho pasivos propios, tanto desde la óptica de los delitos de dominio 
y delitos de infracción del deber, admite la participación delictual, en todos sus extremos, es decir, 
admite las formas de complicidad (primaria y secundaria), esto es, será partícipe el sujeto que 
coopera con el plan del autor cualificado respecto a la obtención de los medios corruptores para 
violar o faltar a sus obligaciones funcionales en razón del cargo encomendado, dicha afirmación, 
encuentra amparo, en la redacción de la parte final del artículo 25 del código penal, cuando señala 
que el cómplice siempre responde en referencia del hecho punible cometido por el autor, aunque 
los elementos especiales que fundamentan la la penalidad del tipo penal no concurran en él, es 
decir, el legislador se decantó por la tesis de la unidad del título de imputación. 
b.2. Cohecho Activo 
El delito de Cohecho activo como delito de encuentro 
El cohecho activo está construido como un tipo penal de participación necesaria o de 
delitos de intervención necesaria o también llamados delitos pluri-subjetivos o bilaterales; es 
decir, donde se requiere de la participación del sujeto pasivo para la realización del tipo penal. 
Como se sabe, el delito de intervención necesaria, tiene dos grandes grupos: a) delitos de 
convergencia y b) delitos de encuentro. En ese sentido, la particularidad del delito de cohecho 






conducta del otro (el funcionario) solo será punible si adicionalmente cometiere su propio injusto 
(aceptar), previsto por separado en la ley 
b.2.1. Cohecho Activo Genérico 
Cohecho Activo Genérico Propio. - “El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete a 
un funcionario o servidor público donativo, promesa, ventaja o beneficio para que realice u omita 
actos en violación de sus obligaciones (…)” 
Cohecho Activo Genérico Impropio. – “El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete 
donativo, ventaja o beneficio para que el funcionario o servidor público realice u omita actos 
propios del cargo o empleo, sin faltar a su obligación (…)” 26 
Respecto al delito de Cohecho Activo Genérico Propio, el primer verbo rector, señala 
REATEGUI SANCHEZ (2017), se trata de “ofrecer” un medio corruptor, que define una acción 
de propuesta u ofertamiento unilateral que partiendo de un sujeto indeterminado va dirigida al 
funcionario o servidor público, quien poseyendo competencia se compromete a su vez a realizar 
u omitir actos públicos de función o servicio que supongan quebrantamiento de sus obligaciones. 
El segundo verbo rector implica según PEÑA CABRERA FREYRE (2010), “dar” un 
medio corruptor en cambio, y con referencia a la anterior variante, supone un acto de entrega 
material, por parte del sujeto activo, y otra de recepción, por el sujeto público, que nos muestra 
un delito de resultado, en el que no basta el ofrecimiento, más aún el ofrecimiento no es elemento 
típico de esta modalidad. 
El tercer verbo rector implica la “promesa” que es el acuerdo de ambos sujetos, el 
particular o sujeto indeterminado con cumplir a futuro con sus obligaciones, mientras que el 
funcionario o servidor se asegura para después el donativo o ventaja o beneficio. 
Respecto al delito de Cohecho Genérico Impropio, en cuanto a los medios corruptores, 
REATEGUI SANCHEZ (2017) señala que, estos serán los mismos que se exige para la tipicidad 
del cohecho pasivo propio e impropio, como son la “promesa del donativo”, el propio “donativo”, 
la “ventaja” y el “beneficio”. 
Los medios corruptores no tendrían ninguna relevancia jurídico - penal, si es que no 
tendrían alguna finalidad delictiva, y efectivamente, los medios corruptores deben tener una 
relación de causalidad dirigida a que el funcionario o servidor público realice u omita actos 
propios del cargo o empleo, sin faltar a su obligación.  
b.2.2. Cohecho Activo Específico 
“El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete donativo, ventaja o beneficio a un 
Magistrado, Fiscal, Perito, Árbitro, Miembro de Tribunal administrativo o análogo con el objeto 
de influir en la decisión de un asunto sometido a su conocimiento o competencia (…)”27 
En la segunda parte del artículo 398º del código penal se reprimen a aquellas personas 
naturales, pueden ser sujetos extraneus, aunque pueden ser también funcionarios o servidores 
públicos pero que no tengan competencia o conocimiento del asunto o controversia a resolver, 
que entregan o prometen entregar donativo o ventaja indebida a ciertas personas que tienen 
capacidad de decisión sobre un asunto o controversia que están efectivamente conociendo. Se 
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trataría de ciertas personas funcionariales que la Constitución Política y la Ley le han conferido 
el poder de resolución o definición  de la controversia, a unos más absolutos y autónomos que 
otros, dentro de su ámbito de competencia. 
La especialidad del presente ilícito no radica definitivamente en el sujeto activo o autor, 
que puede ser cualquier persona, sino en la persona física sobre la cual recae la acción corruptiva 
del sujeto activo, que son las personas señaladas expresamente en el segundo párrafo del artículo 
398º, tales como “Magistrados”, “Fiscal”,” Perito”, “Testigo”, “Árbitro”, “Miembro del Tribunal 
Administrativo” u “Otro análogo”. 
Respecto a la participación delictual, la misma aparece fijada en los artículos 24 y 25 del 
código penal, esto es, instigación y complicidad, respectivamente. En ese sentido, respecto al 
delito materia de análisis; ARISMENDIZ AMAYA (2018) señala que no existe problema alguno 
para aceptar su admisión, es decir, respecto a la “complicidad”, será cómplice (primario o 
secundario) el sujeto que coopera con el plan del autor, esto es, participando antes o durante la 
ejecución delictual, determinada por los verbos rectores, según el caso concreto. 
c. Delito de Concusión 
“El funcionario o servidor público que, abusando de su cargo, obliga o induce a una persona a 
dar o prometer indebidamente, para sí o para otro, un bien o un beneficio patrimonial (…)”28 
El delito de concusión, según el artículo 382º tiene como conducta típica los siguientes elementos: 
 Abusando del cargo funcional. – exige que el agente abuse del cargo, es decir, que dentro 
del marco normativo se extralimite realizando comportamientos ilícitos. ROJAS 
VARGAS (2016). 
 
 Modo de ejecución (obligar o inducir). – se prevé dos modalidades de ejecución delictiva 
“obligar” o “inducir”. En este sentido los medios comisivos de obligar o inducir deben 
reunir condiciones de idoneidad, no bastan simples declaraciones, consejos desprovistos 
de intencionalidad o indirectas que lancen el sujeto activo, se requiere seriedad y eficacia 
de la coacción e inducción. La calidad del sujeto activo y las circunstancias de 
vulnerabilidad que rodean a la víctima son los referentes más usuales. REATEGUI 
SANCHEZ (2017) 
 
 Objeto de la ejecución: para dar o prometer indebidamente un bien o beneficio 
patrimonial. – se exige que la inducción o la obligación de dar o prometer tiene que estar 
dirigida directamente hacia una persona determinada, se entiende que podrá ser una 
persona natural o física, o una persona jurídica, que tiene necesariamente una persona 
física que lo representa, aunque la persona jurídica no podrá ser sujeto pasivo del delito, 
ya que siempre será el estado peruano. 
 
 La primera forma típica de “dar”, implica proporcionar o transferir indebidamente un bien 
o beneficio patrimonial al agente como consecuencia de los actos de obligar o inducir 
arbitrariamente; se exige la entrega, en la cual el agente activo reciba físicamente, o reciba 
en su mano por parte de la víctima el bien o el beneficio patrimonial. 
La segunda forma típica de “promesa”, donde se espera una expectativa a futuro de un 
bien o beneficio patrimonial, expectativa generada por el propio agente activo. 
REATEGUI SANCHEZ (2017). 
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 Lo “indebido” en dar o prometer un bien o beneficio patrimonial. – el sentido de dar o 
prometer debe ser indebida, esto es, contrario a derecho, indebido es toda entrega o 
promesa no debida al funcionario o servidor, ni por ley ni por costumbre. Los bienes o 
beneficios patrimoniales son indebidos por el hecho de que no tienen ningún sustento 
legal. 
 
 Destinatarios (“para si o para otro”). – se advierte que el beneficio de contenido 
patrimonial puede ser para el propio sujeto activo, destinados a sus propios intereses, o 
puede destinarlo a un tercero; o para otro, que pueden ser sus hijos o su esposa o 
simplemente a cualquier sujeto que tenga algún vínculo cercano con el sujeto activo. 
Respecto al delito de concusión ARISMENDIZ AMAYA (2018) señala que, en el delito 
de concusión se admite la participación delictual en todos sus extremos, es decir, admite las 
formas de complicidad, esto es, será partícipe el sujeto que coopera con el plan del autor 
cualificado, en ese mismo extremo, respecto al supuesto delictual de entregar o prometer el bien 
o promesa patrimonial indebida a favor de “otro”, nos encontraríamos ante un delito de encuentro, 
es decir los sujetos intervinientes tienen un mismo objetivo delictual, empero se encuentran en 
lados opuestos, a pesar de ello las conductas delictivas se necesitan complementariamente, 
terminando por encontrarse al momento de la lesión o puesta en peligro del bien jurídico. 
 
2.4.4. LEY 30650: LEY QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 41º DE LA   
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL PERÚ 
2.4.4.1. Cuerpo normativo 
a. LEY Nº 30650  
 
EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA  
POR CUANTO:  
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA;  
Ha dado la siguiente Ley de Reforma Constitucional:  
 
LEY DE REFORMA DEL ARTÍCULO 41° DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 
PERÚ  
 
Artículo único. Modificación del artículo 41° de la Constitución Política del Perú Modifícase el 
cuarto párrafo del artículo 41° de la Constitución Política del Perú, conforme al texto siguiente:  
“Artículo 41°.- Los funcionarios y servidores públicos que señala la ley o que administran o 
manejan fondos del Estado o de organismos sostenidos por éste deben hacer declaración jurada 
de bienes y rentas al tomar posesión de sus cargos, durante su ejercicio y al cesar en los mismos. 
La respectiva publicación se realiza en el diario oficial en la forma y condiciones que señala la 
ley. Cuando se presume enriquecimiento ilícito, el Fiscal de la Nación, por denuncia de terceros 
o de oficio, formula cargos ante el Poder Judicial. La ley establece la responsabilidad de los 
funcionarios y servidores públicos, así como el plazo de su inhabilitación para la función 
pública. El plazo de prescripción de la acción penal se duplica en caso de los delitos cometidos 
contra la Administración Pública o el patrimonio del Estado, tanto para los funcionarios o 
servidores públicos como para los particulares. La acción penal es imprescriptible en los 










b. Proyectos de Ley 
b.1 Ley de reforma constitucional que modifica el artículo 41º de la Constitución Política del 
Perú – Proyecto de Ley Nº 119/2016-CR 
Justifican la incorporación de la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción en el 
artículo 41º de la Constitución Política del Perú: 
 
 En el ordenamiento Constitucional no existe la imprescriptibilidad para los delitos de 
corrupción, sólo se llega al máximo de duplicar el plazo de prescripción para el caso de 
los delitos contra el patrimonio del Estado. 
 
 La prescripción es una institución jurídica en la cual maliciosamente se amparan muchos 
corruptos. Por la prescripción se extingue la responsabilidad por efecto del transcurso del 
tiempo a partir de la comisión de un delito que impide que el Estado pueda sancionar. 
 
 La corrupción es un mal endémico que pone en riesgo la legitimidad de la 
institucionalidad y la gobernabilidad, atenta contra la sociedad, el orden moral y la 
justicia, afecta no sólo económicamente al país sino también los derechos fundamentales 
de la población sobre todo de los más necesitados dificultando su acceso a los servicios 
básicos de agua, salud, educación, trabajo, etc. 
 
 Según una encuesta realizada por Ipsos Perú en el año 2015, el 46% de la población 
encuestada considera a la corrupción y a las coimas como uno de los principales 
problemas del país. 
 La corrupción se ha enquistado en el aparato Estatal llegando en algunos casos al extremo 
del crimen organizado. En el mes de mayo, la Contraloría General de la República 
informó que el Perú pierde al año unos $3,000 millones por corrupción, ha detectado 
responsabilidad penal en 12 mil funcionarios y responsabilidad civil en 13 mil 
relacionados con casos de corrupción, de esta cifra alarmante de 25,000 casos, el Poder 
Judicial ha sentenciado sólo a 600 y en cárcel sólo están 40. 
 
 La imprescriptibilidad no es ajena al Perú por cuanto es firmante del Estatuto de Roma 
de la Corte Penal Internacional que contempla la figura de la imprescriptibilidad para los 
delitos de Lesa Humanidad. 
 
 La imprescriptibilidad de los delitos de corrupción tiene sustento y respaldo jurídico 
nacional e internacional, así se pronuncian reconocidos constitucionalistas como Enrique 
Bernales y Marcial Rubio. A nivel internacional el Perú es Estado parte de la Convención 
Interamericana contra la Corrupción que, entre otros, señala que cada Estado parte podrán 
adopta medidas más estrictas o severas que las previstas en la presente convención a fin 
de prevenir y combatir la corrupción. 
 
 La propuesta de la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción tiene vinculación con 
el Acuerdo Nacional en su objetivo IV “Estado eficiente, transparente y descentralizado.” 
 
b.2. Ley que establece la imprescriptibilidad de los delitos cometidos por funcionarios y 
servidores públicos en el marco de la lucha contra la corrupción – Proyecto de Ley Nº 121/2016-
CR 
Las razones que sustentan la aplicación de la imprescriptibilidad de los delitos, 
se basa en que el Proyecto de Ley Nº 151/2011-CR, se realiza un amplio desarrollo 
jurídico respecto a la regulación de la imprescriptibilidad en la Alemania Nazi, así como 






sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa 
Humanidad de 1968 y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, en cuyo 
artículo 29º se establece que el genocidio, los crímenes de Lesa Humanidad y los 
Crímenes de Guerra no prescribirán. 
Por su parte, el Proyecto de Ley Nº 79/2011-CR hace referencia a las constituciones de 
Bolivia y Ecuador, las cuáles en sus artículos 112º y 233º establecen la imprescriptibilidad 
de la acción penal contra los delitos cometidos por los servidores públicos. 
 
b.3.  Ley de reforma constitucional para fortalecer la lucha contra la corrupción – Proyecto de 
Ley Nº 127/2016-CR. 
Se propone reformar el último párrafo del artículo 41º de la Constitución a efectos 
de disponer que todas las modalidades de delitos de corrupción son imprescriptibles y 
que las mismas conllevan la inhabilitación permanente para ejercer función pública. 
Esta propuesta resulta acorde con el planteamiento del presidente de la República, Señor 
Ollanta Humala, quien planteó la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción y la 
inhabilitación a perpetuidad contra sus autores para el ejercicio futuro de cualquier 
función pública. Igualmente, el actual Contralor General de la República se ha mostrado 
de acuerdo en la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción. 
 
Esta reforma denotaría en la Carta Magna una firme intención de luchar contra la 
corrupción, razón por la cual, se propone a continuación la reforma del artículo 44º de la 
Constitución, a efectos de considerar entre los deberes primordiales del Estado, además 
de los ya establecidos, el prevenir, perseguir y sancionar la corrupción. 
 
b.4.  Ley de reforma del artículo 41º de la Constitución Política del Perú – Proyecto de Ley Nº 
467/2016-PE. 
El artículo 41º de la Constitución Política del Perú establece la existencia de 
plazos de manera diferenciada para la regulación de inhabilitación que para 
prescripciones. En relación a lo primero, fija un margen de discrecionalidad legislativa 
para su estipulación sin delimitar si la misma sea determinada o indeterminada, sujetando 
dichas opciones a criterio de racionalidad y razonabilidad. En cambio, para lo segundo 
establece un máximo de regulación fijando que será admisible hasta la duplicación del 
tiempo posible para la existencia de la posibilidad de iniciar la acción penal atendiendo a 
ello, existe la necesidad pública de variar dichos límites constitucionales. 
 
Esas circunstancias particularmente agravantes están relacionadas, en primer 
término, con factores como la condición de funcionarios o servidores públicos de los 
sujetos activos del delito. En efecto, corresponde anotar que la comisión de actos de 
corrupción por parte de aquellos que recibieron la confianza pública y la defraudaron, 
enriqueciéndose ilícitamente o desviando el poder en beneficio propio o de terceros, 
reviste un particular rechazo de los valores reconocidos por la Constitución. 
En segundo término, corresponde señalar que la corrupción a gran escala es un acto 
disfuncional a un modelo de gobierno. En sentido estricto, se trata de un sabotaje a 
cualquier programa político que intente estructurarse para generar bienestar social. Esta 
coyuntura exige que el Estado elabore estrategias de actuación para neutralizar 
eficientemente el fenómeno tanto a nivel preventivo como a nivel de persecución, 
administración y sanción. 
 
Atendiendo la naturaleza oprobiosa de la corrupción, la presente iniciativa 






ampliar, a través de la modificación del artículo 41º de la Constitución Política, la 
duplicidad del plazo de prescripción para todos los delitos cometidos contra la 
administración pública. Por otro lado, se abre la posibilidad de que la ley especial (código 
penal) regula la imprescriptibilidad de aquellos delitos contra la administración pública 
cometidos por funcionarios y servidores públicos, los mismos que revisten particular 
gravedad. 
 
En este sentido, como complemento de la propuesta, se recomienda la inclusión 
posterior de la modificación del artículo 80º del código penal, señalando expresamente 
que no habrá plazo de prescripción para los delitos más graves. 
 
b.5. Ley de reforma Constitucional para establecer la imprescriptibilidad de los delitos cometidos 
por funcionarios y servidores públicos para la lucha contra la corrupción y la traición a la patria 
y para la defensa de la seguridad nacional. – Proyecto de Ley Nº 549/2016-CR. 
La necesidad de combatir eficazmente la corrupción a través de la intervención 
del derecho penal, debe ir aparejada no sólo con una mejora en el sistema de persecución 
del delito e impartición de justicia, y penas más severas para el caso de delitos cometidos 
contra la administración pública o que afecten al patrimonio del Estado, sino que además 
debe ir acompañada por un reforzamiento del ejercicio de la acción penal que permita 
perseguir eficazmente este tipo de delitos, de tal manera que se evite que estos execrables 
ilícitos permanezcan impunes, al pretender acogerse a figuras jurídicas como la 
prescripción. 
Ahora bien, la lucha contra corrupción para la tutela de los intereses y patrimonio del 
Estado no es el único asunto que genera en el legislador la exigencia de mejorar el diseño 
de la política criminal, sino que va sumando a otros bienes jurídicos tutelados de 
particular relevancia, tales como la seguridad e integridad nacionales, entre otros. 
En este orden de ideas, el presente proyecto de ley al tiempo de modificar el artículo 41º 
de la Constitución lo siguiente: 
 
 Duplicar el plazo de prescripción en caso de delitos cometidos contra la 
Administración Pública, el patrimonio del Estado y la seguridad nacional, así como 
en los delitos de traición a la patria. 
 
 En casos de estos delitos, que la ley pueda establecer la imprescriptibilidad de la 
acción penal cuando éstos sean cometidos por funcionarios o servidores públicos. 
 
b.6. Ley de reforma Constitucional que propone la imprescriptibilidad de los delitos de 
corrupción. – Proyecto de Ley Nº 559/2016-CR. 
La corrupción se ha convertido en un mal endémico que viene atacando a nuestra 
sociedad desde hace décadas, que ha logrado contaminar las distintas esferas e instancias 
de la administración pública, prueba de ello, es que se ha evidenciado que existen un gran 
número de funcionarios y servidores públicos, con graves cuestionamientos, los mismos 
que han logrado enquistarse en el sector público, habiendo conseguido en mérito a su 
experiencia y conocimientos adquiridos por el ejercicio de su actividad pública, 
convertirse en operadores del delito, logrando acomodarse con cada nueva gestión de 
turno, para lo cual van “rotando” dentro de las diferentes entidades que conforman la 
administración pública. 
 
Entonces, estamos en condiciones de afirmar que “el Perú no ha sido ajeno al 






historia, situación que ha llevado a que suene cada vez más fuerte el clamor popular por 
la imprescriptibilidad para este tipo de delitos. (…). En lo que se refiere a la prescripción, 
podemos señalar que se trata de una institución jurídica ampliamente reconocida por la 
mayoría de los ordenamientos jurídicos existentes, la cual, desde su concepción penal, 
establece un límite temporal al poder punitivo del Estado. 
 
El Tribunal Constitucional, ha señalado que la prescripción, desde un punto de 
vista general, “es la institución jurídica mediante la cual, por el transcurso del tiempo, la 
persona adquiere derechos o se libera de obligaciones. Y, desde la óptica penal, es una 
causa de extinción de la responsabilidad criminal fundada en la acción del tiempo sobre 
los acontecimientos humanos o la renuncia del Estado al ius punendi, en razón de que el 
tiempo transcurrido borra efectos de la infracción, existiendo apenas memoria social de 
la misma. 
 
En el ámbito penal, de conformidad con el artículo 80º del Código Penal, la 
prescripción para los delitos opera en un plazo igual al máximo de la pena fijada por la 
ley para el delito. Asimismo, en casos de delitos cometidos por funcionarios y servidores 
públicos contra el patrimonio del Estado o de organismos sostenidos por este, o cometidos 
como integrante de organizaciones criminales, el plazo de prescripción se duplica. Por 
otro lado, el artículo 83º del Código Penal prescribe que cuando la prescripción de la 
acción penal se interrumpe comienza a correr un nuevo plazo y “la acción penal prescribe, 
en todo caso, cuando el tiempo transcurrido sobrepasa en una mitad al plazo ordinario de 
prescripción. 
Con esta medida adoptada, el legislador busca extender los plazos de 
prescripción, a fin de evitar que los delitos cometidos por funcionarios públicos queden 
impunes a causa de la prescripción. Esta idea cobra sentido, si tenemos en cuenta que, en 
muchos casos los funcionarios públicos utilizan maniobras dilatorias al interior de sus 
procesos para verse favorecido con la prescripción de sus delitos, coadyuvado además 
por su capacidad económica, conocimientos, manejo del sistema, posición de poder, 
relaciones políticas y mediáticas con el propósito de lograr esquivar la acción de la 
justicia y consecuentemente evitar obtener una sentencia condenatoria. 
 
b.7. Ley de reforma Constitucional que incorpora la imprescriptibilidad de la acción penal e 
inhabilitación de los funcionarios y servidores públicos que cometen delitos de corrupción. – 
Proyecto de Ley Nº 638/2016-CR. 
La corrupción es un mal que afecta a la sociedad en su conjunto y al Estado en 
específico, incidiendo sus efectos en las personas más necesitadas, ya que el uso indebido 
de los recursos públicos o derivación para uso personal de los mismos, determina que no 
puedan atenderse en muchos casos las necesidades básicas para las que fueron destinados; 
postrando en la pobreza, atraso y exclusión sustancialmente a las poblaciones más 
necesitadas.  
 
La lucha contra la corrupción es importancia gravital para la continuidad y 
fortalecimiento del sistema democrático peruano, ya que sus efectos perniciosos afectan 
a toda la población y principalmente, de manera más directa, a las personas más pobres y 
necesitadas de nuestro país. 
 
El Perú no ha sido ajeno a este flagelo, por el contrario, se introdujo en las más 
altas esferas del poder, afectando los actos de gobernantes, ministros, congresistas, 
miembros de las fuerzas armadas, alcaldes, etc., muchos de los cuales hoy purgan 







Ello denota la necesidad de adoptar medidas urgentes que permitan disminuir 
sustancialmente las cifras, estableciendo sanciones tan drásticas que desincentiven la 
realización de estos actos delictivos; para ello deben de efectuarse modificaciones a dos 
niveles: administrativo y normativo. 
 
En tal sentido, es necesario adoptar medidas que permitan perseguir y sancionar 
los delitos de corrupción, realizando todos los esfuerzos necesarios para tal fin; sin 
embargo, las personas involucradas en este tipo de delitos buscan mecanismos que les 
permitan obtener la impunidad, siendo la prescripción uno de los más utilizados. 
 
 
c. Comisión de Constitución y Reglamento comisión de Justicia y Derechos 
Humanos 
Dictamen conjunto recaído en los Proyectos de Ley 119/2016-CR, 121/2016-CR 
y 127/2016/2016-CR, que proponen una reforma Constitucional con la finalidad de 
establecer la imprescriptibilidad de los delitos cometidos por los funcionarios o servidores 
públicos en ejercicio de su función. 
c.1. Exposición de motivos – considerando 4.4 referido a “La duplicidad de la 
prescripción reconocida en la Constitución Política y su insuficiencia para combatir la 
corrupción y la impunidad” 
La redacción vigente del último párrafo del artículo 41º de la Constitución 
Política establece que “El plazo de prescripción se duplica en caso de delitos cometidos 
contra el patrimonio del Estado. 
 
Con relación a dicha regla, RAÚL PARIONA ARANA considera que se trata de 
una medida que, si bien es correcta, resulta insuficiente para la lucha contra la corrupción, 
por los motivos siguientes: 
 
“Esta medida es correcta, pero insuficiente. Es correcto que se amplíen los plazos 
de prescripción para casos de delitos cometidos por funcionarios públicos pues estos, 
generalmente, utilizan su posición de poder, sus conocimientos del sistema de justicia, 
sus recursos para huir de la acción de la justicia y hacer que sus delitos prescriban. Sin 
embargo, tal como está redactada esta regla especial, solo será aplicable a algunos delitos, 
a los que afecten el patrimonio del Estado. En efecto, tal como se desprende del tenor, 
para la aplicación de esta regla se requiere de dos presupuestos; primero, que el autor sea 
un funcionario público; y, segundo, que la acción desplegada afecte al patrimonio del 
Estado o de organismos sostenidos por este. Luego, al ser reducido su campo de acción, 
la utilidad de la norma para evitar la prescripción de los delitos de corrupción será muy 
limitada” 
 
Como puede advertirse, el hecho que se circunscriba los alcances de la duplicidad 
de la prescripción a los delitos que afecten el patrimonio del Estado, siempre que sean 
cometidos por funcionarios y servidores públicos, limita su eficacia en la lucha contra la 
corrupción y la impunidad. 
 
En ese sentido, cabría formularse la interrogante sobre las medidas que podrían 
implementarse a nivel normativo constitucional o legal, para combatir el flagelo de la 
corrupción, surgiendo como una de las alternativas el establecimiento o legitimación 
constitucional de la imprescriptibilidad de los delitos contra la Administración Pública o 






2.4.5. PRINCIPIOS VULNERADOS EN LA DUPLICIDAD DE LA 
PRESCRIPCION PARA EL PARTICIPE EXTRANEUS 
2.4.5.1. Principio de Igualdad 
Concepto. – El artículo 2º de la Constitución, no contiene un mandato de trato igual a 
todos, no importando las circunstancias en las que se encuentren, sino una exigencia de trato 
igualitario si se encuentra en una situación análoga, y de trato desigualitario si no se está en 
igualdad de condiciones. Detrás de esta última exigencia, también se ha dicho, para que un trato 
diferenciado no resulte lesivo de la cláusula de la igualdad es preciso que este se sustente en 
razones objetivas y razonables, quedando proscrito, por tanto, cualquier tratamiento diferenciado 
que solo se sustente en razones subjetivas.29 
Es constante la línea jurisprudencial del Tribunal Constitucional según la cual, la cláusula 
de igualdad prevista en el artículo 2º de la constitución, no implica el derecho a un tratamiento 
“uniforme”, esto es, que no supone un principio de protección frente al trato diferenciado sino, 
tan solo, frente al discriminatorio, entendido este como aquel juicio de distinción que no se 
sustenta en base razonable, objetiva y concretamente verificable.30 
Según URQUIZO OLAECHEA, SALAZAR SANCHEZ (2012), en la actualidad, es 
indiscutible que en determinados ámbitos el legislador, no sólo puede, sino que debe, establecer 
diferencias de trato, como ocurre específicamente en el ámbito del derecho penal con los casos 
de inimputabilidad por menor de edad o por enajenación mental. De ahí, que el problema de la 
compatibilidad o incompatibilidad que las regulaciones diferenciadas pueden presentar con el 
principio de igualdad se resuelve en la actualidad conforme a la existencia o no de una 
justificación razonable que explique la diferencia de trato. 
Igualdad como principio. – Como principio, la igualdad comporta que no toda igualdad 
constituye necesariamente una discriminación, pues no se proscribe todo tipo de diferencia de 
trato en el ejercicio de los derechos fundamentales; la igualdad solamente será vulnerada cuando 
el trato desigual carezca de una justificación objetiva y razonable. La aplicación del principio de 
igualdad, no excluye el tratamiento desigual; por ello, no se vulnera dicho principio cuando se 
establece una diferencia de trato, siempre que se realice sobre bases objetivas y razonables.31 
La igualdad es un principio – derecho, que instala a las personas, situadas en idénticas 
condiciones, en un plano de equivalencia. Ello involucra una conformidad o identidad por 
coincidencia de naturaleza, circunstancia, calidad, cantidad o forma, de modo tal que no se 
establezcan excepciones o privilegios que excluyan a una persona de los derechos que se 
conceden a otra, en paridad sincrónica o por concurrencia de razones.32 
Igualdad concepto de discriminación. – La discriminación es el trato diferenciado que 
se da a una persona por determinadas cuestiones, lo que imposibilita su acceso a oportunidades 
esenciales a las que otros, en su misma condición tienen derecho.33 
Igualdad. Discernimiento entre diferenciación y discriminación. – El adecuado 
discernimiento entre dos categorías jurídico – constitucionales, a saber, diferenciación y 
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discriminación. En principio, debe precisarse que la diferenciación esta constitucionalmente 
admitida, atendiendo a que no todo trato desigual es discriminatorio; es decir, se estará frente a 
una diferenciación cuando el trato desigual se funde en causas objetivas y razonables. Por el 
contrario, cuando esa desigualdad de trato no sea ni razonable ni proporcional, estaremos frente 
a una discriminación y, por tanto, frente a una desigualdad de trato constitucionalmente 
intolerable.34 
Igualdad. Doble dimensión como derecho. – El derecho de igualdad, a su vez, tiene dos 
dimensiones: formal y material. En su dimensión formal, impone una exigencia al legislador para 
que este no realice diferencias injustificadas; pero también a la administración pública y aún a los 
órganos de la jurisdicción, en el sentido de que la ley no puede aplicarse en forma desigual frente 
a supuestos semejantes.35 
En su dimensión material, el derecho de igualdad supone no solo una exigencia negativa, 
es decir la abstención de tratos discriminatorios; sino, además, una exigencia positiva por parte 
del Estado, que se inicia con el reconocimiento de la insuficiencia de los mandatos prohibitivos 
de discriminación y la necesidad de equiparar situaciones, per se, desiguales. Tratar igual a los 
iguales y desigual a los desiguales, pues, no se traduce en el derecho a ser objeto del mismo trato, 
con independencia del contexto o las circunstancias en las que un sujeto se encuentre, sino a que 
se realice un tratamiento diferenciado si es que dos sujetos no se encuentran en una situación 
igual. Por tanto, el problema es determinar que tratos diferenciados son constitucionalmente 
admisibles, lo que deberá de analizar en cada caso concreto conforme al test de razonabilidad y 
proporcionalidad.36 
El principio – derecho de igualdad, a su vez, distingue dos manifestaciones relevantes: 
la igualdad en la ley y la igualdad en la aplicación de la ley. La primera manifestación (igualdad 
en la ley) constituye un límite para el legislador, en tanto la actividad de legislador deberá estar 
encaminada a respetar la igualdad, encontrándose vedado establecer diferenciaciones basadas en 
criterios irrazonables y desproporcionados. En otros términos, el actuar del legislador tiene como 
límite el principio de igualdad, en tanto que dicho principio le exige que las relaciones y 
situaciones jurídicas determinadas que garanticen un trato igual y sin discriminación.37 
Respecto a la segunda manifestación: la igualdad en la aplicación de la ley, si bien esta 
segunda manifestación del principio de igualdad no será examinada en el presente caso, cabe 
mencionar, de modo referencial, que se configura como límite al actuar de órganos públicos, tales 
como los jurisdiccionales y administrados. Exige que estos órganos, al momento de aplicar la ley, 
no deban atribuir una consecuencia jurídica a dos supuestos de hecho que sean sustancialmente 
iguales. En otros términos, la ley debe ser aplicada de modo igual a todos aquellos que estén en 
la misma situación, sin que el aplicador pueda establecer diferencia alguna en razón de las 
personas o de circunstancias que no sean las que se encuentren presentes en la ley.38 
Igualdad. Razonabilidad de la medida diferenciadora. – Con el objeto de determinar 
cuándo se esta frente a una medida que implica un trato desigual no válido a la luz de la igualdad, 
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la medida diferenciadora no solo debe sustentarse en una base objetiva, sino, además, encontrarse 
conforme con el test de razonabilidad. Mediante este test se controla si el tratamiento diferenciado 
está provisto de una justificación. En segundo lugar, si entre la medida adoptada y la finalidad 
perseguida existe relación. Y, finalmente, determinar si se trata de una medida adecuada y 
necesaria, esto es, si respeta el principio de proporcionalidad.39 
Test de igualdad. Intervención en la igualdad. – la intervención en la igualdad consiste 
en la introducción de un trato diferenciado a los destinatarios de la norma que, en cuanto medio, 
está orientada a la consecución de un fin y que, prima facie, aparece como contraria a la 
prohibición de discriminación.40 
2.4.5.2. Principio de Proporcionalidad 
Concepto. -  Constitucionalización del principio de proporcionalidad de las penas. – el 
principio de proporcionalidad de las penas ha sido constitucionalizado en el artículo 200 de la 
Constitución Política del Perú, en su último párrafo. Este principio tiene implicancias en las 
diversas etapas del proceso dirigido a la imposición de una sanción penal, como son la 
determinación legal de la pena, la determinación judicial o, si corresponde, la determinación 
administrativa penitenciaria de la pena.41En su condición de principio, su ámbito de proyección 
no se circunscribe sólo al análisis del acto restrictivo de un derecho bajo un estado de excepción, 
pues como lo dispone dicha disposición constitucional, ella sirve para analizar cualquier acto 
restrictivo de un atributo subjetivo de la persona, independientemente de que aquel se haya 
declarado o no. Y las penas, desde luego, constituyen actos que limitan y restringen esos derechos 
de la persona. URQUIZO OLAECHEA, SALAZAR SANCHEZ (2012) 
El Tribunal Constitucional, cuando aborda el análisis del Principio de Proporcionalidad 
como límite a la libertad de configuración legislativa en  materia penal, afirma que teniendo en 
cuenta los principios de unidad de la constitución y de concordancia práctica, según los cuales la 
interpretación de la Constitución debe estar orientada a considerarla como un todo armónico y 
sistemático a partir del cual se organiza el sistema jurídico, evitándose en todo caso las 
contradicciones, entonces debe entenderse que cuando los poderes públicos pretendan la 
limitación de los derechos fundamentales o la imposición de sanciones, entre otros aspectos, 
deben observar el principio de proporcionalidad. En tal sentido, resulta ineludible atención por 
parte del Estado cuando ejerce el ius puniendi. 
Principio de Proporcionalidad y Derecho Penal. – el principio de proporcionalidad 
posee actualmente en el Derecho Penal un significado muy relevante, ello se debe 
fundamentalmente a dos razones: En primer lugar, a que el fin que se persigue a través de las 
normas penales es único, protección de los bienes jurídicos frente a lesiones o puestas en peligro 
a través de la amenaza penal. 
En sentido amplio es el primer test de legitimación que ha de superar cualquier 
intervención penal, vinculando a todos los poderes públicos. Este principio debe ser respetado no 
solo en el momento de creación del Derecho Penal, sino también en el momento de su aplicación 
por los Jueces o Tribunales e incluso en el momento de ejecución de las sanciones que en el caso 
concreto sean impuestas por aquellos. 
El contenido del Principio de Proporcionalidad en sentido amplio. – en cuando al 
contenido del denominado Principio de Proporcionalidad en sentido amplio, la doctrina y la 
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jurisprudencia europeos, coinciden en afirmar que bajo esta expresión quedan abarcados varios 
límites al ius puniendi. Se habla del principio de idoneidad, del principio de necesidad y del 
principio de proporcionalidad en sentido estricto. 
a. Idoneidad, dado que la ley penal interviene en el derecho a la libertad personal y otros 
derechos fundamentales, en el examen de idoneidad hay que constatar que la pena es 
idónea para la consecución de un objetivo constitucionalmente legítimo. Examen que, a 
su vez, en primer lugar, exige la identificación de un fin de relevancia constitucional en 
la medida legislativa penal que limita un derecho fundamental. En segundo lugar, se trata 
del análisis de una relación medio – fin, de constatar que la idoneidad de la medida tenga 
relación con el objetivo, es decir, “que contribuya de algún modo con la protección de 
otro derecho o de otro bien jurídico relevante. 
 
En esta relación medio fin se debería tener en cuenta no solo el fin de protección 
de bienes jurídicos que se persigue a través del Derecho penal, sino también los fines 
preventivos que se predican de las penas, aun cuando el Tribunal Constitucional Peruano, 
a diferencia de como procede cuando aborda el examen de la necesidad, parece no tener 
en cuenta éstos a la hora de decidir la idoneidad de las medidas que se cuestionan. 
 
b. Necesidad. – en el Estado Constitucional, el derecho penal, al encontrarse relacionado 
con la limitación de un derecho fundamental tan preciado como la libertad individual, 
solo debe ser utilizado cuando no funcionen otros medios. En otros términos, antes de 
criminalizar determinadas conductas o establecer determinadas penas, el Estado debe 
recurrir a otros medios, menos aflictivos, para proteger los bienes jurídicos que pretende 
cautelar mediante la aludida criminalización, teniendo siempre en consideración de los 
fines de prevención de la pena, entre otros aspectos. Sólo si fracasan otros medios, se 
debe penalizar tales conductas. 
 
2.4.5.3. Principio de Razonabilidad 
Concepto. – tal como señala CASTILLO CORDOVA (2005) el principio de 
proporcionalidad es un principio general del derecho expresamente positivizado, cuya 
satisfacción ha de analizarse en cualquier ámbito del derecho. En efecto, en nuestro ordenamiento 
jurídico, éste se halla constitucionalizado en el último párrafo del artículo 200 de la Constitución. 
En su condición de principio, su ámbito de proyección no se circunscribe sólo al análisis del acto 
restrictivo de un derecho bajo un estado de excepción, pues como lo dispone dicha disposición 
constitucional, ella sirve para analizar cualquier acto restrictivo de un atributo subjetivo de la 
persona. 
Este principio de razonabilidad vendría a significar algo distinto que el principio de 
proporcionalidad. Este principio se definiría como aquel en cuya virtud se “exige, a su vez, que 
la medida limitativa satisfaga los subcriterios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en 
sentido estricto 
a. Idoneidad. - El juicio de idoneidad tiene una doble exigencia. En primer lugar, requiere 
que la medida o acto de limitación del derecho constitucional tenga un fin 
constitucionalmente permitido y socialmente relevante; y en segundo lugar exige que la 
medida en sí misma sea adecuada para el logro de ese fin. Debe tenerse siempre en cuenta 
que lo que exige este primer juicio o subprincipio de idoneidad es que la medida elegida 
como medio para alcanzar el fin no resulte desde todo punto de vista absolutamente 







b. Necesidad. - Este juicio, también llamado juicio de indispensabilidad, consiste en 
examinar si la medida que se evalúa es la menos restrictiva del derecho fundamental que 
otras medidas igualmente eficaces. El principio de necesidad impone al legislador 
adoptar, entre las diversas alternativas existentes para alcanzar el fin perseguido, aquella 
que resulte menos gravosa para el derecho que se limita. Como tal, presupone la 
existencia de una diversidad de alternativas, todas aptas para conseguir el mismo fin, 




c. Proporcionalidad en sentido estricto. – implica una relación razonable, es decir si la 
medida que afecta el derecho fundamental supera el juicio de idoneidad y el juicio de 
necesidad, no significa con ello que se esté delante de una medida proporcional. Esa 
medida debe aprobar un juicio más, el llamado juicio de proporcionalidad en sentido 
estricto. Este juicio exige que la medida cuestionada guarde una relación razonable con 
el fin que se pretende alcanzar. Generalmente se admite que se está frente a una relación 
razonable cuando existe un equilibrio entre las ventajas o beneficios y entre las 




 Resultaría incorrecto que la Constitución Política del Perú, haya establecido la duplicidad 
del plazo de prescripción para el extraneus; toda vez que, recaería en una situación 
asimétrica respecto Los Funcionarios o Servidores Públicos, más aún si éste último 
desempeña una función especial. 
Hipótesis Específicas 
 El servidor o funcionario público a diferencia del particular, si mantendrían una vinculación 
exclusiva con el patrimonio del estado, toda vez que existiría un deber especial basado en 
la infracción del deber.  
 
 Si vulneraría los Principios de Igualdad, proporcionalidad y razonabilidad, ya que los 
delitos contra la Administración Pública, son delitos especiales, y solo podrían ser 
desplegados por ciertos sujetos. Es decir, el sujeto intraneus, sería necesariamente Los 
Funcionarios o Servidores públicos, que tiene un rol y nivel de responsabilidad distinto al 
particular (sujeto extraneus), por tanto, deben ser tratados diferentes. 
 
 No tendrían igual estatus jurídico, ni el mismo nivel de responsabilidad los Servidores o 
Funcionarios Públicos en relación a los particulares o extraneus; ya que existiría una 











3.1 Enfoque.  
Cualitativo; porque se busca explicar la afectación que trae consigo la reforma del 
artículo 41º de la Constitución Política del Perú, que regula la duplicidad de la prescripción tanto 
para los funcionarios públicos particulares, con la finalidad de aclarar la situación asimétrica que 
existe entre ambos basado en diversos factores tales como el principio de igualdad, la infracción 
del deber, y la situación jurídica de los mismos 
3.2 Diseño.  
Es descriptivo, toda vez que se analizará y buscará recopilar información que facilitará 
explicar cuáles serían los aspectos afectados y en razón a que se verían afectados con la 
modificatoria del artículo 41º de la Constitución Política del Perú, que regula la duplicidad de la 
prescripción tanto para los funcionarios públicos particulares. Además, esta investigación se 
basará en un Diseño Documental, el cual consiste en un proceso basado en la búsqueda, análisis, 
crítica e interpretación de datos secundarios, es decir, los obtenidos y registrados por otros 
investigadores en fuentes documentales como son: impresas o audiovisuales. 
3.3 Nivel. 
Explicativo – Causal: Se encarga de buscar el porqué de los hechos mediante el 
establecimiento de relaciones causa-efecto. En este sentido, los estudios explicativos pueden 
ocuparse tanto de la determinación de las causas como de los efectos, mediante la prueba de 
hipótesis. Los resultados y conclusiones constituyen el nivel más profundo de conocimientos. 
3.4 Tipo. 
Básica: El presente trabajo de investigación tiene como finalidad la obtención y 
recopilación de información para ir construyendo una base de conocimiento que se va agregando 
a la información previa existente 
3.5 Métodos y procedimientos.  
 Es Analítico, pues, se divide intelectualmente el objeto de estudio para que se examine y 
entienda cada una de sus partes. De esa manera se analizará la doctrina, legislación nacional 
e internacional obtenida sobre la duplicidad de la prescripción para el particular, 
establecido en el artículo 41º, y poder determinar si vulneraría algún principio 
constitucional o la infracción del deber en los delitos contra la administración pública. 
 
 Inductivo: Este método va de lo particular a lo general; es decir, analizado de forma 
independiente cada una de las partes del trabajo de investigación, se obtendrá de forma 
global, cuáles son las afectaciones que trae consigo la reforma del artículo 41º de la 
Constitución Política del Perú, que regula la duplicidad de la prescripción tanto para los 








 Hermenéutica Jurídica: Es empleada con la finalidad de arribar a una interpretación clara 
del artículo 41º de la constitución Política del Perú, por ello se realizará un estudio de las 
normas del Código Penal, Los Principios Constitucionales, entre otras. 
 
 Dogmático: Por medio de este método se tendrá en cuenta lo precisado en las fuentes 
doctrinarias citadas a fin de estudiar las instituciones jurídicas de prescripción y particular 
o extraneus, de tal forma que la referida contribución se relacione a los resultados de la 
investigación. 
 
 Comparativo: Mediante este método se utilizará el derecho comparado, en relación al 
tema de investigación, con la finalidad de obtener información acerca de la regulación de 
la prescripción de los particulares en otras legislaciones. 
Sobre la información obtenida se realizará un proceso a través de las técnicas, fuentes e 
instrumentos utilizados, de tal manera que permita dar validez a las hipótesis planteadas 
3.6 Técnicas e instrumentos.  
 Técnicas: La técnica a emplearse será aquella que privilegie los documentos, a fin de 
analizar minuciosamente la información doctrinaria y legislativa sobre el tema objeto de 
investigación, las técnicas a emplearse son las siguientes: 
 
a. Fichaje: a través del fichaje bibliográfico se compilará todo lo que se ha escrito directa 
o indirectamente sobre la duplicidad de la prescripción y el participe extraneus, llegando 
a tener una postura respecto a la investigación. 
 
b. Recolección y análisis de datos: por medio de esta técnica se analizará minuciosamente 
la información doctrinaria y legislativa sobre el tema objeto de nuestra investigación. 
 
 Instrumentos: Constitución Política del Perú, Código Penal Peruano, Doctrina, artículos 
jurídicos, publicados en Gaceta Jurídica, Actualidad Jurídica, Libros especializados, 






























































PROBANZA DE LA HIPÓTESIS 
 
4.1. Resultados Jurídico Social - Doctrinal 
4.1.1. Vinculación exclusiva del servidor o funcionario público con el patrimonio 
del estado en razón al deber especial basado en la infracción del deber.  
 
a. Postura adoptada por MANUEL ABANTO VASQUEZ 
 Como es propio de la teoría diferenciadora, adoptada en la mayoría de los sistemas penales 
de corte europeo-continental (Alemania, España, Suiza, Argentina, Perú), ABANTO (2003) 
señala que debe distinguirse entre "autores" y "partícipes" (y estos últimos a su vez entre 
"inductores" y "cómplices"). Para realizar esta distinción, la doctrina dominante se sirve de la 
teoría del dominio del hecho. Luego, "autor" será aquel que ejecute los hechos típicos con dominio 
del hecho; "partícipe", aquel que colabore con éste en la ejecución de tales hechos sin poseer tal 
dominio del hecho. El "dominio del hecho", según la teoría dominante se manifiesta a su vez, de 
tres maneras: a) como "dominio de la acción" propia del individuo (autoría directa); b) como 
"dominio de la voluntad" de un tercero utilizado como "instrumento" o "intermediario humano" 
(autoría mediata), y c) como "dominio funcional" del hecho, hecho que es ejecutado 
conjuntamente con otros (coautoría). 
 El problema que se presenta aquí consiste en cómo deben aplicarse las reglas de "autoría y 
participación" en estos delitos cuando intervienen en la ejecución de los hechos tanto sujetos que 
reúnen la cualidad exigida por el tipo penal (intranei) como otros que no la poseen (extranei). Es 
esta participación del extraneus en los delitos especiales la que ha generado desde antiguo mucha 
polémica en la doctrina penal alemana (y algo más tarde en la hispanoamericana), llevando a 
soluciones de lo más dispares que van desde la impunidad total del extraneus (y en muchos casos 
también la del intraneus) hasta su punibilidad como partícipe del hecho punible del intraneus, o 
incluso como autor del delito común subyacente (en los delitos especiales impropios). 
 Frente a ello, existen dos posibilidades para llevar a cabo la delimitación de la autoría y la 
participación en los delitos especiales: emplear -como se hace en los delitos comunes- la teoría 
de "el dominio del hecho", o recurrir a la relativamente nueva teoría de la "infracción del deber". 
Ambas soluciones provienen de Alemania donde el problema mismo fue planteado por Johannes 
NAGLER ya en 1903 en su monografía Die Teilnahme am Sonderverbrechen" (La participación 
en los delitos especiales). La segunda corriente fue fundada por Claus ROXIN en 1963 a través 
de su obra Taterschaft und Tatherrschaft (Autoría y dominio del hecho). 
 La mayoría de los autores aplican, de distinta manera, los principios de la teoría del 
"dominio del hecho" también en los delitos especiales. Aquí ya se han planteado sobre todo dos 
posibilidades (que se describen con la terminología empleada en la doctrina hispana): a) La teoría 
de la ruptura del título de imputación. Según ella, los tipos penales de delitos especiales solamente 
se referirían a los intranei; por lo tanto, los extranei solamente serían punibles sobre la base de los 
tipos penales comunes que concurran ("cada uno responde por su propio injusto"). Los partidarios 






la "comunicabilidad de circunstancias personales"42, la cual exigiría que la "cualidad" de los tipos 
especiales no deba nunca servir de base para la tipicidad (y la pena) de los partícipes extranei por 
ejemplo  en el "cohecho pasivo propio"43, el sujeto que, con dominio del hecho, recibe para el 
funcionario dádivas de un tercero a quien se quiere favorecer en un asunto administrativo, no 
podría ser considerado ni autor de un cohecho pasivo (le falta la cualidad de sujeto activo), ni 
cómplice de este delito (faltaría un injusto principal por defecto del tipo penal de cohecho pasivo); 
y sería discutible su responsabilidad por "tráfico de influencias", pues su conducta no estriba 
propiamente en una "venta de influencias" sino en un colaborar en la recepción de sobornos 
(cohecho pasivo). 
 En cambio, para la teoría de la unidad del título de imputación, el extraneus sí puede ser 
partícipe del delito especial, pues si bien no es ni puede ser considerado autor, nada impediría que 
pueda sea abarcado como cómplice o instigador de dicho delito. 
 Entonces, según la teoría de Roxin, en todos los ejemplos propuestos anteriormente, el 
intraneus sería autor del delito pues habría infringido dolosamente su deber; los que hayan 
colaborado con él, pero no tengan la cualidad específica exigida por el tipo, serían siempre 
partícipes del mismo delito. Y todo ello sin importar quién haya tenido, durante la ejecución del 
delito, el "dominio del hecho". Por ejemplo, haciendo un paralelo entre el tipo alemán (amplio) 
de "administración desleal" (art. 266 C.P. alemán), dado por Roxin, y el peruano de "peculado"44: 
el funcionario público que, desde el extranjero, da instrucciones a un particular para que, al día 
siguiente, pase por la oficina del primero y se apodere de fondos que estaban bajo la 
administración de éste, será autor de delito de "peculado" y el extraneus su cómplice; y aquí no 
importa que el funcionario no haya tenido el dominio del hecho (ésta en el extranjero y el 
extraneus era plenamente consciente del injusto penal), pues de todos modos habría infringido su 
deber con la consecuencia de que otro llegó a afectar el bien jurídico al ejecutar el delito. Y lo 
mismo ocurriría con un delito especial propio como la "malversación de fondos"45, aunque la 
"aplicación pública diferente" de los bienes públicos la lleve a cabo un tercero extraneus (un 
particular u otro funcionario sin el deber específico sobre los bienes), con pleno dominio del 
hecho, pero bajo pleno conocimiento o tolerancia dolosa del funcionario público; este último será 
el autor del delito especial y aquél el partícipe de este mismo delito. 
 Cuando actúen un intraneus y un extraneus en la comisión de un delito especial, nunca será 
posible -sin importar quién haya tenido el dominio del hecho- que exista coautoría entre ambos. 
Solamente sería admisible la "coautoría" cuando dos intranei, con los mismos deberes, infrinjan 
al mismo tiempo su deber y hagan posible la ejecución del delito. 
 En los delitos de infracción del deber solamente importaría la infracción objetiva del deber; 
el "dolo" solamente sería necesario para la punibilidad del autor intraneus, pero no influiría en la 
punibilidad del extraneus. Entonces, la "accesoriedad" debería ser entendida, en los delitos de 
"infracción del deber", en el sentido de que la participación (instigación o complicidad) 
dependería solamente de una "infracción del deber", sea que ésta haya sido cometida dolosa o 
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culposamente. Y es que, en los delitos de "infracción del deber" no es el "dominio del hecho" el 
criterio diferenciador entre autor y partícipe (que por su propia naturaleza tiene que ser doloso) 
sino la "infracción del deber" que recae en el "intraneus", y esta infracción no tiene por qué ser 
"dolosa". Con ello se da una solución satisfactoria, desde la perspectiva de política criminal. 
 A esto ROXIN (1998), contesta que la "infracción del deber" es solamente uno de los 
elementos típicos que fundamentan la punibilidad del intraneus; también en este caso, se necesita 
una afección del bien jurídico a través de la "infracción del deber"; y ello solamente ocurriría 
cuando el extraneus haya llegado por lo menos a la tentativa.  
 
b. Postura adoptada por RAMIRO SALINAS SICCHA 
 Según SICCHA, el aspecto problemático de los delitos contra la administración pública lo 
constituye saber o identificar quienes son autores, coautores o cómplices en la comisión de un 
delito. 
 La participación se encuentra ubicada en un nivel accesorio y dependiente de un hecho 
principal dominado por el autor o los coautores. La participación, según el aporte del partícipe, 
se divide en primaria y secundaria. La primera se configura cuando el partícipe dolosamente 
presta auxilio para la realización del hecho punible por parte del autor, sin el cual no se hubiese 
realizado. Mientras que la participación secundaria se configura cuando el partícipe de cualquier 
otro modo, sin ser sustancial, hubiese dolosamente prestado asistencia al autor del delito. 
 Fundamenta ROXIN (1998) la autoría en los delitos de infracción de deber un “deber 
especial de carácter penal” señalando que no recae en todas las personas, sino en aquellos sujetos 
calificados que pueden cometer estos delitos. De modo que el fundamento no es el deber general 
que surge del tipo penal, cuya infracción provoca la sanción prevista en el tipo. En consecuencia, 
en los delitos contra la administración pública, los sujetos públicos tienen deberes especiales 
como por ejemplo el deber de lealtad, de cautelar, proteger, e impulsar el correcto funcionamiento 
de la administración pública. 
 El hecho que las reglas generales de la autoría y participación actualmente existentes en 
nuestro sistema penal, no resultan suficientes para fundamentar de manera general el castigo de 
un partícipe en un delito especial de infracción de un deber, de modo alguno podemos aceptar y 
consentir pacíficamente que se siga aplicando las reglas de la teoría del dominio del hecho para 
aplicar la sanción correspondiente al cómplice. Más bien debe propiciarse que el juez al momento 
de aplicar la pena al cómplice de un delito contra la administración pública, jamás debe imponer 
una pena igual o mayor a la impuesta al autor del delito. La pena para el cómplice será siempre 
menor a la del autor. El fundamento es que la conducta del autor al haber cometido el delito 
infringiendo un deber especial penal, es más reprochable que la conducta desarrollada por aquel 
que no infringió deber especial alguno. La conducta del autor merece mayor pena que la conducta 
del cómplice. HEYDEGGER (2013) 
 En el Proyecto de Código Penal de 2009, cuya parte general está aprobada y  publicada por 
el Congreso de la República, y donde ya se toma en cuenta la teoría de infracción del deber para 
establecer la autoría y participación en los delitos especiales, encontramos el artículo 26° donde 
se establece que: “si en el partícipe no concurren los especiales elementos personales que 
fundamenten, agraven, disminuyen o excluyan la punibilidad, se atenuará la pena para él 
conforme al artículo 45 del Código Penal”.   
 Según SICCHA, esto significa que, si en el cómplice no concurre el deber especial penal 
que si concurre en el autor, el juez atenuará la pena para el cómplice conforme a los parámetros 






en peligro el normal desenvolvimiento de la administración pública, al cómplice siempre se le 
impondrá menos pena que al autor. 
 En la línea interpretativa que se viene exponiendo, resulta claro que el extraneus, al 
participar en la comisión de un delito contra la administración pública, sin lesionar o infringir un 
deber especial de carácter penal como si lo hace el autor, no le alcanza la dúplica de la prescripción 
de la acción penal prevista en la última parte del artículo 80 del Código penal que desarrolla el 
contenido de el último párrafo del artículo 41 de la Constitución Política vigente. En efecto, la 
última parte del artículo 80° del CP, establece que en los casos de delitos cometidos por 
funcionarios y servidores públicos contra el patrimonio del Estado o de organismos sostenidos 
por éste, el plazo de prescripción de la acción penal se duplica. Significa que sólo a los autores de 
los delitos que lesionan el patrimonio del Estado o de organismos sostenidos por éste, les alcanza 
la dúplica de la acción penal.   
 
c. Postura adoptada por la CORTE SUPREMA DEL PERÚ 
 Esta posición, en la doctrina jurisprudencial de la Corte Suprema, ha quedado establecida 
hasta en dos Acuerdos Plenarios. Así tenemos el Acuerdo Plenario N°01-2010/CJ-116 del 16 de 
noviembre de 2010 (Problemas actuales de la prescripción), donde se estableció como doctrina 
legal vinculante lo siguiente: El ataque contra el patrimonio público es ejecutado por un sujeto 
público al que se le confió el patrimonio y se colocó al bien en una posición de especial 
vulnerabilidad por aquel. Esto implica un mayor desvalor de la acción, complementado con el                                                           
desvalor del resultado derivado de la específica función de protección que tiene esas personas 
respecto del patrimonio del Estado, de la lesión que proviene de la acción desvalorada y de la 
mayor posibilidad que tiene para encubrir sus actividades ilícitas.  
 En tanto que en el Acuerdo Plenario N° 2-2011/CJ-116 del 06 de diciembre de 2011 
(nuevos alcances de la prescripción), al exponer que resultaba necesario determinar si la 
prescripción varía en relación a su duración, según se trate propiamente del autor (intranei) o, en 
su caso, del partícipe: inductor o cómplice (extraneus), o si hay que aplicar el mismo plazo a todos 
los responsables del hecho, con independencia del título que le corresponda por su actuación. 
SALINAS SICCHA 
 
- Respecto al Acuerdo Plenario N°01-2010/CJ-116 - PRESCRIPCION / PROBLEMAS 
ACTUALES (2010) 
 El legislador incrementó el plazo de prescripción -duplicó- en el último párrafo del artículo 
ochenta del Código Penal y destacó la mayor gravedad cuando el delito es cometido por un 
funcionario o servidor público contra el patrimonio del Estado, ello en concordancia con el último 
párrafo del artículo 41º de la Constitución Política del Perú - “el plazo de prescripción se duplica 
en caso de delitos cometidos contra el patrimonio del Estado por funcionarios y servidores 
públicos”. 
 La ley consideró que tenía que reconocerse un mayor reproche, traducido en el plazo de la 
prescripción, por tratarse de un atentado contra el normal funcionamiento de la Administración 
Pública, la seguridad de los bienes pertenecientes a la Administración Pública y la inobservancia 
del deber de fidelidad del funcionario o servidor público hacía el patrimonio público desde la 
perspectiva de las obligaciones del cargo o función que ejerce y abusa.  
 En tal sentido, el ataque contra el patrimonio público es ejecutado por personas que integran 
la Administración Pública a las que se le confió el patrimonio y se colocó al bien en una posición 






conducta peligrosa para los bienes jurídicos - complementado con el desvalor de resultado 
derivado de la específica función de protección que tienen esas personas respecto del patrimonio 
del Estado, de la lesión que proviene de la acción desvalorada y de la mayor posibilidad que tienen 
para encubrir sus actividades ilícitas.46 
Por tanto, se incrementó el plazo de prescripción para obtener una variante en cuanto a la 
acción persecutoria o ejecución de la pena y dar a estos casos concretos una regla especial con la 
finalidad de otorgar al organismo encargado de la persecución del delito un mayor tiempo para 
que pueda perseguir el hecho punible y establecer una mayor dificultad para que el delito no quede 
impune. 
Es necesario complementar esta circunstancia prevista en la norma para limitar su 
aplicación sobre determinadas situaciones concretas e interpretar el sentido de la Ley desde la 
perspectiva de su coherencia con el ordenamiento jurídico y el contexto en que se utilizó - método 
lógico sistemático. Así, debe entenderse que la opción normativa, de carácter especial, descrita 
en el último párrafo del artículo 80º del Código Penal se orienta al Capítulo II, Título XVIII, del 
Libro Segundo del mismo cuerpo legal, “Delitos contra la Administración Pública cometidos por 
Funcionarios Públicos”, atendiendo a dos aspectos concretos: 
a. En este Capítulo se regulan los delitos cometidos por funcionarios y servidores públicos. 
b. Dicho Capítulo protege además el patrimonio público vulnerado por esos sujetos 
especiales, que es lo que exige la norma sustantiva de acuerdo a la interpretación con la 
norma constitucional prevista en el artículo cuarenta y uno de la Constitución que 
contiene como mandato concreto que el plazo de prescripción se duplica en caso de 
delitos cometidos contra el patrimonio del Estado por funcionarios y servidores públicos. 
Es de resaltar que no todos los delitos comprendidos allí tienen contenido patrimonial, 
por lo que en cada tipo legal se tiene que analizar si se cumple con el presupuesto 
establecido para prolongar el plazo de prescripción en función a la afectación de los 
bienes jurídicos tutelados vinculados directamente con el patrimonio público o sólo 
afectan el correcto funcionamiento de la Administración Pública propiamente dicha, 
vulnerando el ejercicio de funciones y servicios públicos bajo pautas de corrección y 
sometimiento a la legalidad, la observancia de los deberes del cargo como empleo, 
regularidad y desenvolvimiento normal de tal ejercicio, el prestigio y dignidad de la 
función, la imparcialidad en el desenvolvimiento decisional, y otros, desvinculados 
totalmente de la afectación del patrimonio del Estado como tal y excluidos.47 
Si el fundamento esencial de la duplicidad de la prescripción es la lesión efectiva del 
patrimonio del Estado realizada por los funcionarios o servidores públicos, es necesario que exista 
una vinculación directa entre estos. Tal fundamento exige el concurso de tres presupuestos 
concretos: 
a. Que exista una relación funcionarial entre el agente infractor especial del delito -
funcionario o servidor público- y el patrimonio del Estado. 
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b. El vínculo del funcionario o servidor público con el patrimonio del Estado implica que 
este ejerza o pueda ejercer actos de administración, percepción o custodia sobre bienes 
públicos. 
c. Puede servir como fuente de atribución de dicha posición y faculta funcionarial una orden 
administrativa y, por tanto, es posible que a través de una disposición verbal se pueda 
también transferir o delegar total o parcialmente el ejercicio de funciones concretas de 
administración, percepción o custodia sobre bienes públicos al funcionario o servidor que 
originalmente por su nivel y facultades específicas no poseía.48 
Una interpretación distinta sería irrazonable y vaciaría de contenido la gravedad de la 
conducta de los funcionarios y servidores públicos respecto del patrimonio del Estado y asimilaría 
el hecho a delitos comunes sin ninguna diferenciación que le otorgue sentido a la disposición 
legal.49 
Debe destacarse que los bienes sobre los cuales puede recaer la acción material pueden 
ser del Estado, parcialmente del Estado o de propiedad privada. 
a. En cuanto a la primera modalidad, se trata de bienes íntegramente del Estado. 
b. La segunda modalidad se refiere a bienes de Sociedades de economía mixta donde el 
Estado tiene parte por estar integrado con capital proveniente tanto del sector público 
como del sector privado y se comparte la propiedad de los bienes. Este tipo de Régimen 
Económico está reconocido en el artículo 40º y 60º de la Constitución Política del Perú y 
en el artículo 2º del Decreto Legislativo número 674, del 27 de setiembre de 1991, que 
contiene las normas sobre la promoción de la inversión privada en las empresas del 
Estado. 
c. La tercera modalidad se refiere a bienes de propiedad privada que se encuentren en 
posesión directa del Estado, que ejerce la administración temporal para fines 
institucionales o de servicio a través de un acto jurídico legalmente válido.50 
El patrimonio del Estado, parcialmente del Estado o privado está constituido por bienes 
muebles o inmuebles con valor económico, como los caudales y efectos, lo que se traduce en la 
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- Respecto al Acuerdo Plenario N°02-2011/CJ-116 - ALCANCES DE PRESCRIPCION 
EN LOS DELITOS FUNCIONARIALES (2011) 
 El funcionario o servidor público, en tanto y en cuanto su responsabilidad penal se sustenta 
en la infracción del deber, siempre será autor del delito contra la Administración Pública, sin 
perjuicio de los diferentes presupuestos que también se requieran para determinar la autoría de 
cada injusto, como por ejemplo en el delito de peculado, que exige además el vínculo funcional 
con el objeto.   
 Este tipo de delitos restringe el círculo de autores, pero se admite la participación del 
“extraneus”, que no ostenta esa obligación especial, como partícipe: inductor o cómplice. Para 
fundamentar esta perspectiva en la jurisprudencia nacional actual se considera dominante y 
homogénea la tesis de la unidad de título de imputación para resolver la situación del “extraneus”.  
Esta posición, sostiene lo siguiente:   
a. Un mismo hecho no puede ser reputado bajo dos tipos penales diferentes. 
 
b. El extraneus puede participar en delitos funcionariales y responderá por el injusto realizado 
por un autor que infringe el deber especial. Por tanto, la participación del extraneus no 
constituye una categoría autónoma de coejecución del hecho punible, sino que es 
dependiente del hecho principal. Esto es, no posee autonomía y configuración delictiva 
propia a pesar de que aquél toma parte en la realización de la conducta punible. 52  
 Desde esta posición subsidiaria, serán partícipes los que, sin infringir el deber, formen parte 
del hecho referido a la acción del infractor del deber -el hecho punible está unido esencialmente 
al autor y constituye una imputación única-. Esta posición guarda absoluta concordancia con el 
artículo 26º CP que regula las reglas de la incomunicabilidad de las circunstancias de participación 
y señala lo siguiente: “Las circunstancias y cualidades que afectan la responsabilidad de algunos 
de los autores y partícipes no modifican las de los otros autores o partícipes del mismo hecho 
punible”. Esta fórmula ratifica la opción dogmática y jurisprudencial que sostiene la 
imposibilidad de la punibilidad del extraneus como autor de un delito de infracción de deber.  Lo 
expuesto significa, además, que el partícipe sólo merece ser sancionado si existe un hecho 
antijurídico por parte del autor.53 
 Con base a las explicaciones anotadas y las normas generales sobre accesoriedad de la 
participación, es preciso determinar si las reglas de la dúplica de los plazos de prescripción 
previstas en el artículo 80º CP, y aplicables a los “Delitos contra la Administración Pública 
cometidos por Funcionarios Públicos” que afectan el patrimonio del Estado, también alcanzan a 
los sujetos -extraneus- que no ostentan el deber especial.54  
  En el Acuerdo Plenario Nº 1-2010/CJ-116, del 16 de noviembre de 2010, se afirmó lo 
siguiente: “la duplica de la prescripción obedece a una mayor valoración por tratarse de un 
atentado contra el normal funcionamiento de la Administración Pública, la seguridad de los bienes 
pertenecientes a la Administración Pública y la inobservancia del deber de fidelidad del 
funcionario o servidor público hacía el patrimonio público desde la perspectiva de las 
obligaciones del cargo o función que ejerce y abusa […] el ataque contra el patrimonio público 
es ejecutado por personas que integran la Administración Pública a las que se le confió el 
patrimonio y se colocó al bien en una posición de especial vulnerabilidad por estos sujetos. Esto 
implica un mayor desvalor de la acción […] y resultado derivado de la específica función de 
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protección que tienen esas personas respecto del patrimonio del Estado, de la lesión que proviene 
de la acción desvalorada y de la mayor posibilidad que tienen para encubrir sus actividades 
ilícitas”. 55 
 Ahora bien, el Código Penal al regular el término de prescripción de la acción penal en el 
artículo 80º CP, estipuló que se duplica el plazo de la prescripción para el funcionario o servidor 
público que en el ejercicio de sus funciones realice una conducta punible que atente contra el 
patrimonio del Estado o de organismos sostenidos por éste.56 
 De la lectura de estas dos proposiciones es evidente que la calidad de funcionario o servidor 
público del autor ha sido prevista como una condición especial de deberes que fundamenta la 
mayor extensión del término de la prescripción, por la distinta posición que éstos ocupan en la 
sociedad y porque de ellos se espera una actitud de compromiso especial frente a la 
Administración Pública. Ello implica deberes de protección, ausencia de defraudación de la 
confianza pública depositada y compromiso real con el ente estatal por la situación de mayor 
riesgo para el bien jurídico que tienen los funcionarios y servidores públicos por el poder que 
ostentan.  En consecuencia, los que no detentan esas condiciones, no infringen el deber jurídico 
especial que vincula al funcionario o servidor público y, en ese sentido, no son merecedores de 
un mayor reproche penal en vinculación con la extensión del plazo de la prescripción. Es ese 
contexto, el marco concretado para el autor de un delito de infracción de deber, en términos de 
prescripción, no puede sostener una mayor extensión de los mismos para el extraneus.57 
 Desde esta perspectiva y al amparo de los principios de proporcionalidad y razonabilidad, 
es necesario que exista una diferenciación entre el intranei y extraneus derivada de la diferente 
condición y ausencia del deber jurídico especial. Esta distinción entre intervenciones principales 
y accesorias tiene el efecto de la escisión del término de la prescripción, pues con ello se va a 
conseguir una justicia justa y un equilibrio punitivo en función a la real magnitud de la 
participación del agente. Esta posición, asimismo, guarda absoluta coherencia con la regulación 
prescrita en el artículo 88º CP que estatuye “La prescripción corre, se suspende o se interrumpe 
separadamente para cada uno de los partícipes del hecho punible”.58   
 En suma, los extraneus se regirán por la pena correspondiente al delito ejecutado por el 
autor -dentro de los comprendidos en el Capítulo II, Titulo XVIII, del Libro Segundo del CP-, 
pero para los efectos del cómputo de la prescripción no se les extenderá la dúplica del plazo 
previsto para los autores, pues a ellos no les alcanza la circunstancia agravante que legalmente 
sólo corresponde al autor.59 
 Se estima que lo precedentemente desarrollado es la forma correcta de abordar la cuestión. 
No se puede desconocer que los partícipes que no ostentan los deberes especiales, sólo responden 
por el delito de infracción deber en calidad de inductores o cómplices -sin que ello implique la 
ruptura del título de imputación, en tanto, no pueden realizar materialmente la conducta por un 
defecto esencial a nivel de imputación como autor.  En tal virtud, el extraneus no infringe ningún 
deber jurídico especial que se corresponda con el bien jurídico que es objeto de tutela penal. El 
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principio de proporcionalidad demanda que esa diferencia se justifique en un trato distinto de los 
plazos de prescripción de la acción penal.60 
 
- Respecto al Acuerdo Plenario N°03-2016/CJ-116 - LA PARTICIPACION DEL 
EXTRANEUS EN LOS DELITOS ESPECIALES PROPIOS (2017) 
 Actualmente, tanto en la doctrina como en la jurisprudencia, se reconoce que existen tipos 
legales que se conﬁguran y forman sólo a partir de la infracción de un deber especial que 
corresponde al ámbito de competencia del autor intraneus, lo cual es una característica intrínseca 
de los delitos cometidos por los funcionarios y servidores públicos.  
 Por tanto, el autor de estos delitos no puede ser cualquier persona, sino sólo aquel 
funcionario o servidor público que tiene un estatus especial y mantiene una vinculación exclusiva 
con el injusto desde la plataforma del deber que ostenta. Y es la infracción de dicho deber lo que 
lo convierte en autor, con independencia del dominio de la situación fáctica que, para esta clase 
de delitos funcionariales, no adquiere trascendencia jurídica. Fundamentalmente, porque el hecho 
punible está construido por la posición o estatus en relación al deber estatal que sólo incumbe al 
funcionario, cual es conducirse correctamente con lealtad y probidad en el ejercicio de su deber 
positivo para con los bienes que se encuentran bajo su ámbito de competencia.  
 Sin embargo, en lo que concierne a la participación del “extraneus” que no ostenta esa 
obligación especial, en la jurisprudencia nacional se ha detectado la aplicación de dos 
planteamientos contrapuestos: PEÑA CABRERA (2016) 
a. El primero, que plantea una diferenciación del título de imputación que debe alcanzar al 
participe (teoría de la ruptura del título de imputación), sostiene que cuando en los delitos 
de infracción de deber especial concurren sujetos intraneus y extraneus ellos deben 
responder por distintos títulos de imputación. Esto es, el intraneus responderá, como autor 
de un delito especial; mientras que el extraneus responderá como partícipe o autor de un 
delito común RUEDA MARTÍN (2001). De ello se inﬁere, que a los sujetos que no se 
encuentran obligados positivamente (extraneus) nunca se les podrá imputar la autoría o 
participación de un delito de infracción de deber especial, sino únicamente la participación 
o autoría de un delito común, según sea su grado de intervención. Esta posición se ha 
fundamentado recurriendo a la incomunicabilidad de las circunstancias que regula el 
artículo 26° del Código Penal, estimando que dicha disposición legal consagraría la 
exigencia de impedir que la imputación del extraneus se asimile en el tipo penal especial, 
debiendo reconducírsele hacia un delito común.  
 
Asimismo, se ha sostenido que ello se debería a la imposibilidad de trasladar las cualidades 
personales del intraneus al extraneus. Y que sólo el traslado de tales cualidades personales 
posibilitaría imputar al extraneus la autoría o participación de un delito de infracción de 
deber especial. Pero, se agrega, el traslado de dichas cualidades personales implicaría violar 
los principios de legalidad y de responsabilidad por el hecho propio.  
 
En consecuencia, lo dogmáticamente correcto sería realizar una imputación diferenciada, 
la cual, por un lado, no infringiría dichos principios, y, por otro, permitiría imputar a los 
extraneus sólo la autoría o la participación de los delitos comunes (Cfr. Ejecutoria Suprema 
recaída en el Recurso de Nulidad N° 2628-2006. Procedente de Ucayali del 25 de abril 
                                                             






2008; Ejecutoria Suprema recaída en el Recurso de Nulidad. N° 18-2008. Procedente de 
Huancavelica del 05 de junio 2008; Casación N° 782-2015.61 
 
b. La segunda posición jurisprudencial, en cambio, propone la uniﬁcación del título de 
imputación que debe alcanzar tanto al autor como al participe (unidad del título de 
imputación). Este planteamiento sostiene que el extraneus si bien es cierto no puede ser 
autor del delito especial de deber, sí puede ser partícipe de dicho delito, pues si los 
principios que determinan la autoría y la participación nos dicen que es autor quien tiene el 
domino del hecho y participe quien sólo colabora, no hay ningún impedimento para que 
los extraneus respondan como partícipes de un delito especial cuando hayan colaborado en 
su realización conforme a las reglas de la accesoriedad. 
 
En tal sentido, el extraneus puede participar en delitos funcionariales y responderá por el 
mismo injusto realizado por el autor funcionarial que infringe el deber especial. Sobre todo, 
porque la participación del extraneus no constituye una categoría autónoma de coejecución 
del hecho punible, sino que es dependiente del hecho principal (Cfr. Ejecutoria Suprema 
recaída en el Recurso de Nulidad N° 375-2004. Procedente de Ucayali, del 11 de octubre 
2004). Esto es, no posee una autonomía o conﬁguración delictiva propia aún en aquellos 
casos donde aquél toma parte directa en la realización de la conducta punible.62 
 Ha sido frecuente en la doctrina y en la jurisprudencia nacional atribuir al contenido del 
artículo 26° del Código Penal la función dogmática de justiﬁcar el tratamiento del extraneus en 
delitos especiales propios de naturaleza funcionarial. En ese contexto, el mismo dispositivo legal 
ha sido utilizado coyunturalmente para aﬁrmar o negar la validez de la teoría de la unidad del 
título de imputación y posibilitar o impedir el tratamiento de un tercero como partícipe de aquellos 
delitos especiales propios que colocan en su tipiﬁcación como autor exclusivo y excluyente a un 
funcionario público, vinculado con deberes especíﬁcos y no transferibles del cargo o posición 
funcional que desempeña u ocupa en la administración pública.  
 A este nivel, pues, resulta pertinente precisar también si en esta modalidad de delito 
especial propio y funcionarial es posible admitir la participación de tercero extraneus; así como 
identiﬁcar hasta que momento de la ejecución de dicho ilícito penal se debe admitir la 
materialización de actos de complicidad o instigación.63 
 Según el texto legal del artículo 26° del Código Penal de 1991: “Las circunstancias y 
cualidades que afectan la responsabilidad de los autores o participes no modiﬁcan las de los otros 
autores o participes del mismo hecho punible”. El antecedente legislativo e inmediato de dicha 
disposición lo encontramos en el artículo 104° del Código Penal de 1924.  
 La fórmula normativa utilizada por este precedente legal era muy similar a la actual, 
destacando también que “las circunstancias y cualidades personales que afecten la culpabilidad y 
la penalidad de alguno de los autores o cómplices, no modiﬁcan las de los demás autores o 
cómplices del mismo hecho punible”. Sin embargo, en otro texto legal histórico, el Código Penal 
de 1863, la redacción empleada por un dispositivo equivalente, el artículo 56°, fue mucho más 
precisa al establecer el rol dogmático de dicha norma, señalando de modo especíﬁcos que: “las 
circunstancias agravantes o atenuantes que resulten del estado moral o intelectual del reo, o de 
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sus relaciones con el ofendido, sólo atenúan o agravan las penas de los delincuentes en quienes 
concurran”.  
 Resulta, por tanto, evidente, que en el devenir del tiempo las normas legales citadas han 
tenido un mismo propósito y función, cual es disponer la incomunicabilidad de circunstancias 
modiﬁcativas de la punibilidad que sólo concurrían en determinados autores o participes de un 
mismo delito. Ello significa que su eficacia operaba únicamente en torno a la determinación 
conminada o concreta de la penalidad de un mismo hecho punible en cuya realización concurrirán 
varias personas, sea como ejecutores o como participes.  
 Se trataba, pues, de circunstancias antecedentes, concurrentes o posteriores que incidían en 
la configuración de la posibilidad punitiva de un determinado delito sea este común o especial, 
de infracción de deber o de dominio, pudiendo ellas ejercer una eficacia agravante o atenuante; 
así como de incremento o disminución de punibilidad únicamente sobre los intervinientes, autores 
o participes, en quienes se dieran sus presupuestos de configuración. Siendo así, el artículo 26° y 
sus antecedentes históricos nunca tuvieron por función la identificación o constitución de un 
hecho punible como de autoría común o especial; ni mucho menos, su disposición normativa 
estuvo dirigida a delimitarla calidad o condición particular de quien desde un tipo penal debía 
fungir como autor exclusivo de la conducta criminalizada.  
 Cabe destacar, además, que las circunstancias no son tipos penales de delitos, ni integran 
los elementos típicos que identifica a su autor potencial. Sólo de manera excepcional en la Parte 
Especial del Código Penal peruano, ellas se integran o fusionan con un tipo penal básico para 
permitir la construcción de tipos penales derivados (elementos típicos accidentales). Lo cual 
ocurre en los casos de los denominados homicidios calificados o privilegiados que derivan del 
delito de homicidio simple. Sin embargo, en ninguno de los diferentes tipos penales que describen 
delitos funcionariales contra la administración pública se ha empleado dicha técnica legislativa. 
 Por el contrario, en la descripción de tales tipos penales que tratan de delitos especiales 
propios o de infracción de deber, el autor es siempre identificado como componente esencial de 
la estructura típica. Y al él se refiere la ley como un funcionario público o titular de un deber 
especial derivado o asignado por las competencias o facultades que ejerce. Tal condición 
funcionarial, no es, pues, una circunstancia para medir la intensidad de la punición del delito sino 
un elemento constitutivo fundamental para que el hecho punible se pueda configurar y realizar.  
 En consecuencia, pues, los delitos funcionariales especiales propios o de infracción de 
deberes institucionales no reproducen circunstancias específicas, sino a un modelo especifico de 
autor. No tienen, por tanto, ninguna conexión dogmática o político criminal con lo regulado por 
el artículo 26° del Código Penal. Lo expuesto, pues, permite señalar que el artículo 26° no es una 
disposición que permita sustentar, legal o técnicamente, la adopción o preeminencia de cualquier 
enfoque teórico dirigido a excluir la necesaria accesoriedad de la intervención de un tercero 
extraneus como cómplice o instigador del mismo delito especial propio o de infracción de deber 
que sólo puede ejecutar el funcionario público (teorías de ruptura del título de imputación). 64 
 
Fundamento jurídico propio del señor Juez Supremo Pariona Pastrana. 
 La participación del extraneus en el delito especial, hasta antes de la introducción de la 
modificatoria del tercer párrafo del artículo 25 del CP por el Decreto Legislativo Nº 1351, ha 
generado diversas interpretaciones entorno a su punibilidad o no punibilidad. Dicha problemática 
ha planteado un intenso análisis y debate en la doctrina y la jurisprudencia, originando diversas y 
                                                             






polémicas posiciones; sin embargo, ninguna posición ha llegado a constituir una posición 
dominante o de consenso.65 
 El punto de partida dogmático está dado por la categoría de estos delitos de infracción de 
deber especial. Actualmente, en la doctrina y la jurisprudencia se ha definido que existen tipos 
legales que para su configuración se forman a partir de la infracción de un deber especial que le 
corresponde al ámbito de competencia del autor intraneus -característica intrínseca de los delitos 
cometidos por los funcionarios y servidores públicos-. El autor de estos delitos no pueden ser 
cualquier persona, sino sólo aquel funcionario o servidor público que tiene un estatus especial y 
mantiene una vinculación exclusiva con el injusto sobre la plataforma del deber que ostenta. La 
infracción de dicho deber lo convierte en autor, con independencia del dominio de la situación 
fáctica que no tiene ninguna trascendencia jurídica en este específico tipo de delito, pues el 
fundamento está construido por la posición o estatus en relación al deber estatal que le 
corresponde: conducirse correctamente con lealtad y probidad en el ejercicio de su deber positivo 
y con los bienes que se encuentran bajo su ámbito de competencia. Por consiguiente, el 
funcionario o servidor público, en tanto y en cuanto su responsabilidad penal se sustenta en la 
infracción del deber, siempre será autor del delito de infracción de deber.66 
 Ahora, si bien este tipo de delitos restringe el círculo de autores, es plausible atender a la 
cuestión relativa a la participación del “extraneus”, sujeto que no ostenta esa obligación especial. 
Para resolver esta situación, en la jurisprudencia nacional actual se han considerado dos teorías 
para su tratamiento que la doctrina denomina: diferenciadora y unificadora.67 
 La tesis diferenciadora ruptura del título de imputación) sostiene que, cuando en los delitos 
de infracción de deber especial concurren sujetos intraneus y extraneus, cada sujeto responde por 
distintos títulos de imputación. Esto es, el intraneus responderá como autor de un delito especial; 
mientras que el extraneus responderá como partícipe o autor de un delito común. De esto se inﬁere 
que a los sujetos que no se encuentran obligados positivamente (extraneus) nunca se les podrá 
imputar la autoría o participación de un delito de infracción de deber especial, sino únicamente la 
participación o autoría de un delito común, según sea el grado de intervención. Esta posición se 
fundamenta recurriendo a la incomunicabilidad de las circunstancias [Art. 26° del C. P.], pues 
consagraría la exigencia de impedir que la imputación del extraneus se fundamente en el tipo 
penal especial sino más bien en un delito común. Ello, se debería a la imposibilidad de trasladar 
las cualidades personales del intraneus al extraneus. Sólo el traslado de las cualidades personales 
posibilitaría imputar al extraneus la autoría o participación de un delito de infracción de deber 
especial. Pero, el traslado de dichas cualidades personales implicaría violar los principios de 
legalidad y de responsabilidad por el hecho propio. Ante ello, lo dogmáticamente correcto sería 
realizar una imputación diferenciada, la cual, por un lado, no infringiría dichos principios, y, por 
otro, permitiría imputar a los extraneus sólo la autoría o la participación de los delitos comunes. 
 La jurisprudencia en diversos pronunciamientos, ya ha argumentado que los tipos penales 
especiales (delitos de infracción de deber especial) solamente irradian su campo de acción sobre 
los intranei, mas no respecto de los particulares extraneus. Así, entonces “Delitos especiales son 
todos aquellos en los que, eso se dice, no toda persona puede ser autor. Ejemplo: no todo el mundo 
puede realizar una malversación, sino sólo un funcionario. No todo el mundo puede ser parricida, 
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sino sólo determinados parientes de la víctima. El círculo de autores no es, pues, en estos delitos, 
abierto, sino que está limitado a determinados sujetos”.68 
 Por su parte, la tesis unificadora (unidad del título de imputación) sostiene que el extraneus, 
si bien no puede ser autor del delito especial de deber, sí puede ser partícipe de dicho delito. Pues, 
desde esta perspectiva, si los principios que determinan la autoría y la participación nos dicen que 
autor es quien tiene el domino del hecho, y participe quien sólo colabora, entonces, no hay ningún 
impedimento para que los extranei respondan como partícipes de un delito especial cuando hayan 
colaborado en su realización conforme a las reglas de la accesoriedad. 
 En ese sentido, el extraneus puede participar en delitos funcionariales y responderá por el 
injusto realizado por un autor que infringe el deber especial. Por tanto, la participación del 
extraneus no constituye una categoría autónoma de coejecución del hecho punible, sino que es 
dependiente del hecho principal. Esto es, no posee autonomía y configuración delictiva propia a 
pesar de que aquél toma parte en la realización de la conducta punible.69 
 De otra parte, un sector importante en la doctrina, plantea atribuir los ámbitos de 
responsabilidad de los intervinientes de modo separado, esto es, según corresponda partiendo de 
la distinción si se tratan de “delitos de dominio”, o de “delitos de infracción de un deber”. Con 
“una matización importante de este planteamiento, sería la de entender incluso que, además de 
los delitos puros de infracción de un deber, hay delitos especiales (sólo) de dominio (o de 
organización) y delitos especiales en los que al dominio (la organización) se les suma la infracción 
de un deber. Es decir, los delitos de dominio, de distinta fundamentación dogmática que los delitos 
especiales, se distinguen estos, en delitos especiales de deber con elementos de dominio y delitos 
especiales de infracción puro o institucional. En estos últimos no se admitiría la participación del 
extraneus. 
 En cambio, los delitos de dominio al regirles las reglas de la teoría de la accesoriedad, le 
rige un deber general negativo de no perturbar la institución positiva, debiendo sin embargo para 
su punibilidad ser tipificados expresamente por el legislador. Así, en la infracción del deber 
institucional, es posible las intervenciones paralelas o convergentes configurando cada quien su 
propio injusto, no siendo admisible la intervención conjunta. Por el contrario, en los delitos de 
infracción de deber que tengan un componente de dominio, la intervención conjunta del intraneus 
y extraneus es admitida, al infringir el extraneus su deber general de abstención de no perturbar 
instituciones positivas, y en base a ello se funda su sanción. 
 En tal línea del razonamiento, no se sigue esta postura, pues como lo sostiene Pariona 
Arana, por la forma como están construidas las fórmulas legislativas de los tipos penales que 
recoge nuestro Código penal en su parte especial, no es posible sostener al menos en el Perú, que 
la sola infracción del deber sea ya razón suficiente de la imputación jurídico-penal. Según las 
fórmulas legislativas de los delitos contra la administración pública, por ejemplo, aparte de la 
infracción del deber se exige que el sujeto público realice una acción u omisión de peligro o lesión 
a un bien jurídico determinado para completar el injusto penal. De modo que la sola infracción de 
un deber especial no es suficiente, se necesita la concurrencia de otros elementos objetivos y 
subjetivos. La punibilidad de un delito no puede agotarse en la infracción de la norma o del deber 
especial, pues aquella requiere también un contenido material definido por la lesión o puesta en 
peligro del bien jurídico protegido por el tipo penal tal como lo exige el artículo IV del Título 
Preliminar de nuestro Código Penal.70 
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d. Postura adoptada por PERCY GARCÍA CAVERO 
 En el caso de los delitos especiales de infracción de un deber, el castigo de los partícipes 
adquiere características distintas al de los delitos de dominio, es decir, no se seguiría la teoría de 
la unidad del título de imputación. La razón de este cambio de criterio radica en que la infracción 
de la competencia institucional, sobre la que se fundamenta el delito de infracción de un deber, 
solamente puede ser realizada por los intranei al tipo. Los extranei no pueden infringir esta 
competencia y, por lo tanto, su responsabilidad penal no podrá determinarse con base en el delito 
de infracción de un deber. 
 En consecuencia, al que ayuda al obligado institucional a cometer el delito especial de 
infracción de un deber no podrá sancionársele con base en el marco penal establecido en este 
delito especial. A la solución propuesta se le ha hecho diversas críticas, siendo quizá la más 
relevante, como ya se dijo, la impunidad en la que quedarían los que ayudan o auxilian a la 
comisión de un delito especial de infracción de un deber por parte del obligado institucional. Esta 
crítica es, sin embargo, relativa.  
 En primer lugar, la conducta del partícipe extraneus podrá, en el caso de los delitos 
especiales impropios, enmarcarse en un delito común de dominio, de manera tal que podrá recibir 
una pena con base en el marco penal del delito común. Pero lo que no puede admitirse, es que las 
circunstancias o cualidades que afecten la responsabilidad penal del autor se amplíen a los 
partícipes extranei que no tienen una relación institucional. Como consecuencia de lo 
anteriormente señalado, la incomunicabilidad de una agravante (artículo 26 del Código Penal) no 
se determina por su ubicación en la estructura del delito, sino por su naturaleza estrictamente 
personal.  
 En el caso de delitos de infracción de un deber formalmente configurados como delitos 
especiales impropios, es decir, aquellos casos en los que se establece como criterio de agravación 
de la penalidad la infracción de un deber institucional, tiene lugar precisamente una 
incomunicabilidad de la circunstancia agravante. Así es el caso, por ejemplo, de la agravación 
que se hace del delito de violación de domicilio cuando lo hace un funcionario público en el 
ejercicio de su cargo (allanamiento ilegal). El funcionario público será autor del delito de 
allanamiento ilegal, pero el particular que lo auxilia habrá realizado un acto de complicidad en el 
delito común de violación de domicilio, pues el funcionario público ha infringido, además del 
deber positivo especial (competencia institucional), el deber negativo de todo ciudadano de no 
lesionar a otro en la organización de su propia esfera (competencia por organización).  
 La incomunicabilidad de la calidad de titular de un deber institucional se fundamenta en el 
hecho de que, si este deber se comunicase a otros partícipes, dejarían de ser partícipes para 
convertirse en autores, pues en los delitos de infracción de un deber no interesa el grado de 
dominio del riesgo que lesiona el bien jurídico, sino la infracción de un deber positivo de 
preservación de un bien jurídico. Por esta razón, queda claro que la responsabilidad penal de los 
que han participado en el hecho delictivo y no tienen la calidad de obligado institucional no podrá 
verse afectada por la agravante prevista, sino que su responsabilidad penal se determinará a partir 
del delito común de dominio que constituye la base de la agravación.  
 En caso que el delito de infracción de un deber sea un delito especial propio, el vacío de 
punibilidad se presentará más evidente. Sin embargo, si se considera necesario castigar a quien 
auxilia a un vinculado institucional a infringir su propio deber especial positivo, habrá que 
tipificar expresamente la aportación especial de un extraneus a la materialización de un delito de 
infracción de un deber mediante un tipo penal específico.  
 Así se opera, por ejemplo, cuando se tipifica el delito de cohecho activo que, siguiendo la 
lógica de la unidad del título de imputación, no tendría que ser específicamente sancionado, en 






legislador ha previsto un tipo penal específico de cohecho activo, resulta razonable partir de la 
idea de que el tipo penal de cohecho pasivo (propio o impropio) es insuficiente para fundamentar 
un castigo del agente corruptor, de manera que se requiere una tipificación específica que sancione 
la intervención del particular.  
 
e. Postura adoptada por CESAR NAKASAKI SERVIGON 
 Asimismo, la finalidad de la duplicidad del plazo de prescripción para los funcionarios y 
servidores públicos respecto a los particulares o extraneus, es claramente distinta, ya que la 
primera esta dirigida a endurecer el tratamiento penal del ciudadano que ostenta una función 
pública y que se encuentre vinculado al patrimonio del Estado. Situación que lo obliga a cumplir 
deberes de aseguramiento del objeto material (patrimonio público) que representa al bien jurídico 
mediatamente protegido (correcto funcionamiento de la Administración Pública). En sentido 
contrario, no es relevante que el funcionario o servidor público tenga una relación de hecho con 
el patrimonio del Estado, situación que, si bien es desvalorada por el Derecho Penal, no 
incrementa la necesidad estatal de perseguir y de sancionar penalmente el comportamiento. 
 La mayor gravedad de la conducta del sujeto activo que fundamenta la mayor necesidad de 
sanción prevista en el último párrafo del artículo 80º del CP (lo que explica la duplicidad del plazo 
de prescripción) se entiende, pues el agente no solo infringe una norma de prohibición general 
propia del cargo público (“no abusar de la función”), sino también una norma de mandato 
(“salvaguardar el patrimonio del Estado”), dada su vinculación estrecha y de derecho con el bien 
jurídico mediato (correcto funcionamiento de la Administración Pública) y directamente 
protegido (patrimonio del Estado).  
 Por tanto, se considera que la duplicidad del plazo de prescripción para el funcionario o 
servidor público esta basado en la exigencia del vínculo funcional (de derecho) entre el sujeto 
activo y el patrimonio del Estado. 
 En el Acuerdo Plenario 1-2010-CJ/116, se indicó que: “si el fundamento especial de la 
duplicidad de prescripción es la lesión efectiva del patrimonio del Estado realizada por los 
funcionarios o servidores públicos, es necesario que exista una vinculación directa entre estos. 
Tal fundamente exige que exista una relación funcionarial entre el agente infractor especial del 
delito – funcionario o servidor público – y el patrimonio del Estado.  
 En ese sentido, según VILLAVICENCIO, AMORRETTI, CASTILLO, PARIONA (2014) 
solo al sujeto doblemente cualificado (funcionario o servidor público que ostenta un vínculo 
funcional de derecho con el patrimonio del Estado) se le puede duplicar el plazo de prescripción, 
pues la necesidad de pena se ve incrementada cuando se presenta dicha circunstancia.  
 En base a ello, el fundamento de la regla especial de duplicidad del plazo de prescripción 
para los funcionarios o servidores públicos se encuentra en razones político criminal: se busca 
combatir de modo idóneo y adecuado una forma especial de criminalidad que tanto daño produce 
el Estado, crea un profundo lastre del sistema democrático, defrauda las expectativas sociales, es 
una causa paradigmática de la ineficiencia estatal y de debilidad de nuestras instituciones 
públicas: la criminalidad administrativa o funcionarial, llamada también delincuencia de posición 
estatal, entre la que destaca nítidamente  la corrupción de funcionarios en sus diversas formas 
comisivas, pero que abarca otras figuras delictivas en las que aparece como autor un funcionario 
público. 
 Se reconoce un mayor reproche, traducido en el plazo de la prescripción, por tratarse de un 
atentado contra el normal funcionamiento de las Administración Pública, la seguridad de los 
bienes pertenecientes a la Administración Pública y la inobservancia del deber de fidelidad del 






obligaciones del cargo o función que ejerce y abusa. En tal sentido, el ataque contra el patrimonio 
público es ejecutado por personas que integran la Administración Pública a las que se les confió 
el patrimonio y se colocó al bien en una posición de especial vulnerabilidad por aquellos. Esto 
implica un mayor desvalor de la acción – como conducta peligrosa para los bienes jurídicos – 
complementado con el desvalor de resultado derivado de la específica función de protección que 
tienen esas personas respecto del patrimonio del Estado, de la lesión que proviene de la acción 
desvalorada y de la mayor posibilidad que tienen para encubrir sus actividades ilícitas. 
 La Corte Suprema señala que, si el fundamento esencial de la duplicidad de la prescripción 
es la lesión efectiva del patrimonio del Estado realizada por los funcionarios o servidores públicos, 
es necesario que exista una vinculación directa entre estos. Tal fundamento exige el concurso de 
tres presupuestos concretos:  
a. Que exista una relación funcionarial entre el agente infractor especial del delito – 
funcionario o servidor público – y el patrimonio del Estado. 
 
b. El vínculo del funcionario o servidor público con el patrimonio del Estado implica que este 
ejerza o pueda ejercer actos de administración, percepción o custodia sobre bienes públicos. 
 
c. Puede servir como fuente de atribución de dicha posición y facultad funcionarial una orden 
administrativa y, por tanto, es posible que a través de una disposición verbal se pueda 
también transferir o delegar total o parcialmente el ejercicio de funciones concretas de 
administración, percepción o custodia sobre bienes públicos al funcionario o servidor que 
originalmente por su nivel y facultades específicas no poseía. 
 
 Una interpretación distinta – sostiene la Corte Suprema – sería irrazonable y viciaría de 
contenido la gravedad de la conducta de los funcionarios y servidores públicos respecto del 
patrimonio del Estado y asimilaría el hecho a delitos comunes sin ninguna diferenciación que le 
otorgue sentido a la disposición legal. 
 Por otro lado, para determinar si se debe aplicar la duplicidad de los plazos de prescripción 
al partícipe extraneus, que han intervenido en un delito cometido por un funcionario o servidor 
público contra el patrimonio del Estado , por ejemplo, en el delito de cohecho; cabe señalar que 
la Corte Suprema ha establecido que estos tipos de delitos se encuadran dentro de la categoría de 
delitos de infracción de deber y, por lo tanto, para su configuración no importa el dominio del 
hecho, sino que se forman a partir de la infracción de un deber especial que le corresponde  a la 
órbita del autor – característica intrínseca de los delitos de los delitos cometidos por los 
funcionarios y servidores públicos. El autor del delito – de infracción de deber – no puede ser 
cualquier persona, sino solo aquel funcionario o servidor público que ocupa un estatus especial y 
mantiene una vinculación exclusiva con el injusto sobre la plataforma del deber que ostenta. 
 La infracción del mismo lo convierte en autor, con independencia del dominio de la 
situación fáctica que no tiene ninguna trascendencia jurídica, pues el fundamento está construido 
por la posición que domina en relación al deber estatal que le corresponde: conducirse 
correctamente con lealtad y probidad en el ejercicio de la Administración Pública y con los bienes 
que se encuentran bajo su ámbito. En este espacio, por ejemplo, deberá disponer correctamente 
del patrimonio estatal que administra. 
 Por consiguiente, el funcionario o servidor público, en tanto y en cuanto su responsabilidad 
penal se sustente en la infracción del deber, siempre será autor del delito contra la Administración 
Pública, sin perjuicio de los diferentes presupuestos que también se requieran para determinar la 
autoría de cada injusto. Para fundamentar esta perspectiva, en la jurisprudencia nacional actual se 
considera dominante y homogénea la tesis de la unidad de título de imputación para resolver la 






a. un mismo hecho no puede ser reputado bajo dos tipos penales diferentes. 
 
b. El extraneus puede participar en delitos funcionariales y responderá por el injusto realizado 
por un autor que infringe el deber especial. Por tanto, la participación del extraneus no 
constituye una categoría autónoma de coejecución del hecho punible, sino que es 
dependiente del hecho principal. Esto es, no posee autonomía y configuración delictiva 
propia a pesar de que, aquel toma parte en la realización de la conducta punible. 
 Desde esta posición serán partícipes los que sin infringir el deber formen parte del hecho 
referido a la acción del infractor del deber. Esta posición guarda absoluta concordancia con el 
artículo 26 del código Penal que regula las reglas de la incomunicabilidad de las circunstancias 
de participación y señala lo siguiente: “Las circunstancias y cualidades que afectan la 
responsabilidad de algunos de los autores y partícipes no modifican las de los otros autores o 
partícipes del mismo hecho punible”. Esta fórmula ratifica la opción dogmática y jurisprudencial 
que sostiene la imposibilidad de la punibilidad del extraneus como autor de un delito de infracción 
de deber. 
 En conclusión, (HURTADO HUAILLA) el reproche de la duplicidad del plazo de 
prescripción se basa en la calidad del agente infractor, en el mayor desvalor de la acción y del 
resultado, por lo tanto, no teniendo el extraneus dicha calidad, corresponde que el cómputo del 
plazo de prescripción opere como el sujeto común que es. Y es que el funcionario público no solo 
tiene el deber de no perjudicar patrimonialmente al Estado (deber general correspondiente a todos 
los ciudadanos), sino que, como funcionario público, tiene también el deber de evitar que otros 
afecten el patrimonio estatal, esto es, el funcionario debe cuidar y proteger los intereses del 
Estado. Esta mayor gravedad de la actuación de los funcionarios públicos justificaría la aplicación 
de la regla especial de prescripción solo a ellos e incluso, cuando el funcionario no tenga el deber 
específico de administrar los bienes del Estado (repárese en que la norma hace referencia 
únicamente a la calidad de funcionario público), él, como funcionario público, tiene un deber de 
fidelidad y lealtad, expresado en un deber de proteger los intereses del Estado y, por lo mismo, 
también los intereses patrimoniales de este. En cambio, los extranei no están vinculados a ese 
deber especial, sino solo al deber general de no afectar el patrimonio ajeno. Por lo tanto, si los 
extranei afectan directamente el patrimonio estatal, su responsabilidad estará definida por la 
infracción del deber general de no cometer delitos. 
 
Solución del legislador en otros países  
- Legislación Europea. ARPIDE (2016) 
 
a. España 
 Para realizar un análisis del panorama de la problemática del participe extraneus en España, 
se ha planteado la siguiente interrogante: ¿El participe extraneus ha de ser castigado de idéntica 
forma que el autor intraneus? La solución ofrecida por el Tribunal Supremo dispone que, al 
carecer de la cualidad de funcionario que fundamenta la punibilidad, teniendo en cuenta el 
principio de proporcionalidad del art. 1 de la Constitución Española, cabe reducir la pena del 
participe extraneus mediante la atenuante analógica del articulo 9.10 (actual art. 21.7 CP). Ello es 
así señalan, porque las contribuciones de los inductores o cooperadores necesarios, son decisivas 
para el resultado, pero el desvalor de la acción es menor por no infringir deberes “derivados de 
especiales relaciones personales”.  
 En resumen, el Tribunal Supremo descarta la autoría o coautoría de extranei en los delitos 






mismos aplicando una atenuante analógica que se encontraría en el actual 21.7 CP. Esta es la 
opción jurisprudencial que se ha ido repitiendo constantemente hasta el año 2003.  
 En el año 2003, con la reforma la LO 15/2003 de 25 de noviembre, por la que se modifica 
la LO 15/1995 de 23 de noviembre del Código Penal se introduce el art. 65.3 que reza lo siguiente: 
 “Cuando en el inductor o en el cooperador necesario no concurran las condiciones, 
cualidades o relaciones personales que fundamentan la culpabilidad del autor, los jueces o 
tribunales podrán imponer la pena inferior en grado a la señalada por la ley para la infracción de 
que se trate”.  
 En ese sentido, resulta llamativa la STS 759/2006 de 13 de Julio de 2006. La misma 
resuelve un caso de Delito de administración desleal realizado por el director de un banco en favor 
a familiares y conocidos, surgiendo de nuevo la duda relativa a si es posible que estos últimos 
respondan por aquel delito, pues el Delito de administración desleal se trata, como así afirma la 
sentencia, de un Delito especial propio. Para resolverlo, el tribunal se basa en la STS 52/1993 del 
18 de enero de 1994.  
 En consecuencia, en razón al art. 65.3 CP la legislación española adopta la solución 
jurisprudencial consistente en la aplicación a los partícipes extraneus de una atenuante analógica. 
Pues bien, efectivamente, el Tribunal Supremo estima que aún con el art. 65.3 CP en vigor, la 
solución jurisprudencial consistente en la atenuación analógica basada en el respeto al principio 
de proporcionalidad, sigue operativa. Ello lo fundamenta aduciendo que el art. 65.3 CP, lo que 
hace es dar al juzgador la opción de reducir la pena aún más que con la atenuante. Por ello, la 
atenuante analógica es obligatoria, mientras la aplicación del art. 65.3 CP es facultativa.  
 De esta manera, dado que la aplicación del art. 65.3 CP, es, como se ha visto, de carácter 
facultativo, en caso de que el tribunal que conozca de la causa correspondiente no vea apropiado 
aplicar tal precepto, siempre se respetará aquel principio de proporcionalidad aplicando la 
atenuante analógica del artículo 21.7 CP.   
 Otra cuestión a tratar en este precepto 65.3 CP, es la referente a los cómplices. Estos no 
son nombrados en el tenor del artículo, por lo que existe la duda de si están o no incluidos en este. 
El Tribunal Supremo, también se ha encargado de resolver la cuestión, concretamente en la STS 
841/2013, de 18 de noviembre considerando que “es cierto que explícitamente el art. 65.3 no hace 
mención a los cómplices, lo que no excluye que se pueda participar en el hecho en tal concepto, 
sin reunir las condiciones o cualidades personales del sujeto activo”.  
 Así, el Tribunal Supremo admite dos rebajas concurrentes, una por ser cómplice (art.63 
CP), y otra por ser un participe extraneus en un delito especial (art.65.3 CP).   
 
b. Italia 
 La doctrina penal italiana ha debatido sobre esta problemática durante mucho tiempo. A 
diferencia de España, en donde se ha tardado décadas en codificar una solución, el Legislador 
italiano ha dado una solución expresa en el Código Penal de 1930.  
 En Italia, de forma similar a lo que se prevé en el Derecho español (aunque con una 
diferente terminología), se distingue entre Delitos propios (especiales) y Delitos comunes. Las 
características de ambos, tratadas con referencia al derecho español de forma más específica en 
el epígrafe primero del presente trabajo, son sustancialmente iguales, es decir:   
 Los delitos propios son aquellos en los que el sujeto activo tiene que tener una particular 






 Los delitos comunes son aquellos que pueden ser cometidos por cualquier sujeto (son los 
tipos penales en los que se utiliza la palabra “cualquiera”).  
De la misma forma, dentro de la categoría de los Delitos propios se puede distinguir entre:  
 Delitos propios exclusivos: cuyo propósito criminal solo puede ser llevado a cabo por los 
que revisten una determinada posición respeto a un facto. Se corresponden en España con 
los Delitos especiales propios.  
 
 Delitos propios no exclusivos: en este caso, la presencia de una determinada calidad o 
condición solo tiene como consecuencia la mutación del título (por ejemplo, la apropiación 
indebida ex. art. 646 CPi si el delito es puesto en marcha por un particular, y peculado si 
es cometido por un funcionario público ex art. 314 CPi). En este caso, se corresponden con 
los Delitos especiales impropios en España. 
 Los problemas que se plantean en el ámbito del concurso de personas hay que distinguirlos 
entre los relativos al concurso en los Delitos propios exclusivos y los relativos a los Delitos 
propios no exclusivos. Así, el concurso en el Delito propio es admitido tanto por la Doctrina, 
como por la Jurisprudencia, fundamentándose ambas en el hecho de que exista por parte del 
extraneus la conciencia de la calidad subjetiva del intraneus para la determinación del título 
aplicable. Se aplicaría así, la disciplina prevista por el del CPi, que afirma que “si más personas 
concurren en el mismo delito, cada una de ellas subyace a la pena por este prevista, salvo lo 
dispuesto en los artículos siguientes”, constituyéndose en este caso la responsabilidad penal del 
extraneus tanto en el caso en el que el delito sea propio exclusivo, como en el caso en el que el 
delito sea propio no exclusivo.   
 En síntesis, para la aplicación del art. 110 CPi deben concurrir dos condiciones sine que 
non. Son las siguientes:  
1- Que la acción típica sea desarrollada por el intraneus o, mejor dicho, por la persona que posea 
la calificación requerida por la norma penal.  
 2- Que el extraneus rectius, la persona que no posee la calificación requerida para integrar el tipo 
penal, conozca o sea consciente de la calidad de intraneus del sujeto autor del delito.   
 En cambio, si el extraneus ignora las calidades personales del intraneus, no habrá aplicación 
de la disciplina del art. CPi porque en este caso habría un defecto de conciencia de las cualidades 
personales que determinan el desvalor penal del hecho.  Y, más específicamente, el hecho de que 
el extraneus tenga que ser consciente de las calidades del intraneus, es una consecuencia del 
principio de la personalidad de la responsabilidad penal119.   
 Con referencia al concurso de personas en los Delitos propios no exclusivos, hay que tener 
en cuenta que, en ese caso, también la comisión por parte del extraneus, si bien bajo un diferente 
nomen iuris, constituye delito.  Es necesario añadir una matización: el delito cometido en 
concurso se considera como “figura unitaria” y por lo tanto los concurrentes no pueden ser 
considerados autores de dos delitos diferentes.   
 Muchas palabras han sido dichas por la Doctrina y Jurisprudencia con referencia a la 
aplicación del art. 117 CPi que dispone lo siguiente:   
“Si por las condiciones o las cualidades personales del culpable, o por las relaciones entre el 
culpable y el ofendido, cambia el título del delito para alguno de los que han concurrido en él, 
también los otros responden del mismo delito. Sin embargo, si este es más grave, el juez puede 
atenuar la pena respecto de aquellos en los que no se dan las condiciones, cualidades o relaciones 
antes mencionadas”. Este precepto, se aplica cuando no concurre en el extraneus el requisito de 







 Alemania puede ser considerada la cuna de la dogmática penal que trata de resolver esta 
cuestión ya que siempre ha sido un tema polémico entre los distintos autores. El Legislador 
alemán ha normativizado la solución, aún vigente, mucho antes que el Legislador español. En 
concreto en el año 1968 en el §28 StGB. Aunque la Doctrina alemana es muy variada en relación 
a la interpretación de ese precepto por la problemática que el mismo plantea, la mayor parte de 
autores apuntan a una correspondencia de las soluciones con los dos tipos de delitos especiales 
que ya se han mencionado. Esto se refiere a los Delitos especiales propios y los impropios. El §28 
StGB está formado por dos párrafos que disponen lo siguiente: 
 “Si faltan características especiales personales (§ 14, inciso 1) en el participe (Instigador o 
cómplice), que fundamenten la punibilidad del autor, entonces se debe reducir la pena, 
de conformidad con el § 49, inciso 1.  
 
 “Si la ley determina que características personales especiales agraven la pena, la 
disminuyan o la excluyan, entonces esto solo rige para los partícipes (autor o partícipe), 
en quien concurran”.   
 El párrafo primero, en relación a lo expuesto, sería el aplicable a los Delitos especiales 
propios. De esta forma, la pena para el participe extraneus se impone en base a las reglas de 
atenuación previstas en el §49125, aplicable en supuestos de tentativa atenuando la pena.  
 El segundo párrafo, por el contrario, es el que se aplicaría para los Delitos especiales 
impropios. Apréciese que con la adopción del §28.1 StGB se castiga al participe extraneus por el 
Delito especial propio, manteniendo con ello la unidad de título de imputación. Por el contrario, 
con la aplicación del §28.2 StGB se va a hacer responder al extraño por un delito diferente, 
rompiendo de esa manera la unidad de título de imputación.   
 Las dos principales reflexiones que se pueden extraer de lo analizado en el caso del 
Ordenamiento español, y de esta exposición tan sinóptica de la solución legislativa de los 
Ordenamientos italiano y alemán son las siguientes:  
 Por cuestiones de política-criminal, los autores y la Jurisprudencia, buscan soluciones para 
evitar la impunidad de los partícipes extranei en los delitos especiales en aquellos 
ordenamientos jurídicos que no prevén una solución legislativa expresa. Una vez 
introducido este precepto, que en esencia es la solución aportada anteriormente por el 
Tribunal Supremo, se discute sobre la forma de interpretar la norma. Si bien, hay una cosa 
meridianamente clara entre la mayoría de los autores, que es la necesidad de respetar el 
principio de proporcionalidad, y con ello, atenuar la pena del participe extraneus en los 
delitos especiales.  
 
 En los tres ordenamientos jurídicos expuestos, aún con sus diferencias, y a pesar de todas 
las discusiones que puedan existir en la interpretación de sus normas, siempre se respeta 
ese principio de proporcionalidad respecto de las penas del intraneus y del extraneus en los 
delitos especiales.   
 Se trata en efecto, de dos ideas muy vagas en sí mismas, pero que a su vez son la esencia 
principal de lo que se persigue en el estudio de este problema. Es decir, evitar la impunidad de 
aquellos que participan en los delitos especiales por el hecho de no reunir las condiciones exigidas 









Legislación Americana. NACIONES UNIDAS (2004) 
 La Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción, aprobada por la Asamblea 
General de la ONU el 31 de octubre de 2003, que fue firmada en una Conferencia Política de Alto 
Nivel que se llevó a cabo en Mérida, Yucatán, del 9 al 11 de diciembre de 2003, establece medidas 
que deberán adoptar los Estados parte para prevenir y combatir más eficaz y eficientemente la 
corrupción. 
Artículo 8. Códigos de conducta para funcionarios públicos  
1. Con objeto de combatir la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios 
fundamentales de su ordenamiento jurídico, promoverá, entre otras cosas, la integridad, la 
honestidad y la responsabilidad entre sus funcionarios públicos.  
2. En particular, cada Estado Parte procurará aplicar, en sus propios ordenamientos 
institucionales y jurídicos, códigos o normas de conducta para el correcto, honorable y 
debido cumplimiento de las funciones públicas.  
3. Con miras a aplicar las disposiciones del presente artículo, cada Estado Parte, cuando 
proceda y de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, 
tomará nota de las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, interregionales 
y multilaterales, tales como el Código Internacional de Conducta para los titulares de cargos 
públicos, que figura en el anexo de la resolución 51/59 de la Asamblea General de 12 de 
diciembre de 1996.  
4. Cada Estado Parte también considerará, de conformidad con los principios fundamentales 
de su derecho interno, la posibilidad de establecer medidas y sistemas para facilitar que los 
funcionarios públicos denuncien todo acto de corrupción a las autoridades competentes 
cuando tengan conocimiento de ellos en el ejercicio de sus funciones.  
5. Cada Estado Parte procurará, cuando proceda y de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, establecer medidas y sistemas para exigir a los 
funcionarios públicos que hagan declaraciones a las autoridades competentes en relación, 
entre otras cosas, con sus actividades externas y con empleos, inversiones, activos y regalos 
o beneficios importantes que puedan dar lugar a un conflicto de intereses respecto de sus 
atribuciones como funcionarios públicos.  
6. Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, medidas disciplinarias o de otra índole contra todo 
funcionario público que transgreda los códigos o normas establecidos de conformidad con 
el presente artículo. 
 
a. Venezuela 
Dentro del desarrollo de su tesis sobre imprescriptibilidad MONTES DE 
OCA (2017) señala que, la Constitución de Venezuela, promulgada el 20 de 
diciembre de 1999, regula en su artículo 271 lo siguiente:  
 
Artículo 271º: En su primer párrafo señala “(…) No prescribirán las acciones 
judiciales dirigidas a sancionar los delitos contra los derechos humanos, o 
contra el patrimonio público o el tráfico de estupefacientes”. 
 
b. Bolivia 
La legislación boliviana, elaboró un proyecto que contemplaba la 







En razón a ello, el artículo 112º de la Constitución Política del Estado de 
Bolivia señaló: “Los delitos cometidos por servidores públicos que atenten 
contra el patrimonio del Estado y causen grave daño económico, son 
imprescriptibles y no admiten régimen de inmunidad”. 
 
La Constitución Política boliviana, tal como señala BALDEÓN (2012), 
regula en su artículo 112º, que los delitos cometidos por funcionarios públicos 
que importen un perjuicio en el patrimonio del Estado son considerados 
imprescriptibles.  
 
De esta forma Bolivia al igual que Ecuador, regula en su legislación a 
este tipo de delitos con carácter de imprescriptibles, lo que da pie que los delitos 
de corrupción sean perseguidos indefinidamente.  
 
Así, la legislación boliviana opta no solo por un modelo de persecución 
penal, sino que otorga a los delitos de corrupción una dimensión jurídica 
especial, lo que permite establecer que la decisión de política criminal que 
considera que los delitos de corrupción de funcionarios, en relación a otros 
delitos, tienen una particular y notoria gravedad, lo cual justifica ese nivel de 
persecución. 
 
En términos concretos la aplicación de esta disposición constitucional les 
corresponderá a los magistrados del Poder Judicial y del Ministerio Público en 
cada caso concreto en el que–de acuerdo a la norma constitucional- existan 
indicios o evidencias de la existencia de un perjuicio al patrimonio del Estado. 
 
c. México  
Respecto a la legislación mexicana, la misma manifiesta que en el mes 
de diciembre de 2007, se elaboró un Proyecto de imprescriptibilidad 
(SECRETARIA DE GOBERNACION MEXICO) de los delitos cometidos por 
servidores públicos y de creación del Observatorio Ciudadano contra los actos 
de Corrupción.   
 
Así, se planteó la no prescripción de los delitos de ejercicio indebido de 
servicio público, abuso de autoridad, desaparición forzada de personas, 
coalición de servidores públicos, uso indebido de atribuciones y facultades, 
concusión, intimidación, ejercicio abusivo de funciones, tráfico de influencia, 
cohecho, peculado y enriquecimiento ilícito. 
 
Definitivamente, el combate a la corrupción está íntimamente 
relacionado con la función que desempeñan los servidores públicos, que son los 
que más frecuentemente abusan de su encargo, amparados por el poder que 
ostentan y la posición política que ocupan. Son ellos quienes responden 
directamente a los intereses del Estado, que a su vez son los intereses de la 
sociedad, por lo que el abuso por parte de ellos, significa un detrimento en 
perjuicio de toda una nación.  
 
De ahí la importancia de que su actuar incorrecto tenga como 






imprescriptible con el objeto de que sus actos no queden impunes, ante la 
indignación y enojo, con toda razón, de la sociedad.  
 
En atención a la gravedad de las conductas corruptas, el agravio que ellas 
suponen y el interés de toda la ciudadanía en su sanción, no debe existir barrera 
temporal alguna para llevar a cabo la persecución penal de los actos de 
corrupción. Actualmente existen términos de prescripción que favorecen 
abiertamente la impunidad de sus autores.  
 
Así, personas a quienes se les atribuyen vínculos con actos de corrupción, 
libran rápidamente el proceso penal y, en su caso, la cárcel. Ese es el camino 
que, lamentablemente, sigue la mayoría de quienes se ven involucrados en actos 
de corrupción y gozan, en determinado momento, de la prescripción que la ley 
otorga. Para evitarlo, es necesario contar con una legislación adecuada, que no 
favorezca a los corruptos.  
 
La imprescriptibilidad de delitos cometidos por servidores públicos, 
como el ejercicio indebido de servicio público, abuso de autoridad, coalición de 
servidores públicos, uso indebido de atribuciones y facultades, concusión, 
intimidación, ejercicio abusivo de funciones, tráfico de influencias, cohecho, 
peculado y el enriquecimiento ilícito, encuentra su justificación en el bien 
común. Se debe comenzar por abatir el grave problema de la corrupción desde 
el gobierno mismo, se tienen que implementar medidas eficientes, es importante 
que estos delitos que son cometidos por trabajadores al servicio del Estado, sean 
imprescriptibles, ello sin duda coadyuvará al mejoramiento y la credibilidad de 
la función pública.  
 
La no prescripción de los delitos cometidos por funcionarios públicos, 
incidirá en el fortalecimiento de una cultura democrática y en la consolidación 
de un Estado eficiente que otorgue eficacia a la prioridad del interés público. 
Con esta adición al Código Penal Federal que se propone en la presente 
iniciativa, se logrará que los servidores públicos que han cometido ilícitos en 
perjuicio de la sociedad mexicana, no evadan su responsabilidad y se les someta 
a la justicia por los cargos que se les imputa 
 
 
CHILE. MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE LA 
PRESIDENCIA (2016) 
  
Uno de los puntos más debatidos en la jurisprudencia y en la doctrina, 
tanto nacional como comparada, es el que dice relación con el tema de cómo 
sancionar en este tipo de delitos a los partícipes que no son funcionarios 
públicos, en definitiva cómo castigar a los particulares que acuerdan o se 
conciertan con los funcionarios públicos para cometer esta clase de ilícitos.   
  
En los delitos funcionarios, en principio, el autor debe cumplir con un 
requisito básico para ser punible, cual es el de tener la calidad de funcionario 






dicha calidad o porque la legislación ha querido crear figuras delictivas 
agravadas o privilegiadas por la relevante función que cumplen los empleados 
públicos.  
  
En el primer caso, a modo de ejemplo, siempre se cita el delito de 
prevaricación judicial, pues solo un Juez puede dictar a sabiendas una sentencia 
contraria a derecho, no es posible que un particular lo hiciera, y en el segundo 
caso, se cita a la malversación de caudales públicos, pues si la sustracción la 
realiza un particular, podremos estar frente a una apropiación indebida o un 
hurto o una estafa, las que son las figuras bases de la malversación. Así pues, 
cuando en un delito funcionario se ve involucrado un particular, se plantea la 
duda de cómo sancionar a ese particular.  
 
Se discute si ese tercero, que no tiene la calidad de funcionario público, 
debe ser sancionado como si lo fuera. Aquellos que se inclinan por la respuesta 
afirmativa arguyen que existe una especie de “comunicabilidad de la calidad de 
sujeto activo”, específicamente cuando se trata de delitos  
contra la Función Pública.   
  
La postura contraria sostiene que ello no es posible, toda vez que para 
cometer un delito funcionario es requisito sine qua non, que quien cometa ese 
delito sea un funcionario público. Por lo tanto, si en un delito que afecte la 
función administrativa interviene un particular, a este se le  
debe procesar y sancionar por un delito que haya podido cometer, sin esa 
condición, como por ejemplo la estafa, y conforme a la pena que la ley 
determine para ese delito. Existe una relación de especialidad directa entre la 
norma penal y la calidad de funcionario público.   
  
Sobre esta última postura, es posible encontrar en la jurisprudencia 
chilena algunas sentencias. Así, en sentencia de la Corte de Apelaciones de 
Talca, del año 1983, (Gaceta Jurídica N° 42, p. 89), se señala: "la circunstancia 
de ser empleado público o municipal que actúe en el desempeño de su cargo, o 
que desempeñe operaciones propias de este, es una calidad personal que 
constituye un elemento integrante de la figura delictiva de fraude al fisco, que 
no puede comunicarse a “extraños” por impedirlo el artículo 64 del código 
penal”. 
  
En ese mismo sentido, la Corte Suprema, con fecha 02/12/2009, en 
sentencia recaída en causa Rol 7640-2008, manifiesta que: "en el presente caso 
se trata de obligaciones en que el autor se enfrenta a su propio deber, lo que 
impide el actuar conjunto o intervención delictiva, como modelo de imputación 
en los casos de concurrencia de varias personas". 
  
Otro fallo en esta misma línea, es el de la Corte Suprema, de fecha 
07/10/2002, dictado en causa Rol 3028-2002, cuando dice: "Sin embargo, en el 
sistema penal chileno, la autoría como la complicidad en el ilícito de peculado 
están reservadas solo a quienes tengan la calidad de empleados públicos y es 
necesario, asimismo, que administren o tengan a su cargo fondos públicos, por 






codelincuentes no empleados públicos, se les debe procesar por un delito que 
hayan podido cometer, sin esa condición, como por ejemplo la estafa". 
 
Comentario del tesista: 
En ese sentido, de lo antes referido se advierte que efectivamente existe un vinculo 
especial entre el funcionario y servidor público con el patrimonio, vinculación que no es 
compartida por el extraneus o participe, toda vez que estos no cumplen con los presupuestos 
señalados en los acuerdos plenarios desarrollados por la corte suprema. 
La corte suprema es clara al señalar que, el funcionario y servidor público merece una 
pena mayor al extraneus, basándose en diversos aspectos, que no solo recaen en la infracción del 
deber en la que incurre el funcionario o servidor público, que por cierto es un elemento relevante 
y constitutivo para imputarle un mayor nivel de responsabilidad, sino que el mismo se encuentra 
rodeado o complementado de puntos importantes tales como, que el funcionario debe tener una 
relación o vinculación directa con el patrimonio del estado el mismo que se vulnera en razón a la 
infracción del deber; es decir es una secuencia de hechos concatenados, que inicia con la 
infracción de ese deber del que se encuentran premunidos los funcionario  o servidor público, 
ocasionando que falte a su deber de cuidado del patrimonio del estado que se encontraba en 
especial estado de vulnerabilidad. 
Además, la afectación no solo va dirigida al deber que emana del tipo penal que infrinja 
en su calidad de funcionario o servidor público, sino también a deberes propios de su función y 
actuación en la función público; ya que está se debe desarrollar en virtud a los deberes de lealtad, 
protección del patrimonio, con el fin de que exista un correcto funcionamiento de la 
administración pública. 
Por lo tanto, al ser la conducta del funcionario y servidor publica consecuencia del deber 
de infracción especial, resulta ser mas reprochable respecto a la conducta desplegada por el 
particular o extraneus, por ende, corresponde que, al momento de imponer una pena, o en su caso 
fijar el plazo de prescripción, se considere un mayor grado de responsabilidad al funcionario y 
servidor público. Y es que esto se relaciona con lo establecido en el artículo 26º del CP referido 
a la incomunicabilidad de las circunstancias, pues para el particular no concurre las mismas 
circunstancias que para el autor de los delitos especiales como son los funcionario y servidores 
públicos, pues solo a ellos en mérito al deber de cuidado y protección del patrimonio es a quienes 
les corresponde que se les duplique el plazo de prescripción porque lesionan el patrimonio del 
estado. 
Asimismo, existe un mayor desvalor en la conducta desarrollada por el funcionario y 
servidor público, ya que el ataque que se realiza en desmedro el patrimonio, pertenece al estado, 
sin tener en cuenta que es el Estado mismo quien le otorga la calidad y estatus jurídico de 
funcionario y servidor público, del que abusa y utiliza de manera incorrecta y contrario a las 
normas establecidas, inclusive hace uso de su cargo para tener mayores facilidades al momento 
de encubrir los hechos delictivos desarrollados, todo ello con la finalidad de obtener un beneficio 
propio o de un tercero afectando así  al patrimonio del estado. 
En esa misma línea, cabe precisar que la postura que se adopta, respecto a que existe una 
vinculación directa entre el funcionario y servidor público con el patrimonio a diferencia de los 
particulares y por ende corresponde que no se le de un igual tratamiento al momento de fijar el 






diferentes acuerdos plenarios que se han venido desarrollando a fin de resolver y dar un mayor 
alcance acerca de la responsabilidad penal de ambos. En ese sentido, recogiendo lo establecido 
por los acuerdos plenarios, esta investigación adopta la postura antes señalada referida a que el 
plazo de prescripción del plazo de prescripción tiene su basamento en el deber especial que ostenta 
el funcionario o servidor público, por lo que no corresponde se aplique el mismo criterio al 
particular y manifiesta que efectivamente habrá duplicidad de prescripción siempre y cuando 
exista una lesión efectiva al patrimonio del estado, y dicha lesión solo puede ser perpetradas por 
el autor de los delitos especiales contra la administración pública, que son tal como los señala los 
mismos funcionarios públicos encargados de salvaguardar el patrimonio del estado, por ello el 
partícipe solo merece ser sancionado en el caso que exista un hecho antijurídico que haya sido 
desarrollado por el autor, es decir la responsabilidad del partícipe es dependiente de la conducta 
desplegada por el autor, pues no cualquier persona va a realizar conductas cuya caracteristicas 
relevantes e indispensables es que el autor tenga una cualidad especial, como la de funcionario o 
servidor público, ya que por ello el legislador les denomino delitos contra la administración 
pública y la doctrina lo encuadro como delitos especiales, ya que solo pueden ser desarrollados 
con agentes que tengan tal cualidad.  
Finalmente, en el presente trabajo también se ha considerado posturas desarrollas en otros 
países de Europa, que respaldan la postura antes referida, señalando que los particulares o 
extraneus no se les debe duplicar en plazo de prescripción pues no tienen la cualidad de 
funcionario y mucho menos está vinculado con el patrimonio del estado. 
Por otro lado, los países sudamericanos, han optado por desarrollar políticas contra la 
corrupción tales como el desarrollo de La Convención de las Naciones Unidas Contra la 
Corrupción, en la cual se han establecido de manera conjunta y de mutuo acuerdo desarrollar 
políticas que permitan combatir actos de corrupción desplegados por los funcionarios y servidores 
públicos, una de esas políticas es la imprescriptibilidad de la pena, la misma que ha sido adoptada 
por todos los países suscritos, sin embargo nada habla sobre una política para los particulares 
mucho menos referida a la prescripción de la pena, porque está demostrado que es el funcionario 
o servidor público de quien depende la protección del patrimonio o la decisión de afectar la 
correcta administración pública.  
En merito a ello, no hace más que ratificar que los países sudamericanos  han adoptado 
una postura y están de acuerdo en que, el mayor grado de responsabilidad y reprochabilidad son 
aquellos  actos cometidos por el funcionario o servidor público y es sobre ellos, sobre quienes se 
debe tomar medidas mucho más efectivas y drásticas para erradicar la corrupción y no sobre los 
particular, que si bien no pueden quedar sus actos impunes, tampoco se les puede equiparar su 
responsabilidad a un funcionario público y mucho menos optando por medidas como la de 












4.1.2.  Afectación a los Principios constitucionales de Igualdad, proporcionalidad y 
razonabilidad. 
 
Principio de igualdad. 
 La Constitución Política, reconoce que todas las personas son iguales ante la ley y prohíbe 
toda práctica de discriminación que resulte contraria a la dignidad humana, precepto al cual, el 
Constituyente le otorgó el rango de uno de los valores superiores que informan nuestra 
Constitución. Así, el Estado debe, a través del Poder Legislativo, emitir las leyes con absoluto 
respeto al principio de igualdad.  Lo anterior, no implica que deba darse un trato igualitario a 
todos los grupos de personas, pues, por el contrario, se debe procurar que, en iguales condiciones, 
se apliquen las mismas medidas jurídicas. Toda vez que, existen grupos de personas que, por sus 
condiciones particulares, se encuentran en una situación distinta a los demás, siendo que, de 
otorgárseles el mismo trato, se les estaría colocando en una condición de desventaja que resultaría 
discriminatoria.71 
Asimismo, se señala que la igualdad ante la ley es un principio constitucional a la vez que 
un derecho subjetivo que garantiza el trato igual de los iguales y el desigual de los desiguales.72 
En ese sentido, debe advertirse que el artículo 2 inciso 2 de la Constitución Política del 
Perú consagra a su vez, el principio de igualdad y el derecho a la igualdad. La igualdad en tanto 
principio es uno de los pilares del orden constitucional que permite la convivencia armónica en 
sociedad. Por su parte, la igualdad, en tanto derecho, implica una exigencia individualizable que 
cada persona puede oponer frente al Estado para que este lo respete, proteja o tutele.73 
Constitucionalmente, el derecho a la igualdad tiene dos facetas: igualdad ante la ley e 
igualdad en la ley. La primera de ellas quiere decir que la norma debe ser aplicable por igual a 
todos los que se encuentren en la situación descrita en el supuesto de la norma; mientras que la 
segunda implica que un mismo órgano no puede modificar arbitrariamente el sentido de sus 
decisiones en casos sustancialmente iguales, y que cuando el órgano en cuestión considere que 
debe apartarse de sus precedentes, tiene que ofrecer para ello una fundamentación suficiente y 
razonable.74 
 Por su parte la jurisprudencia constitucional a través de varios pronunciamientos ha logrado 
decantar el contenido del principio de igualdad establecido en el artículo 33 de la Constitución, 
señalando que por medio de él, se prohíbe hacer diferencias entre dos o más personas que se 
encuentren en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas, sin que pueda pretenderse 
un trato igual cuando las condiciones o circunstancias son desiguales, se acuerda, en principio, un 
trato igual a situaciones iguales y se posibilita un trato diferente a situaciones y categorías 
personales diferentes.75 
Una vez analizada la norma en cuestión, debe establecerse si el principio de igualdad, 
receptado en el artículo 33 de la Constitución Política, obliga a tener un solo procedimiento 
en cuanto a la prescripción penal en todos los delitos del ordenamiento jurídico. La 
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conclusión es que no, pues el principio de igualdad acepta el trato desigual, para situaciones 
desiguales, siempre y cuando este no sea irrazonable o desproporcionado. El artículo 62 
establece una diferenciación que no es irrazonable o desproporcionada, pues siendo el ilícito de 
corrupción un delito que se ejecuta, desde el poder que ostenta el funcionario público, tal 
condición le permite controlar y neutralizar la posible investigación, de manera que la 
especificidad de algunas causales de prescripción frente a otros infractores no resulta 
contraria a aquellos postulados. La ejecución de los actos de abuso de poder desde posiciones 
de poder es una condición que no poseen todos los infractores, los funcionarios públicos no 
obran manejando cosa propia o haciendo uso de un derecho propio, sino por mandato y en 
representación del pueblo, cuerpo político en quien reside la soberanía, por esa razón se justifica 
la variación de las causales de prescripción, caso contrario se podría convertir en fuente de 
impunidad. 
Comentario del tesista: 
De lo expuesto, se precisa que el principio de igualdad, no implica tener un trato 
igualitario a todas las personas que integran un determinado grupo o que pertenecen a estatus 
jurídico específico, como es el caso de los funcionario s o servidores públicos, sino por el 
contrario trata de desarrollar iguales medidas de seguridad a aquellos que tienen iguales 
condiciones caso contrario se debe optar por otorgar un tratamiento diferenciado; sin embargo al 
referirse a los particulares y funcionarios o servidores públicos, es claro que según lo referido con 
anterioridad, estos no presentan iguales condiciones jurídicas ni sociales que permitan aplicar lo 
establecido en el artículo 41º de las Constitución Política del Perú, es decir fijar igual plazo de 
prescripción.  
Es así que, lo establecido en el artículo 41º de la constitución política del Perú., referido 
a la duplicidad del plazo de prescripción tanto para funcionarios o servidores públicos como para 
los particulares es una grave afectación al principio constitucional de igualdad previsto en el 
mismo dispositivo legal, toda vez que el legislador no ha considerado las condiciones desiguales 
que existen entre ellos, asimismo, no ha realizado una fundamentación suficiente y razonable que 
permita sustentar lo referido a la prescripción del extraneus; pues de la lectura y análisis del 
proyecto de ley desarrollado por el congreso y promulgado en el año 2017, no existe en la parte 
exposición de motivos, argumentos suficientes que debiliten la postura adoptada y planteada por 
La Corte Suprema, los autores nacionales e internacionales y por otras legislaciones extranjeras, 
sino por el contrario, corrobora y da mayor énfasis al grado de reprochabilidad de los actos del 
funcionario o servidor público, por lo que la duplicidad de prescripción para el particular a la que 
hace referencia el referido artículo, responde más a propuestas político jurídicas, no hacen más 
que vulnerar principios ya establecidos en la Constitución Política del Perú, los mismos que 
consagran pautas rectoras para un mejor manejo y cumplimiento de la Constitución, dichas 
pautas coadyuvan para que las tareas de interpretación, aplicación e integración del pleno 
constitucional se establezcan de forma lógica, armónica y sistémica. 
Principio de Proporcionalidad 
El principio de proporcionalidad de las penas se deriva el principio de culpabilidad, toda 
pena debe guardar proporción y correspondencia con el nivel de reprobabilidad jurídica y social 
del acto sancionado, es decir, debe sancionar el acto en tanta dimensión como tan reprobable 
resulte el acto respecto a la persona responsable.76 
La determinación de la pena, es decir, el momento en que el legislador genera una norma 
que establece un tipo penal y le impone un cierto tipo de sanción. En ese sentido, el principio de 
proporcionalidad de las penas es una limitación dirigida al ejercicio de las facultades legislativas 
                                                             






en materia penal, revelada como el equilibrio cuantitativo y cualitativo que debe existir entre un 
delito cometido y la pena aplicable prevista por ley.77 
 En resumen, cuando en la ley penal no exista una previsión legal específica sobre el marco 
penal aplicable al extraneus partícipe de un delito especial, en el caso del delito especial impropio, 
cuando la cualidad se base en la culpabilidad u otros razonamientos más allá del injusto, puede 
recurrirse al marco penal del delito común subyacente para aplicar la pena al extraneus. En los 
demás casos de delito especial impropio y en los delitos especiales propios, por razones de 
legalidad, solamente puede aplicarse el marco penal previsto para el intraneus (el del delito 
especial), pero el juzgador, con base en el principio de proporcionalidad, debería tener en cuenta 
la condición de extraneus y fijar la pena haciendo que ésta se acerque al mínimo legal. 
 Finalmente, si se quiere respetar el principio de proporcionalidad, también deben tenerse 
en cuenta las diferencias de injusto (atenuado) de las distintas conductas que pueda ejecutar el 
partícipe extraneus al momento de participar del delito especial. Así, como se suele hacerse en la 
doctrina alemana, pueden considerarse los distintos "grados de injusto" de la conducta del 
extraneus partícipe en delitos especiales (o de "infracción del deber"), o sea según si su aporte se 
correspondiera --empleando para ello imaginariamente el "dominio del hecho"- con una 
contribución de "autor" de delitos de dominio, de "inductor" o de "cómplice''. Y según estos 
grados, su pena debería ser medida atendiendo a las diferencias de injustos (el injusto de la autoría 
y de la instigación es mayor que el de la complicidad) y a la base legal disponible. Por lo demás, 
en los delitos especiales impropios, como la conducta del extraneus (aparentemente) tendría 
relevancia no solamente para el delito especial, sino también para el común subyacente, podría 
darse un concurso (p. ej., cómplice de peculado y autoría de hurto). Pero tal concurso sería 
solamente aparente, pues, en realidad, el injusto cometido (colaboración en un "injusto mayor" o 
-según otra tesis- en una "infracción del deber") desplaza al menor del delito común. ABANTO 
VASQUEZ (2001). 
Comentario del tesista: 
 Respecto al principio de proporcionalidad, se advierte que ya se determinado que el nivel 
de reprochabilidad por los actos de corrupción son mayores cuando son cometidos por los 
funcionarios o servidores públicos, ya que sobre ellos recae el deber emanado del tipo penal, que 
al ser infringido vulnera el deber de protección que deben de tener sobre el patrimonio del estado 
vulnerando así el vinculado especial existente entre el funcionario o servidor público y el 
patrimonio del estado que se encuentra en un estado de vulnerabilidad.  
 Sobre este mayor nivel de reprochabilidad de los actos cometidos por funcionarios o 
servidores públicos, es sobre el cual  entra a regir el principio de razonabilidad, pues, debe existir 
un grado de proporcionalidad entre el nivel de reprochabilidad y el agente, en este caso, el 
funcionario o servidor público, pues es este quien, comparado con el particular, genera un mayor 
perjuicio al estado por tanto resulta coherente que el plazo de prescripción que se le fija sea mayor 
que el del particular, es decir corresponde que se duplique el plazo de prescripción solo al 





                                                             






Principio de razonabilidad 
 El principio de razonabilidad y de proporcionalidad, en cuanto examinar la 
constitucionalidad de los supuestos de eventual discriminación, comprende los siguientes 
aspectos: determinación de la finalidad del tratamiento diferenciado, examen de idoneidad y de 
necesidad. 78 
 Mas allá de los diferentes significados que ha asumido la razonabilidad tanto en doctrina 
como en jurisprudencia comparada, cabe destacar, que en el ámbito del juicio de igualdad una 
medida que establezca un trato diferente será razonable solo cuando haya superado el juicio de 
proporcionalidad. Por ello el principio de proporcionalidad se constituye, a su vez en un 
mecanismo (medio) que sirve para llegar a una decisión razonable (fin), es decir, a una decisión 
ponderada y equilibrada.79 
 En ese sentido con el objeto de determinar cuando se está frente a una medida que implica 
un trato desigual no válido a la luz de la cláusula de igualdad, la medida diferenciadora no solo 
debe sustentarse en una base objetiva, sino además encontrarse conforme con el test de 
razonabilidad. Mediante este test se controla si el tratamiento diferenciado está provisto de una 
justificación. En segundo lugar, si entre la medida adoptada y la finalidad perseguida existe 
relación. Y, finalmente determinar si se trata de una medida adecuada y necesaria, esto es, si 
respeta el principio de proporcionalidad.80 
No hay duda que el Estado de derecho fundamenta el principio de proporcionalidad en la 
medida que, al sujetarse el poder político a la Constitución, se sujeta también a los dispositivos 
constitucionales que reconocen y garantizan derechos, sujeción que le obliga a un respeto 
irrestricto de los mismos y, en todo caso, a que la afectación de los derechos sea razonable y 
equilibrada, es decir, se ajuste a las exigencias del principio de proporcionalidad. 
 Pero esta exigencia de que toda afectación de cualquier derecho constitucional sea 
equilibrada y razonable, es decir, que no sea inútil ni desproporcionada, tiene también como 
basamento la propia dignidad de la persona humana que –nunca debe olvidarse– se ha convertido 
por mandato constitucional en el fin de la existencia misma del Estado (artículo 1 CP). El respeto 
a la persona humana, a su dignidad de persona, obliga a que cuando se tenga que afectar las 
concreciones y exigencias jurídicas de esa dignidad que son sus derechos fundamentales, se 
realice de modo digno, es decir, que se haga en beneficio de la misma persona humana y siempre 
se haga de modo estrictamente necesario y ponderado. CASTILLO CORDOVA (2005). 
Comentario del tesista: 
 Respecto a este principio, se puede decir que guarda una estrecha vinculación con el 
principio de proporcionalidad, pues en la medida en la que la pena sea proporcional, será 
razonable conforme a lo establecido en el marco legal. Es decir en el caso concreto, la duplicidad 
del plazo de prescripción fijado en el artículo 41 de la constitución, vulnera también el principio 
de razonabilidad, pues no cumple con el tes de proporcionalidad con el que se encuentra 
estrechamente vinculado, el cual requiere que la medida adoptada en este caso la duplicidad de la 
prescripción sea adecuada y necesaria para el caso concreto,  que permita combatir el alto índice 
de corrupción, es decir que exista una relación causa efecto, donde la duplicidad del plazo de 
prescripción al particular permita que se reduzca la incidencia de delitos contra la administración 
pública. Por lo tanto, al ser la duplicidad del plazo de prescripción para particulares una medida 
                                                             
78 Expediente Nº 00045-2004-AI, 29/10/05, P, FJ.26. 
79 Expediente Nº 00004-2006-PI, 29/03/06, P, FJ. 151. 






que atenta contra un principio contemplado en la Constitución Política del Perú, no corresponde 
hacer efectiva tal medida, más aún si no existen en el proyecto de ley razones suficientes que 
sustenten ello. 
 
4.1.3.  Estatus jurídico y nivel de responsabilidad de los Servidores o Funcionarios 
Públicos en relación a los particulares o extraneus. 
 
 Respecto a este punto cabe precisar diversos dispositivos legales que permiten tener una 
clara diferencia existente entre el particular y los servidores o funcionarios públicos, emanada de 
los deberes y obligaciones que tienen estos últimos, pues cuando nos referimos a los funcionarios 
públicos nos remitimos al poder que el estado le otorga a estos en aras de protección a los intereses 
del estados y a las obligaciones a las que están sujetos, asimismo al referirnos a los servidores 
públicos se hace referencia a deber de brindar sus servicios a la Nación, asegurando el desarrollo 
espiritual, moral, económico y material del servidor público, a base de méritos y calificaciones en 
el desempeño de sus funciones y dentro de una estructura uniforme de grupos ocupacionales y de 
niveles.  
 Ahora bien, previo a señalar las obligaciones y deberes a los que está sujeto el servidor o 
funcionario público, previstas en los diferentes dispositivos legales, es necesario precisar lo 
siguiente:  
 El artículo 425 expresa que, se consideran funcionarios o servidores públicos 
1. Los que están comprendidos en la carrera administrativa. 
2. Los que desempeñan cargos políticos o de confianza, incluso si emanan de elección 
popular. 
3. Todo aquel que, independientemente del régimen laboral en que se encuentre, mantiene 
vínculo laboral o contractual de cualquier naturaleza con entidades u organismos del 
Estado y que en virtud de ello ejerce funciones en dichas entidades u organismos. 
4. Los administradores y depositarios de caudales embargados o depositados por autoridad 
competente, aunque pertenezcan a particulares. 
5. Los miembros de las Fuerzas Armadas y Policía Nacional. 
6. Los designados, elegidos o proclamados por la autoridad competente para desempeñar 
actividades o funciones en nombre o al servicio del Estado o sus entidades. 
7. Los demás indicados por la Constitución política y la ley”. 
 
 Así MONTOYA VIVANCO (2015) señala que, la incorporación heterónoma a la función 
pública significa que el funcionario público adquiere su estado a través de una acción de selección, 
nombramiento o elección por el pueblo, la norma, o una persona que -distinta al propio 
funcionario- ostente el poder suficiente para vincular al nuevo servidor con la administración 
pública. En otras palabras, el título habilitante de incorporación consistirá en la selección, la 
designación o la elección del sujeto para desempeñar actividades o funciones al servicio del 
Estado. 
 Estos títulos habilitantes abarcan todas las posibilidades de acceder a la administración 
pública. Así se entiende que:  
 Selección: elegir a una persona entre otras por parte de una autoridad competente. Ejemplo: 







 Designación: destinar a un sujeto para la función pública por parte de una autoridad 
competente. Ejemplo: El Presidente de la República designa a un asesor para que sea el 
encargado del SIN. 
 Elección: nombramiento que regularmente se hace a través de un proceso de votación. 
Ejemplo: El congresista que es elegido por elección popular. 
 
Asimismo, el artículo I de la CICC: Para los fines de la presente Convención, se entiende por: 
“Función pública”, toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada 
por una persona natural en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus entidades, en 
cualquiera de sus niveles jerárquicos”. “Funcionario Público”, “Oficial Gubernamental” o 
“Servidor público”, cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos 
los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones 
en nombre del Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos”. 
Estas formas de acceso a la función pública son igualmente reconocidas por la Convención de 
Naciones Unidas contra la Corrupción (CNUC) 
Artículo 2 de la CNUC “A los efectos de la presente Convención:  
Por “funcionario público” se entenderá:  
- Toda persona que ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de un 
Estado parte, ya sea designado o elegido, permanente o temporal, remunerado u 
honorario, sea cual sea la antigüedad de esa persona en el cargo; 
- Toda otra persona que desempeñe una función pública, incluso para un organismo público 
o una empresa pública, o que preste un servicio público, según se defina en el derecho 
interno del Estado Parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento jurídico de 
ese Estado parte;  
- Toda otra persona definida como “funcionario público” en el derecho interno de un 
Estado parte. No obstante, a los efectos de algunas medidas específicas incluidas en el 
capítulo II de la presente Convención, podrá entenderse por “funcionario público” toda 
persona que desempeñe una función pública o preste un servicio público según se defina 
en el derecho interno del Estado parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento 
jurídico de ese Estado parte;” 
 
 Es decir, los artículos 1 y 2 de la CICC y el artículo 2 de la CNUC son normas 
autoaplicativas o de aplicación inmediata y, por tanto, deben ser tomadas en consideración por 
los operadores del Derecho cuando determinen quién es funcionario público y a las obligaciones 
a los que estos están sujetos por haber sido elegidos designados o seleccionados como tales. 
 Por otro lado, retornamos a lo establecido en la normativa peruana, respecto a las 
obligaciones y deberes de los funcionarios o servidores públicos, se señala lo siguiente 
a. Respecto a los Funcionarios Públicos 
La LEY MARCO DEL EMPLEO PÚBLICO LEY Nº 2817581 señala en su Capítulo V Derechos 
y obligaciones del empleado público, lo siguiente: 
                                                             






Artículo 16.- Enumeración de obligaciones Todo empleado está sujeto a las siguientes 
obligaciones:   
- Cumplir personal y diligentemente los deberes que impone el servicio público. 
- Prestar los servicios de forma exclusiva durante la jornada de trabajo, salvo labor docente, 
la cual podrá ser ejercida fuera de la jornada de trabajo 
- Salvaguardar los intereses del Estado y emplear austeramente los recursos públicos, 
destinándolos sólo para la prestación del servicio público.  
- Percibir en contraprestación de sus servicios sólo lo determinado en el contrato de trabajo 
y las fuentes normativas del empleo público; está prohibido recibir dádivas, promesas, 
donativos o retribuciones de terceros para realizar u omitir actos del servicio. 
- No emitir opinión ni brindar declaraciones en nombre del Estado, salvo autorización 
expresa del superior jerárquico competente sobre la materia respecto de la cual se le dio 
autorización, bajo responsabilidad. 
- Actuar con transparencia en el ejercicio de su función y guardar secreto y/o reserva de la 
información pública calificada como tal por las normas sobre la materia y sobre aquellas 
que afecten derechos fundamentales. 
- Actuar con imparcialidad, omitiendo participar o intervenir por sí o por terceras personas, 
directa o indirectamente, en los contratos con su entidad en los que tenga interés el 
propio empleado, su cónyuge o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad. (…) 
- Las demás que le señale la presente Ley, los reglamentos y directivas o las leyes de 
desarrollo de esta Ley marco. 
 
b. Respecto a los Servidores Públicos 
 A fin de desarrollar las obligaciones y deberes de los servidores públicos, se invoca el 
Decreto Legislativo 276, referente a LEY DE BASES DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA 
Y DE REMUNERACIONES DEL SECTOR PUBLICO82, y señala en diversos artículos lo 
siguiente: 
  Artículo 3. Los servidores públicos están al servicio de la Nación. En tal razón deben:  
a) Cumplir el servicio público buscando el desarrollo nacional del País y considerando que 
trasciende los períodos de gobierno; 
b) Supeditar el interés particular al interés común y a los deberes del servicio; 
c) Constituir un grupo calificado y en permanente superación; 
d) Desempeñar sus funciones con honestidad, eficiencia, laboriosidad y vocación de servicio; 
y 
e) Conducirse con dignidad en el desempeño del cargo y en su vida social. 
 
Asimismo, el Capítulo IV referido a las OBLIGACIONES, PROHIBICIONES Y DERECHOS  
   Artículo 21.- Son obligaciones de los servidores:  
a) Cumplir personal y diligentemente los deberes que impone el servicio público; 
b) Salvaguardar los intereses del Estado y emplear austeramente los recursos públicos;(…).   
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   Artículo 22.- Los servidores públicos que determina la Ley o que administran o manejan fondos 
del Estado deben hacer declaración jurada de sus bienes y rentas al tomar posesión y al cesar 
en sus cargos, y periódicamente durante el ejercicio de éstos.  
   Artículo 23.-Son prohibiciones a los servidores públicos:  
a) Realizar actividades distintas a su cargo durante el horario normal de trabajo, salvo labor 
docente universitaria; 
b) Percibir retribución de terceros para realizar u omitir actos del servicio; 
c) Realizar actividad política partidaria durante el cumplimiento de las labores (…) 
Por otro lado, el mismo cuerpo normativo regula en su Título II referido al SISTEMA ÚNICO 
DE REMUNERACIONES, señalando lo siguiente: 
 Artículo 43.- La remuneración de los funcionarios y servidores públicos estará constituida por 
el haber básico, las bonificaciones y los beneficios.  
     El haber básico se fija, para los funcionarios, de acuerdo a cada cargo, y para los servidores, 
de acuerdo a cada nivel de carrera. En uno y otro caso, el haber básico es el mismo para cada 
cargo y para cada nivel, según corresponda.  
 Las bonificaciones son: la personal, que corresponde a la antigüedad en el servicio 
computadas por quinquenios; la familiar, que corresponde a las cargas familiares; y la 
diferencial, que no podrá ser superior al porcentaje que con carácter único y uniforme para 
todo el Sector Público se regulará anualmente.  
Los beneficios son los establecidos por las Leyes y el Reglamento, y son uniforme para toda 
la Administración Pública. 
 Finalmente, ahondando a lo anterior, los funcionarios o servidores públicos no solo están 
sujetos a los deberes y obligaciones precitados, sino también al Código de Ética de la Función 
Pública en el Perú, el mismo que va a permitir dirigir sus actos conforme a las reglas de la ética, 
coadyuvando así a una mejor administración de justicia, hecho que no sucede con los particulares, 
pues ellos no desarrollan una función pública encomendada, pues no se encuentran premunidos 
de dichas funciones; funciones que, si le son atribuidas a los funcionarios públicos y estos a su 
vez se ven retribuidos por las remuneraciones que se le hacen efectivas y que se encuentran 
establecidas en el artículo 43º del dispositivo legal antes citado. 
 El referido Código de Ética de la Función Pública en el Perú fue aprobado mediante la Ley 
27815- Ley del Código de Ética de la Función Pública, reglamentada en el Decreto Supremo N° 
033-2005-PCM. 
El artículo 6° del código reconoce una serie de principios éticos esenciales, de observancia 
obligatoria por parte de todos los funcionarios públicos (o servidores públicos). Estos principios 
rectores de la función pública cumplen un papel fundamental en la orientación del debido ejercicio 
del cargo público, puesto que ellos serán la base normativa para construir toda la estructura que 
regule el debido desempeño de la función pública. Estos principios son: 
 Respeto: el funcionario debe adecuar su conducta hacia el respeto de la Constitución y las 
leyes, garantizando que en todas las fases del proceso de toma de decisiones o en el 
cumplimiento de los procedimientos administrativos se respeten los derechos a la defensa 
y el debido procedimiento. 
 
 Probidad: el funcionario debe actuar con rectitud, honradez y honestidad, procurando 






el funcionario debe brindar calidad en cada una de las funciones a su cargo, procurando 
obtener una capacitación sólida y permanente. 
 
 Idoneidad: el servidor debe estar apto técnica, legal y moralmente para ejercer la función 
pública. El funcionario debe propender a una formación sólida acorde con la realidad, 
capacitándose permanentemente para el debido cumplimiento de sus funciones. 
 
 Veracidad: el funcionario debe expresarse con autenticidad en las relaciones funcionales 
con todos los miembros de su institución y con la ciudadanía, y debe contribuir al 
esclarecimiento de hechos que se relacionen con el desempeño de su cargo. 
 
 Lealtad y obediencia: el funcionario actúa con fidelidad y solidaridad hacia todos los 
miembros de su institución, cumpliendo las órdenes legítimas que le imparta el superior 
jerárquico competente. 
 
 Justicia y equidad: el funcionario debe tener buena disposición para cumplir cabalmente 
con cada una de sus funciones, otorgando a cada uno lo que es debido y actuando con 
equidad en sus relaciones con el Estado, con los ciudadanos, con sus superiores y con sus 
subordinados. 
 
 Lealtad al Estado de Derecho: el funcionario de confianza debe lealtad a la Constitución y 
al Estado de Derecho. El funcionario se encuentra prohibido de ocupar cargo de confianza 
en régimen de facto bajo sanción de cese automático de la función pública. 
Por otro lado, el artículo 7° del código establece una serie de deberes de la función pública de 
observancia obligatoria por parte del servidor público. Dichos deberes, se entiende, emanan de la 
observancia de los principios básicos ético-jurídicos establecidos en el artículo 6° del código. Así, 
los deberes ético-jurídicos de la función pública son los siguientes: 
 Neutralidad: el funcionario debe actuar con absoluta imparcialidad política, económica o 
de cualquier otra índole en el desempeño de sus funciones, demostrando independencia 
respecto de sus vinculaciones con personas, partidos políticos o instituciones. 
 
 Transparencia: el funcionario debe desempeñar su labor con transparencia. En principio, 
todos los actos funcionariales se consideran públicos y son accesibles al conocimiento de 
todo ciudadano. 
 
 Discreción: el servidor debe guardar reserva respecto de hechos o informaciones de los que 
tenga conocimiento por razón de su cargo y que estén exceptuados de las normas que 
regulan el acceso y la transparencia de la información pública. 
 
 Ejercicio adecuado del cargo: el funcionario en el ejercicio de su cargo no debe ejercer 
ningún tipo de represalia o coacción contra otros servidores públicos u otras personas. 
 
 Uso adecuado de los bienes del Estado: el funcionario debe proteger y conservar los bienes 
del Estado, debiendo utilizar los que le fueran asignados para el cumplimiento de su 
función de manera racional. El funcionario debe utilizar los bienes del Estado para fines 
exclusivamente públicos. 
 
 Responsabilidad: todo servidor público debe desarrollar sus funciones a cabalidad y en 






sean propias de su cargo, siempre que estas resulten necesarias para mitigar, neutralizar 
o superar las dificultades que se enfrenten. 
Asimismo, en el artículo 8° del mencionado código se establecen una serie de prohibiciones 
ético-jurídicas de la función pública, extraídas de los deberes y principios plasmados en el artículo 
6° y 7° del código. Dichas prohibiciones son: 
 Mantener intereses en conflicto: el funcionario no debe mantener relaciones o aceptar 
situaciones que puedan generar conflicto entre sus intereses personales, laborales o 
económicos y el cumplimiento de su función pública. 
 
 Obtener ventajas indebidas: el funcionario no debe obtener o procurar beneficios indebidos, 
para sí o para otros, mediante el uso de su cargo, autoridad, influencia o apariencia de 
influencia. 
 
 Realizar actividades de proselitismo político: el funcionario no debe realizar actividades de 
proselitismo político aprovechándose de su cargo público. 
 
 Hacer mal uso de información privilegiada: el funcionario no debe participar en 
operaciones financieras donde utilice información privilegiada de la entidad a la que 
pertenece o que pudiera tener acceso a ella por razón de su cargo. 
 
 Presionar, amenazar y/o acosar: el funcionario no debe ejercer presiones, amenazas o acoso 
sexual contra otros funcionarios públicos que pudieran vulnerar la dignidad de la personas 
o inducir a la realización de acciones dolosas. 
 Una analizadas estas disposiciones, queda entonces referirse a la naturaleza normativa de 
este código. Es evidente que el mismo tiene carácter ético-jurídico y no meramente ético, debido 
a lo siguiente:  
 El código fue creado mediante una norma de rango legal emitida por el Congreso de la 
República. 
 
 El artículo 15° de dicha ley establece que la Comisión Permanente o Especial de 
Procedimientos Administrativos Disciplinarios -o el órgano que haga sus veces- de cada 
entidad estatal es la encargada de investigar, procesar y sancionar a los funcionarios que 
cometan alguna infracción contenida en el código. 
 
 Los artículos 10°, 11° y 12° del código, así como el Título IV de su reglamento, regulan 
las sanciones y el procedimiento disciplinario a seguir en caso de violación de alguno de 
los principios, deberes o prohibiciones señalados. 
 
 Continuando con la amplia gama de dispositivos legales que regulan la función pública que 
desarrollan los funcionarios o servidores públicos y que corroboran que efectivamente, existen un 
diferente estatus jurídico y nivel de responsabilidad, entre estos y los particulares; ya que, son los 
funcionarios o servidores públicos quienes el estado les ha conferido la confianza de administrar 
los intereses del estado guiados por una serie de obligaciones y deberes que no deben ser dejados 
de lados, pues si eso ocurre es obvio que se incurre en detrimento y afectación grave hacia el 








LEY ORGÁNICA DE GOBIERNOS REGIONALES83 
Artículo 8.- Principios rectores de las políticas y la gestión regional. La gestión de los gobiernos 
regionales se rige por los siguientes principios:  
 Participación. - La gestión regional desarrollará y hará uso de instancias y estrategias 
concretas de participación ciudadana en las fases de formulación, seguimiento, 
fiscalización y evaluación de la gestión de gobierno y de la ejecución de los planes, 
presupuestos y proyectos regionales. 
 
 Transparencia. - Los planes, presupuestos, objetivos, metas y resultados del Gobierno 
Regional serán difundidos a la población. La implementación de portales electrónicos en 
internet y cualquier otro medio de acceso a la información pública se rige por la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Nº 27806.  
 
 Gestión moderna y rendición de cuentas. - La Administración Pública Regional está 
orientada bajo un sistema moderno de gestión y sometida a una evaluación de desempeño. 
Los gobiernos regionales incorporarán a sus programas de acción mecanismos concretos 
para la rendición de cuentas a la ciudadanía sobre los avances, logros, dificultades y 
perspectivas de su gestión. La Audiencia Pública será una de ellas. Los titulares de la 
administración pública regional son gestores de los intereses de la colectividad y están 
sometidos a las responsabilidades que la ley establezca.  
 
 Inclusión. - El Gobierno Regional desarrolla políticas y acciones integrales de gobierno 
dirigidas a promover la inclusión económica, social, política y cultural, de jóvenes, 
personas con discapacidad o grupos sociales tradicionalmente excluidos y marginados del 
Estado, principalmente ubicados en el ámbito rural y organizados en comunidades 
campesinas y nativas, nutriéndose de sus perspectivas y aportes. Estas acciones también 
buscan promover los derechos de grupos vulnerables, impidiendo la discriminación por 
razones de etnia, religión o género y toda otra forma de discriminación.  
 
 Eficacia. - Los Gobiernos Regionales organizan su gestión en torno a los planes y proyectos 
de desarrollo regional concertados, al cumplimiento de objetivos y metas explícitos y de 
público conocimiento.  
 
 Eficiencia. - La política y la gestión regional se rigen con criterios de eficiencia, 
desarrollando las estrategias necesarias para la consecución de los objetivos trazados con 
la utilización óptima de los recursos. 
 
 Equidad. - Las consideraciones de equidad son un componente constitutivo y orientador de 
la gestión regional. La gestión regional promociona, sin discriminación, igual acceso a las 
oportunidades y la identificación de grupos y sectores sociales que requieran ser atendidos 
de manera especial por la gestión regional.  
 
 Sostenibilidad. - La gestión regional se caracteriza por la búsqueda del equilibrio 
intergeneracional en el uso racional de los recursos naturales para lograr los objetivos de 
desarrollo, la defensa del medio ambiente y la protección de la biodiversidad.  
 
 Imparcialidad y neutralidad. - Los Gobiernos Regionales garantizan la imparcialidad y 
neutralidad en la actuación de la Administración Pública.  
                                                             






 Subsidiariedad. - El gobierno más cercano a la población es el más idóneo para ejercer las 
distintas funciones que le competen al Estado. Por consiguiente, el Gobierno Nacional no 
debe asumir competencias que pueden ser cumplidas eficientemente por los Gobiernos 
Regionales y éstos, a su vez, no deben involucrarse en realizar acciones que pueden ser 
ejecutadas eficientemente por los gobiernos locales, evitando la duplicidad de funciones. 
 
 Concordancia de las políticas regionales. - Las políticas de los gobiernos regionales 
guardan concordancia con las políticas nacionales de Estado.  
 
 Especialización de las funciones de gobierno. - La organización de los gobiernos regionales 
integra las funciones y competencias afines, evitándose en cualquier caso la existencia de 
duplicidad de funciones entre sus distintas gerencias u oficinas.  
 
 Competitividad. - El Gobierno Regional tiene como objetivo la gestión estratégica de la 
competitividad regional. Para ello promueve un entorno de innovación, impulsa alianzas y 
acuerdos entre los sectores público y privado, el fortalecimiento de las redes de 
colaboración entre empresas, instituciones y organizaciones sociales, junto con el 
crecimiento de eslabonamientos productivos; y, facilita el aprovechamiento de 
oportunidades para la formación de ejes de desarrollo y corredores económicos, la 
ampliación de mercados y la exportación. 
 
 Integración. - La gestión regional promueve la integración intrarregional e interregional, 
fortaleciendo el carácter unitario de la República. De acuerdo con este principio, la gestión 
debe orientarse a la formación de acuerdos macrorregionales que permitan el uso más 
eficiente de los recursos, con la finalidad de alcanzar una economía más competitiva.  
   La gestión regional es parte de la gestión pública del Estado, lo cual implica el 
redimensionamiento gradual del gobierno nacional, la transferencia continua de competencias y 
funciones a los gobiernos regionales y locales, fortaleciendo sus capacidades e incrementando sus 
recursos; el respeto en materia de sus competencias constitucionales y exclusivas, la coordinación 
y complementariedad respecto de las competencias compartidas; y la creciente integración 
espacial de ejes de desarrollo. 
 
LEY ORGANICA DE MUNICIPALIDADES84 
Artículo VIII. Aplicación de Leyes Generales Y Políticas Y Planes Nacionales 
 Los gobiernos locales están sujetos a las leyes y disposiciones que, de manera general y de 
conformidad con la constitución política del Perú, regulan las actividades y funcionamiento del 
sector público; así como a las normas técnicas referidas a los servicios y bienes públicos, y a los 
sistemas administrativos del Estado que por su naturaleza son de observancia y cumplimiento 
obligatorio. 
LEY UNIVERSITARIA85 
Artículo 9. Responsabilidad de las autoridades  
 Las autoridades de la institución universitaria pública son responsables por el uso de los 
recursos de la institución, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa 
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correspondiente. Cualquier miembro de la comunidad universitaria debe denunciar ante la 
Superintendencia Nacional de Educación Superior Universitaria (SUNEDU), la comisión de actos 
que constituyan indicios razonables de la existencia de infracciones a la presente Ley. La 
Superintendencia Nacional de Educación Superior Universitaria (SUNEDU), de oficio o a pedido 
de parte, emite recomendaciones para el mejor cumplimiento de las disposiciones previstas en 
esta Ley y otras normas reglamentarias, en el marco de su ámbito de competencia. Dichas 
recomendaciones pueden servir de base para la determinación de las responsabilidades 
pertinentes. 
Comentario del tesista: 
 En resumen, todos los dispositivos legales antes referidos, corroboran que el funcionario o 
servidor público tiene un estatus jurídico y nivel de responsabilidad distinto y de mayor 
responsabilidad que el particular, pues son los primeros sobre quienes se ha establecido una serie 
de deberes y obligaciones que tienen que cumplir con el fin de desarrollar un adecuado 
funcionamiento de la administración pública, son claras las diferencias normativas entre ambos, 
precisando las siguientes: 
Sobre los funcionarios y servidores públicos 
 Desarrollan actividades en aras del cuidado, protección o tutela del patrimonio del estado 
en razón a su deber especial. 
 
 Tienes deberes y derechos, establecidos en diferentes dispositivos legales tales como 
decretos o leyes orgánicas. 
 
 Están sujetos a un sistema remunerativo especial por parte del estado. 
 
 Sus actos dentro de la administración pública se rigen por un código de ética. 
 
 Sus actos resultan más reprochables. 
Sobre los particulares 
 Sus actuaciones no afectan un deber especia. 
 
 No existe norma legal que les impongan deberes u obligaciones. 
 
 No perciben remuneración por parte del estado. 
 
 Sus actos no están sujetos a un código de ética u otra norma que los sujetos a preceptos 
valorativos. 
 
 No tienen el mismo nivel de reprochabilidad que los funcionarios o servidores públicos. 
 Es así que, en merito a ello, al momento de fijar el plazo de prescripción para el particular 
se deben de tener en cuenta diversas circunstancias atenuantes, entre ellas que el particular no se 
encuentra premunido de obligaciones y deberes para con el estado, pues no se le ha conferido la 
protección o cuidado del patrimonio del estado, así como que no recibe del Estado un beneficio 










 Actualmente los actos de corrupción en nuestro país han invadido muchas esferas político 
sociales y jurídicas, que han ocasionado que el legislador tome medidas apresuradas y 
poco acertadas con el fin de erradicarlo, tal como la modificación del artículo 41º que fija 
la duplicidad de prescripción tanto para el funcionario o servidor público y el particular, 
sin tomar en cuenta circunstancias especificas que fijan una marcada diferencia entre 
ambos sujetos, siendo que el primero presenta una relación exclusiva con el patrimonio 
del estado mientras que el segundo solo actúa en interés propio.  
 
 No se le puede otorgar igual tratamiento al funcionario o servidor público y al particular, 
en razón a que sobre el primero recae un mayor grado de responsabilidad y 
reprochabilidad de sus actos basados en deber de confianza por el cual se le otorga la 
custodia y cuidado del patrimonio del estado que se encuentra en una situación de 
vulnerabilidad. 
 
 Los actos desplegados por el particular no pueden ser considerados de manera individual, 
pues sobre ellos existe una relación de dependencia respecto a la conducta del autor, que 
siempre será un funcionario o servidor público, por lo tanto sobre el particular recaerá 
una sanción en su condición de tal solo si existe un hechos contrario a las normas jurídicas 
que haya sido cometido por el funcionario o servidor público, de tal forma que será el 
funcionario quien quebrante ese deber especial, siendo la conducta del particular una 
situación subsecuente a ese hecho, por ende no le corresponde que se le equipare al 
funcionario o servidor público, así mismo no le corresponde el mismo plazo de 
prescripción establecido en el artículo 41º de la Constitución.  
 
 Los principios Constitucionales son limites cuya función permite una adecuada 
interpretación de las normas contenidas en la misma. En el caso de la reforma del artículo 
41º no ha tomado en cuenta principios constitucionales como igualdad, proporcionalidad 
y razonabilidad, pues en el proyecto de ley no se ha determinado el impacto jurídico social 
que trae consigo la duplicidad del plazo de prescripción para los particulares, ocasionando 
así que se vulnere el principio de igualdad constitucional pues se le da igual tratamiento 
que al funcionario o servidor público, pese a que claramente se ha determinado que quien 
esta premunido de deberes para con el estado y su patrimonio es este último. 
 
 La duplicidad del plazo de prescripción fijado en el art 41, no ha tomado en cuenta el test 
de proporcionalidad y razonabilidad, pues no considero que las circunstancias que rodean 
a cada individuo son diferentes en cada caso, pues el nivel de responsabilidad es mayor 
en el funcionario o servidor público que el particular, por ello la medida a imponer debió 
ser proporcional y razonable al nivel de lesividad que produce cada uno ellos en la 
correcta administración Pública. 
 
 La labor desempeñada por el funcionario o Servidor Público se encuentra sujeta a una 
serie de obligaciones y deberes regulados en normas especificas que permiten corroborar 
el grado de responsabilidad y estatus jurídico que tienen respecto a la función que 
realizan, asimismo existe un factor económico remunerativo que acredita la vinculación 
existente, pues dicha remuneración es efectuada en contraprestación a la labor de 








 Modificación del artículo 41º de la Constitución Política del Perú, en la parte referida a 
la duplicidad del plazo de prescripción para los particulares, estableciendo un nuevo plazo 
de prescripción, teniendo en cuenta los principios de igualdad, razonabilidad y 
proporcionalidad que se vinculan con el nivel de responsabilidad y reprochabilidad que 
diferencia al funcionario o servidor público del particular.  
 
 La aplicación del plazo de prescripción o cualquier otra medida planteada a fin de 
combatir los actos de corrupción debe realizarse en aras a un adecuado enfoque jurídico 
y político criminal, de tal forma que se permita reconocer la clara diferencia que existen 
entre el funcionario o servidor público y el particular, diferencia que ha sido desarrollada 
por Corte Suprema mediante sus Acuerdos Plenarios. 
 
 No siempre una modificación legislativa conlleva a que las cosas mejoren; por ello se 
debería optar por mecanismos alternativos, como un tratamiento preventivo, previsible 
de futuros actos de corrupción, donde las medidas que se adopten estén dirigidas a una 
política de prevención, que se ejecuten actos mediante los cuales los entes supervisores 
de manera periódica realicen controles acerca de la labor que desempeñan los 
funcionarios o servidores públicos, que establezcan una serie de pautas, se revisen 
contrataciones, adjudicaciones, decisiones en procesos judiciales, según sea el caso, de 
tal manera que exista filtro que actúe de manera activa en todos los casos donde el estado 
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ANEXO 1: MATRIZ BÁSICA DE CONSISTENCIA 
 
Título del Proyecto: “La duplicidad del plazo de prescripción y el particular o extraneus en el artículo 41º de la Constitución Política del Perú” 
 
Nombre del Tesista: Alicia Angélica Peña Castro 
 
 Preguntas Hipótesis Objetivo 
G ¿Resulta correcto que se duplique el 
plazo prescriptorio para el particular 
o extraneus, si éste, no tiene el 
mismo nivel de responsabilidad que 
el servidor o funcionario público, de 
acuerdo a la infracción del deber? 
Resultaría incorrecto que la Constitución 
Política del Perú, haya establecido la 
duplicidad del plazo de prescripción para el 
extraneus; toda vez que, recae en una 
situación asimétrica respecto Los 
Funcionarios o Servidores Públicos, más aún 
si éste último desempeña una función 
especial. 
Determinar, si es o no correcto, que se duplique el 
plazo prescriptorio para el extraneus, si éste, no 
tiene el mismo nivel de responsabilidad que el 
servidor o funcionario público, de acuerdo a la 
infracción del deber 
E1 ¿Los servidores o funcionarios 
públicos mantienen una vinculación 
exclusiva con el patrimonio del 
estado, de acuerdo a la teoría de la 
infracción deber? 
El servidor o funcionario público si 
mantendrían una vinculación exclusiva con 
el patrimonio del estado, toda vez que existe 
un deber especial basado en la infracción del 
deber. 
Analizar si los servidores o funcionarios públicos 
mantienen una vinculación exclusiva con el 







E2 ¿Vulnera la duplicidad del plazo de 
prescripción en los particulares o 
extraneus, principios tales como, 
Principio de Igualdad 
Constitucional, Principio de 
Proporcionalidad – Razonabilidad y 
el Principio de Legalidad? 
Si vulneraría los Principios de Igualdad, 
Proporcionalidad, Razonabilidad y 
legalidad, ya que los delitos contra la 
Administración Pública, son delitos 
especiales, y solo pueden ser desplegados 
por ciertos sujetos. Es decir, el sujeto 
intraneus, será necesariamente Los 
Funcionarios o Servidores públicos, que 
tiene un rol y nivel de responsabilidad 
distinto al particular (sujeto extraneus), por 
tanto, deben ser tratados diferentes. 
Analizar, si la duplicidad del plazo de prescripción 
en los particulares o extraneus vulnera los 
Principios de Igualdad, Proporcionalidad, 
Razonabilidad y Legalidad. 
E3 ¿Tienen igual estatus jurídico y 
mismo nivel de responsabilidad los 
Servidores o Funcionarios Públicos, 
en relación con los particulares? 
No tendrían igual estatus jurídico, ni el 
mismo nivel de responsabilidad los 
Servidores o Funcionarios Públicos en 
relación a los particulares o extraneus; ya que 
existe una marcada diferencia respecto a las 
obligaciones especiales y remuneración 
percibida por los mismos. 
Comparar si tiene igual estatus jurídico y mismo 
nivel de responsabilidad los Servidores o 















ANEXO 2: CRONOGRAMA DE EJECUCION 
CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES 
AÑO 2018 
ACTIVIDADES JUNIO JULIO AGOSTO SETIEMBRE OCTUBRE NOVIEMBRE DICIEMBRE 
ETAPA DE ANÁLISIS – METODOLÓGICA 
ANÁLISIS PREVIO X       
PLANTEAMIENTO 
DEL PROBLEMA 



















































CITAS, ANEXOS Y 
CUADROS 
ESTADÍSTICOS 
    X  
 
CORRECCIÓN E 
IMPRESIÓN DE LA 
TESIS 
     X 
 
SUSTENTACIÓN       X 
 
 
ANEXO 3: PRESUPUESTO 
Para la elaboración de la presente investigación, y su correspondiente ejecución se han 
proyectado los siguientes cuadros de recursos y presupuestos de gastos, los mismos que 
detallo a continuación. 
  Recursos: 
 
  Gastos de Presupuesto:  
RUBRO CONCEPTO COSTO 
BIENES IMPRESORA HP DESKJET 
GT - 5820 
S/. 700.00 
CARTUCHOS Y TINTAS S/. 150.00 





LAPTOP LENOVO S/. 1,600.00 
SERVICIOS PASAJES Y VIATICOS S/. 200.00 
SERVICIO DE COPIAS S/. 100.00 
SERVICIO DE TIPEO S/. 250.00 
SERVICIO DE EMPASTADO S/. 200.00 
INTERNET E IMPRESIONES S/. 300.00 
ASESORAMIENTO  S/. 3,800.00 
 TOTAL S/ 7,900.00 
 
INVERSIÓN A LA INVESTIGACIÓN S/. 7,900.00 








 El artículo 80 del Código Penal. -  
“La acción penal prescribe en un tiempo igual al máximo de la pena fijada por la ley para el 
delito, si es privativa de libertad. 
En caso de concurso real de delitos, las acciones prescriben separadamente en el plazo 
señalado para cada uno de ellos.  
En el caso de concurso ideal de delitos, las acciones prescriben cuando haya transcurrido un 
plazo igual al máximo correspondiente al delito más grave. 
La prescripción no será mayor a veinte años. Tratándose de delitos sancionados con pena de 
cadena perpetua, se extingue la acción penal a los treinta años. 
En los delitos que merezcan otras penas, la acción prescribe a los dos años. 
En caso de delitos cometidos por funcionarios y servidores públicos contra el patrimonio del 
Estado o de organizaciones sostenidas por éste, el plazo de prescripción se duplica.” 
 
 El artículo 139, inciso 13 de la Constitución Política del Perú. - detalla los principios y 
derechos de la función jurisdiccional: “La prohibición de revivir procesos fenecidos con 
resolución ejecutoriada. La amnistía, el indulto, el sobreseimiento definitivo y la prescripción 
producen los efectos de cosa juzgada. 
 
 El artículo 26° del código penal. - si en el partícipe no concurren los especiales elementos 
personales que fundamenten, agraven, disminuyen o excluyan la punibilidad, se atenuará la 
pena para él conforme al artículo 45 del Código Penal.  
 
 Artículo 41º de la Constitución Política del Perú. - Los funcionarios y servidores públicos 
que señale la ley o que administran o manejan fondos del Estado o de organismos sostenidos 
por éste deben hacer declaración jurada de bienes y rentas al tomar posesión de sus cargos, 
durante su ejercicio y al cesar en los mismos. La respectiva publicación se realiza en el diario 
oficial en la forma y condiciones que señala la ley. 
Cuando se presume en enriquecimiento ilícito, el Fiscal de la Nación, por denuncia de 
terceros o de oficio, formula cargos ante el Poder Judicial. 
La ley establece la responsabilidad de los funcionarios y servidores públicos, así como el 
plazo de su inhabilitación para la función pública. 
El plazo de prescripción de la acción penal se duplica en caso de los delitos cometidos contra 
la Administración Pública o el patrimonio del Estado, tanto para los funcionarios o servidores 
públicos como para los particulares (…). 
 
 El artículo 84 del Código Penal. - Si el comienzo o la continuación del proceso penal 
depende de cualquier cuestión que deba resolverse en otro procedimiento, se considera en 
suspenso la prescripción hasta que aquel quede concluido. 
 
 El artículo 3º del Reglamento de la Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de 
Remuneraciones del Sector Público. - Para los efectos de la ley, entiéndase por servidor 
público al ciudadano en ejercicio que presta servicio en entidades de la Administración 
Pública con nombramiento o contrato de autoridad competente, con las formalidades de la 








 La Novena Disposición Final de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Control y de 
la Contraloría General de la República. - Todo aquel que independientemente del régimen 
laboral en que se encuentra, mantiene vínculo laboral, contractual o relación de cualquier 
naturaleza con algunas de las entidades, y que en virtud de ello ejerce funciones en tales 
entidades. 
 
 Código de Ética de la Función Pública – literal 4.1 de la ley Nº 27815. - Se considera 
como empleado público a todo funcionario o servidor público de las entidades de la 
administración pública, en cualquiera de los niveles jerárquicos sea este nombrado, 
contratado, designado, de confianza o electo que desempeñe actividades o funciones en 
nombre del servicio del Estado. 
 
 Delito de Colusión – artículo 384 del Código Penal 
Colusión Simple. – “El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o 
indirectamente, por razón de su cargo, en cualquier etapa de las modalidades de adquisición 
o contratación pública de bienes, obras o servicios, concesiones o cualquier operación a cargo 
del Estado concierta con los interesados para defraudar al estado o entidad u organismo del 
Estado, según ley, (…)”  
Colusión agravada. – “El funcionario o servidor público que, interviniendo directa o 
indirectamente, por razón de su cargo, en las contrataciones y adquisiciones de bienes, obras 
o servicios, concesiones o cualquier operación a cargo del Estado mediante concertación con 
los interesados, defraudare patrimonialmente al Estado o entidad u organismo del Estado, 
según ley, (…)” 
 Cohecho Pasivo Propio – artículo 393 del Código Penal 
El funcionario o servidor público que acepte o reciba donativo, promesa o cualquier otra 
ventaja o beneficio, para realizar u omitir un acto en violación de sus obligaciones o el que 
las acepta a consecuencia de haber faltado a ellas (…) 
El funcionario o servidor público que solicita directa o indirectamente, donativo, promesa o 
cualquier otra ventaja o beneficio, para realizar u omitir un acto en violación de sus 
obligaciones o a consecuencia de haber faltado a ellas (…) 
El funcionario o servidor público que condiciona su conducta funcional derivada del cargo 
o empleo a la entrega o promesa de donativo o ventaja (…) 
 Cohecho Pasivo Impropio – artículo 394 del Código Penal 
El funcionario o servidor público que acepte o reciba donativo, promesa o cualquier otra 
ventaja o beneficio indebido para realizar un acto propio de su cargo o empleo, sin faltar a 
su obligación, o como consecuencia del ya realizado (…). 
El funcionario o servidor público que solicita directa o indirectamente, donativo, promesa o 
cualquier otra ventaja indebida para realizar un acto propio de su cargo o empleo, sin faltar 
a su obligación, o como consecuencia del ya realizado (…). 
 Cohecho Pasivo Específico – artículo 395 del Código Penal 
El Magistrado, Árbitro, Fiscal, Perito, Miembro del Tribunal Administrativo o cualquier otro 






cualquier otra ventaja o beneficio, a sabiendas que es hecho con el fin de influir o decidir en 
asunto sometido a su conocimiento o competencia (…). 
El Magistrado, Árbitro, Fiscal, Perito, Miembro del Tribunal Administrativo o cualquier otro 
análogo a los anteriores que bajo cualquier modalidad solicite, directa o indirectamente, 
donativo, promesa o cualquier otra ventaja o beneficio, con el fin de influir en la decisión de 
un asunto que esté sometido a su conocimiento (…). 
 Cohecho Activo Genérico – artículo 397 del Código Penal 
Cohecho Activo Genérico Propio. - “El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete 
a un funcionario o servidor público donativo, promesa, ventaja o beneficio para que realice 
u omita actos en violación de sus obligaciones (…)” 
Cohecho Activo Genérico Impropio. – “El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o 
promete donativo, ventaja o beneficio para que el funcionario o servidor público realice u 
omita actos propios del cargo o empleo, sin faltar a su obligación (…)” 
 Cohecho Activo Específico – artículo 398 del Código Penal 
El que, bajo cualquier modalidad, ofrece, da o promete donativo, ventaja o beneficio a un 
Magistrado, Fiscal, Perito, Árbitro, Miembro de Tribunal administrativo o análogo con el 
objeto de influir en la decisión de un asunto sometido a su conocimiento o competencia (…) 
 Delito de Concusión – artículo 382 del Código Penal 
El funcionario o servidor público que, abusando de su cargo, obliga o induce a una persona 
a dar o prometer indebidamente, para sí o para otro, un bien o un beneficio patrimonial (…) 
 
 Artículo 2° de la Constitución Política del Perú. – Toda persona tiene derecho: (…) 2. A 
la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, 
religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole. (…) 
 
 Artículo 8. De los Códigos de conducta para funcionarios públicos de La Convención 
de las Naciones Unidas Contra la Corrupción 
- Con objeto de combatir la corrupción, cada Estado Parte, de conformidad con los principios 
fundamentales de su ordenamiento jurídico, promoverá, entre otras cosas, la integridad, 
la honestidad y la responsabilidad entre sus funcionarios públicos.  
- En particular, cada Estado Parte procurará aplicar, en sus propios ordenamientos 
institucionales y jurídicos, códigos o normas de conducta para el correcto, honorable y 
debido cumplimiento de las funciones públicas.  
- Con miras a aplicar las disposiciones del presente artículo, cada Estado Parte, cuando 
proceda y de conformidad con los principios fundamentales de su ordenamiento jurídico, 
tomará nota de las iniciativas pertinentes de las organizaciones regionales, interregionales 
y multilaterales, tales como el Código Internacional de Conducta para los titulares de 
cargos públicos, que figura en el anexo de la resolución 51/59 de la Asamblea General de 
12 de diciembre de 1996.  
- Cada Estado Parte también considerará, de conformidad con los principios fundamentales 
de su derecho interno, la posibilidad de establecer medidas y sistemas para facilitar que 
los funcionarios públicos denuncien todo acto de corrupción a las autoridades 
competentes cuando tengan conocimiento de ellos en el ejercicio de sus funciones.  
- Cada Estado Parte procurará, cuando proceda y de conformidad con los principios 






funcionarios públicos que hagan declaraciones a las autoridades competentes en relación, 
entre otras cosas, con sus actividades externas y con empleos, inversiones, activos y 
regalos o beneficios importantes que puedan dar lugar a un conflicto de intereses respecto 
de sus atribuciones como funcionarios públicos.  
- Cada Estado Parte considerará la posibilidad de adoptar, de conformidad con los principios 
fundamentales de su derecho interno, medidas disciplinarias o de otra índole contra todo 
funcionario público que transgreda los códigos o normas establecidos de conformidad 
con el presente artículo. 
 
 El artículo I de la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC). - “Función 
pública”, toda actividad temporal o permanente, remunerada u honoraria, realizada por una 
persona natural en nombre del Estado o al servicio del Estado o de sus entidades, en 
cualquiera de sus niveles jerárquicos”. “Funcionario Público”, “Oficial Gubernamental” o 
“Servidor público”, cualquier funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, 
incluidos los que han sido seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades 
o funciones en nombre del Estado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos. 
 
 El artículo 2 de la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción (CNUC). - Por 
“funcionario público” se entenderá:  
- Toda persona que ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de un 
Estado parte, ya sea designado o elegido, permanente o temporal, remunerado u honorario, 
sea cual sea la antigüedad de esa persona en el cargo; 
- Toda otra persona que desempeñe una función pública, incluso para un organismo público 
o una empresa pública, o que preste un servicio público, según se defina en el derecho 
interno del Estado Parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento jurídico de 
ese Estado parte;  
- Toda otra persona definida como “funcionario público” en el derecho interno de un Estado 
parte. No obstante, a los efectos de algunas medidas específicas incluidas en el capítulo II 
de la presente Convención, podrá entenderse por “funcionario público” toda persona que 
desempeñe una función pública o preste un servicio público según se defina en el derecho 
interno del Estado parte y se aplique en la esfera pertinente del ordenamiento jurídico de 
ese Estado parte;” 
 
 Artículo 16 de La LEY MARCO DEL EMPLEO PÚBLICO LEY Nº 28175. - Todo 
empleado está sujeto a las siguientes obligaciones:   
- Cumplir personal y diligentemente los deberes que impone el servicio público. 
- Prestar los servicios de forma exclusiva durante la jornada de trabajo, salvo labor docente, 
la cual podrá ser ejercida fuera de la jornada de trabajo 
- Salvaguardar los intereses del Estado y emplear austeramente los recursos públicos, 
destinándolos sólo para la prestación del servicio público.  
- Percibir en contraprestación de sus servicios sólo lo determinado en el contrato de trabajo 
y las fuentes normativas del empleo público; está prohibido recibir dádivas, promesas, 
donativos o retribuciones de terceros para realizar u omitir actos del servicio. 
- No emitir opinión ni brindar declaraciones en nombre del Estado, salvo autorización 
expresa del superior jerárquico competente sobre la materia respecto de la cual se le dio 
autorización, bajo responsabilidad. 
- Actuar con transparencia en el ejercicio de su función y guardar secreto y/o reserva de la 
información pública calificada como tal por las normas sobre la materia y sobre aquellas 
que afecten derechos fundamentales. 
- Actuar con imparcialidad, omitiendo participar o intervenir por sí o por terceras personas, 






empleado, su cónyuge o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de 
afinidad. (…) 
- Las demás que le señale la presente Ley, los reglamentos y directivas o las leyes de 
desarrollo de esta Ley marco. 
 
 Artículo 3 de la LEY DE BASES DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA Y DE 
REMUNERACIONES DEL SECTOR PUBLICO. Los servidores públicos están al 
servicio de la Nación. En tal razón deben:  
- Cumplir el servicio público buscando el desarrollo nacional del País y considerando que 
trasciende los períodos de gobierno; 
- Supeditar el interés particular al interés común y a los deberes del servicio; 
- Constituir un grupo calificado y en permanente superación; 
- Desempeñar sus funciones con honestidad, eficiencia, laboriosidad y vocación de servicio; 
y 
- Conducirse con dignidad en el desempeño del cargo y en su vida social. 
 
 Artículo 21 LEY DE BASES DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA Y DE 
REMUNERACIONES DEL SECTOR PUBLICO. -  Son obligaciones de los servidores:  
- Cumplir personal y diligentemente los deberes que impone el servicio público; 
- Salvaguardar los intereses del Estado y emplear austeramente los recursos públicos;(…).   
 
 Artículo 22 de la LEY DE BASES DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA Y DE 
REMUNERACIONES DEL SECTOR PUBLICO. -  Los servidores públicos que 
determina la Ley o que administran o manejan fondos del Estado deben hacer declaración 
jurada de sus bienes y rentas al tomar posesión y al cesar en sus cargos, y periódicamente 
durante el ejercicio de éstos.  
 
 Artículo 23 de la LEY DE BASES DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA Y DE 
REMUNERACIONES DEL SECTOR PUBLICO. - Son prohibiciones a los servidores 
públicos:  
 
- Realizar actividades distintas a su cargo durante el horario normal de trabajo, salvo labor 
docente universitaria; 
- Percibir retribución de terceros para realizar u omitir actos del servicio; 
- Realizar actividad política partidaria durante el cumplimiento de las labores (…) 
 
 Artículo 43 de la LEY DE BASES DE LA CARRERA ADMINISTRATIVA Y DE 
REMUNERACIONES DEL SECTOR PUBLICO. -  La remuneración de los funcionarios 
y servidores públicos estará constituida por el haber básico, las bonificaciones y los beneficios.  
     El haber básico se fija, para los funcionarios, de acuerdo a cada cargo, y para los servidores, 
de acuerdo a cada nivel de carrera. En uno y otro caso, el haber básico es el mismo para cada 
cargo y para cada nivel, según corresponda.  
 Las bonificaciones son: la personal, que corresponde a la antigüedad en el servicio 
computadas por quinquenios; la familiar, que corresponde a las cargas familiares; y la 
diferencial, que no podrá ser superior al porcentaje que con carácter único y uniforme para 
todo el Sector Público se regulará anualmente.  
Los beneficios son los establecidos por las Leyes y el Reglamento, y son uniforme para toda 







 El artículo 6° del Código de Ética de la Función Pública 
- Respeto: el funcionario debe adecuar su conducta hacia el respeto de la Constitución y las 
leyes, garantizando que en todas las fases del proceso de toma de decisiones o en el 
cumplimiento de los procedimientos administrativos se respeten los derechos a la defensa y el 
debido procedimiento. 
- Probidad: el funcionario debe actuar con rectitud, honradez y honestidad, procurando 
satisfacer el interés general y desechando todo provecho o ventaja personal. • Eficiencia: el 
funcionario debe brindar calidad en cada una de las funciones a su cargo, procurando obtener 
una capacitación sólida y permanente. 
- Idoneidad: el servidor debe estar apto técnica, legal y moralmente para ejercer la función 
pública. El funcionario debe propender a una formación sólida acorde con la realidad, 
capacitándose permanentemente para el debido cumplimiento de sus funciones. 
- Veracidad: el funcionario debe expresarse con autenticidad en las relaciones funcionales con 
todos los miembros de su institución y con la ciudadanía, y debe contribuir al esclarecimiento 
de hechos que se relacionen con el desempeño de su cargo. 
- Lealtad y obediencia: el funcionario actúa con fidelidad y solidaridad hacia todos los 
miembros de su institución, cumpliendo las órdenes legítimas que le imparta el superior 
jerárquico competente. 
- Justicia y equidad: el funcionario debe tener buena disposición para cumplir cabalmente con 
cada una de sus funciones, otorgando a cada uno lo que es debido y actuando con equidad en 
sus relaciones con el Estado, con los ciudadanos, con sus superiores y con sus subordinados. 
- Lealtad al Estado de Derecho: el funcionario de confianza debe lealtad a la Constitución y al 
Estado de Derecho. El funcionario se encuentra prohibido de ocupar cargo de confianza en 
régimen de facto bajo sanción de cese automático de la función pública. 
 
 El artículo 7° del código de Ética de la Función Pública. - Los deberes ético-jurídicos de la 
función pública son los siguientes: 
- Neutralidad: el funcionario debe actuar con absoluta imparcialidad política, económica o de 
cualquier otra índole en el desempeño de sus funciones, demostrando independencia respecto 
de sus vinculaciones con personas, partidos políticos o instituciones. 
- Transparencia: el funcionario debe desempeñar su labor con transparencia. En principio, 
todos los actos funcionariales se consideran públicos y son accesibles al conocimiento de 
todo ciudadano. 
- Discreción: el servidor debe guardar reserva respecto de hechos o informaciones de los que 
tenga conocimiento por razón de su cargo y que estén exceptuados de las normas que regulan 
el acceso y la transparencia de la información pública. 
- Ejercicio adecuado del cargo: el funcionario en el ejercicio de su cargo no debe ejercer 
ningún tipo de represalia o coacción contra otros servidores públicos u otras personas. 
- Uso adecuado de los bienes del Estado: el funcionario debe proteger y conservar los bienes 
del Estado, debiendo utilizar los que le fueran asignados para el cumplimiento de su función 
de manera racional. El funcionario debe utilizar los bienes del Estado para fines 
exclusivamente públicos. 
- Responsabilidad: todo servidor público debe desarrollar sus funciones a cabalidad y en 
forma integral. En situaciones extraordinarias, el funcionario puede realizar tareas que no 
sean propias de su cargo, siempre que estas resulten necesarias para mitigar, neutralizar o 
superar las dificultades que se enfrenten. 
 
 El artículo 8° del Código de Ética de La Función Pública. - Prohibiciones ético-jurídicas 
de la función pública. Dichas prohibiciones son: 
- Mantener intereses en conflicto: el funcionario no debe mantener relaciones o aceptar 
situaciones que puedan generar conflicto entre sus intereses personales, laborales o 






- Obtener ventajas indebidas: el funcionario no debe obtener o procurar beneficios indebidos, 
para sí o para otros, mediante el uso de su cargo, autoridad, influencia o apariencia de 
influencia. 
- Realizar actividades de proselitismo político: el funcionario no debe realizar actividades de 
proselitismo político aprovechándose de su cargo público. 
- Hacer mal uso de información privilegiada: el funcionario no debe participar en 
operaciones financieras donde utilice información privilegiada de la entidad a la que 
pertenece o que pudiera tener acceso a ella por razón de su cargo. 
- Presionar, amenazar y/o acosar: el funcionario no debe ejercer presiones, amenazas o acoso 
sexual contra otros funcionarios públicos que pudieran vulnerar la dignidad de la persona 
o inducir a la realización de acciones dolosas. 
 
 Artículo 8 de la LEY ORGANICA DE GOBIERNOS REGIONALES. -  Principios 
rectores de las políticas y la gestión regional. La gestión de los gobiernos regionales se rige 
por los siguientes principios:  
- Participación. - La gestión regional desarrollará y hará uso de instancias y estrategias 
concretas de participación ciudadana en las fases de formulación, seguimiento, 
fiscalización y evaluación de la gestión de gobierno y de la ejecución de los planes, 
presupuestos y proyectos regionales.  
- Transparencia. - Los planes, presupuestos, objetivos, metas y resultados del Gobierno 
Regional serán difundidos a la población. La implementación de portales electrónicos en 
internet y cualquier otro medio de acceso a la información pública se rige por la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública Nº 27806.  
- Gestión moderna y rendición de cuentas. - La Administración Pública Regional está 
orientada bajo un sistema moderno de gestión y sometida a una evaluación de desempeño. 
Los gobiernos regionales incorporarán a sus programas de acción mecanismos concretos 
para la rendición de cuentas a la ciudadanía sobre los avances, logros, dificultades y 
perspectivas de su gestión. La Audiencia Pública será una de ellas. Los titulares de la 
administración pública regional son gestores de los intereses de la colectividad y están 
sometidos a las responsabilidades que la ley establezca.  
- Inclusión. - El Gobierno Regional desarrolla políticas y acciones integrales de gobierno 
dirigidas a promover la inclusión económica, social, política y cultural, de jóvenes, 
personas con discapacidad o grupos sociales tradicionalmente excluidos y marginados del 
Estado, principalmente ubicados en el ámbito rural y organizados en comunidades 
campesinas y nativas, nutriéndose de sus perspectivas y aportes. Estas acciones también 
buscan promover los derechos de grupos vulnerables, impidiendo la discriminación por 
razones de etnia, religión o género y toda otra forma de discriminación.  
- Eficacia. - Los Gobiernos Regionales organizan su gestión en torno a los planes y proyectos 
de desarrollo regional concertados, al cumplimiento de objetivos y metas explícitos y de 
público conocimiento.  
- Eficiencia. - La política y la gestión regional se rigen con criterios de eficiencia, 
desarrollando las estrategias necesarias para la consecución de los objetivos trazados con 
la utilización óptima de los recursos. 
- Equidad. - Las consideraciones de equidad son un componente constitutivo y orientador de 
la gestión regional. La gestión regional promociona, sin discriminación, igual acceso a las 
oportunidades y la identificación de grupos y sectores sociales que requieran ser atendidos 
de manera especial por la gestión regional.  
- Sostenibilidad. - La gestión regional se caracteriza por la búsqueda del equilibrio 
intergeneracional en el uso racional de los recursos naturales para lograr los objetivos de 






- Imparcialidad y neutralidad. - Los Gobiernos Regionales garantizan la imparcialidad y 
neutralidad en la actuación de la Administración Pública.  
- Subsidiariedad. - El gobierno más cercano a la población es el más idóneo para ejercer las 
distintas funciones que le competen al Estado. Por consiguiente, el Gobierno Nacional no 
debe asumir competencias que pueden ser cumplidas eficientemente por los Gobiernos 
Regionales y éstos, a su vez, no deben involucrarse en realizar acciones que pueden ser 
ejecutadas eficientemente por los gobiernos locales, evitando la duplicidad de funciones. 
- Concordancia de las políticas regionales. - Las políticas de los gobiernos regionales 
guardan concordancia con las políticas nacionales de Estado.  
- Especialización de las funciones de gobierno. - La organización de los gobiernos regionales 
integra las funciones y competencias afines, evitándose en cualquier caso la existencia de 
duplicidad de funciones entre sus distintas gerencias u oficinas.  
- Competitividad. - El Gobierno Regional tiene como objetivo la gestión estratégica de la 
competitividad regional. Para ello promueve un entorno de innovación, impulsa alianzas y 
acuerdos entre los sectores público y privado, el fortalecimiento de las redes de 
colaboración entre empresas, instituciones y organizaciones sociales, junto con el 
crecimiento de eslabonamientos productivos; y, facilita el aprovechamiento de 
oportunidades para la formación de ejes de desarrollo y corredores económicos, la 
ampliación de mercados y la exportación. 
- Integración. - La gestión regional promueve la integración intrarregional e interregional, 
fortaleciendo el carácter unitario de la República. De acuerdo con este principio, la gestión 
debe orientarse a la formación de acuerdos macrorregionales que permitan el uso más 
eficiente de los recursos, con la finalidad de alcanzar una economía más competitiva 
 
 Artículo VIII de la LEY ORGANICA DE MUNICIPALIDADES Aplicación de Leyes 
Generales Y Políticas Y Planes Nacionales 
Los gobiernos locales están sujetos a las leyes y disposiciones que, de manera general y de 
conformidad con la constitución política del Perú, regulan las actividades y funcionamiento 
del sector público; así como a las normas técnicas referidas a los servicios y bienes 
públicos, y a los sistemas administrativos del Estado que por su naturaleza son de 
observancia y cumplimiento obligatorio. 
 Artículo 9 de la LEY UNIVERSITARIA Responsabilidad de las autoridades  
Las autoridades de la institución universitaria pública son responsables por el uso de los 
recursos de la institución, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa 
correspondiente. Cualquier miembro de la comunidad universitaria debe denunciar ante la 
Superintendencia Nacional de Educación Superior Universitaria (SUNEDU), la comisión 
de actos que constituyan indicios razonables de la existencia de infracciones a la presente 
Ley. La Superintendencia Nacional de Educación Superior Universitaria (SUNEDU), de 
oficio o a pedido de parte, emite recomendaciones para el mejor cumplimiento de las 
disposiciones previstas en esta Ley y otras normas reglamentarias, en el marco de su ámbito 
de competencia. Dichas recomendaciones pueden servir de base para la determinación de 
las responsabilidades pertinentes. 
 
 
 
 
